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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”.
BOLETÍN Nº 10.647-09
__________________________________

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 
- - -

Cabe hacer presente que, en sesión de 4 de mayo de 2016, se da cuenta del proyecto disponiendo que pase a las comisiones de Obras Públicas y de Hacienda.
Posteriormente, por acuerdo de Comités, de 3 de enero de 2017, se dispone que el proyecto sea informado por la Comisión de Hacienda sólo durante el trámite reglamentario del segundo informe.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM
El proyecto es materia de ley de quórum calificado, al tenor de lo que dispone el párrafo segundo del ordinal 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por lo que su aprobación en Sala requiere el voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, según establece el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental. 

Asimismo, las letras a), d) y f) del artículo 18, son de carácter orgánico constitucional, según los artículos 19, numeral 15°, 55, 77, 84, 92, 95, 99, inciso final, 105, 108, 113, 118 y 119 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. El inciso quinto del mismo artículo reviste carácter orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto por el artículo 8°, inciso tercero, de la Carta Fundamental. Ello, además, en concordancia con lo resuelto por el Tribunal Constitucional en su sentencia rol N° 3312-17.
Además, el inciso segundo del artículo 28 presenta la naturaleza de orgánico constitucional, en atención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 98 y en el inciso final del artículo 99 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -

Con fecha 8 de agosto de 2017, se abrió el plazo para presentar indicaciones hasta las 18:30 del mismo día en la Secretaría de la Comisión de Hacienda, recibiéndose en la ocasión trece indicaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República, todas las cuales fueron aprobadas.

Asimismo, cabe hacer presente que la Comisión de Hacienda introdujo modificaciones respecto de los  siguientes artículos:

- En virtud de la aprobación de las 13 indicaciones del Ejecutivo: 5°; 7°; 11; 15; 16, nuevo; 16, que pasó a ser 17; 17, que pasó a ser 18; 18, que pasó a ser 19; 22; 24; 28; segundo transitorio y tercero transitorio, nuevo.

- En virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado: artículos 13 y 24.
- Rechazó los artículos 19 y 30.
Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.
- - -

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Rodrigo Valdés; el Subsecretario, señor Alejandro Micco; la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos; el Coordinador Macroeconómico, señor Claudio Soto; el Asesor, señor Pablo Cañas, y la Asesora de Comunicaciones, señora Jimena Krautz.

Del Ministerio de Obras Públicas, el Ministro, señor Alberto Undurraga; el Coordinador de Concesiones, señor Eduardo Abedrapo; el Jefe de Gabinete, señor Gabriel Alemparte; el Asesor del Ministro, señor Pablo Aranda; el Asesor de Comunicaciones, señor Claudio Lobo; el Jefe de Asesores, señor Enrique Álvarez, y los Asesores, señora Andrea Rojas y señor Zarko Luksic.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella, y el Asesor, señor Hernán Campos.
De la Dirección de Presupuestos, el Jefe de la División Finanzas Públicas, señor José Pablo Gómez, la Jefa del Sector Pasivos Contingentes, señora María José Huerta, y la Asesora Jurídica, señora Mónica Bravo.
De la Cámara Chilena de la Construcción, el Presidente, señor Sergio Torretti; el Gerente de Infraestructura, señor Carlos Piaggio; el Gerente de Estudios, señor Javier Hurtado, y el Abogado Jefe de Coordinación Legal, señor Gonzalo Bustos.

Del Consejo de Políticas de Infraestructura, el Secretario Ejecutivo, señor Carlos Cruz; el Consejero, señor Álvaro González, y el Jefe de Estudios, señor Luis Eduardo Escobar.

Los Asesores del Honorable Senador Coloma, señores Álvaro Pillado y César Moyano.
Los Asesores del Honorable Senador García, señores Marcelo Estrella y Felipe Cox.

Los asesores del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez y señor Abdón Oyarzún.
El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora Kareem Herrera, y la Asesora de Prensa, señora Andrea del Pilar Gómez.
Del Comité Democracia Cristiana, el Asesor, señor Sebastián Silva.
La Asesora del Honorable Senador Prokurica, señora Carmen Castañaza.
El Asesor del Honorable Senador Ossandón, señor Gino Sáez.

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, señora María Soledad Larenas.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, los abogados, señora Cristina Torres y señor Francisco López.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Diego Vicuña.
De Revista Que Pasa, la Periodista, señora Estela Zapata.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Proporcionar una institucionalidad que permita al Estado utilizar de manera adecuada sus activos, incorporar a su haber los flujos financieros que aquellos generen y potenciar la inversión en infraestructura  por medio de concesiones. Para ello se crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”, que tendrá por objeto financiar e invertir en proyectos de infraestructura y sus servicios anexos, y delegar en terceros la construcción, ampliación, reparación, conservación, explotación y desarrollo de las obras respectivas.
- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Obras Públicas.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Previo a la consideración de los artículos de la iniciativa legal, el Ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga, efectuó una exposición, del siguiente tenor:
Antecedentes

- Después de más de dos décadas de un exitoso funcionamiento del mecanismo de concesiones de infraestructura, hoy se plantean nuevos desafíos para su funcionamiento.

- En el año 2014, el Gobierno anunció la “Agenda Infraestructura, desarrollo e inclusión, Chile 30.30”, una ambiciosa cartera de proyectos de infraestructura con inversiones directas por parte del Estado y por medio de concesiones.

- Lo anterior requiere, entre otras medidas, contar con una nueva institucionalidad que facilite enfrentar estos desafíos y, de esta manera, potenciar la inversión en infraestructura por medio de concesiones.

- En línea con lo anterior, la Cámara Chilena de la Construcción, el Consejo de Políticas de Infraestructura, y el Consejo Asesor de Financiamiento de Infraestructura Pública propusieron la creación de un Fondo de Infraestructura.

- Así, el 10 de julio de 2015, la Presidenta de la República planteó a los Ministros: “que preparen un fondo de infraestructura, que sea dueño, administre, relicite concesiones, que apalanque recursos, que los movilice a otras obras y que, incluso, ayude a financiar nuevos proyectos que requieran apoyo”.

- El proyecto de ley, en consecuencia, autoriza al Estado para crear el Fondo de Infraestructura S.A. (contempla activos por un valor equivalente a US$9.000 millones).
Principios del proyecto de ley

Compatibilización de los principios de responsabilidad fiscal y de gobernanza del desarrollo de infraestructura por parte de la sociedad anónima:
- Como sociedad anónima, el Fondo de Infraestructura debe ser solvente. Esto se traduce en que el Fondo deberá orientarse a la sostenibilidad financiera de su cartera de proyectos y a producir utilidades anuales.

- Asimismo, la gobernanza de infraestructura debe supeditarse a las políticas del Ministerio de Obras Públicas (evitar riesgo de tener, en la práctica, dos ministerios encargados de obras públicas).

Incorporación de las recomendaciones de la OCDE para el gobierno corporativo de las empresas del Estado. Se han tenido en cuenta los más altos estándares de gobierno corporativo en base a recomendaciones internacionales, además de guardar una consistencia con nuestra política de modernización de la gobernanza de las empresas del Estado.

- Respeto del Principio de Igualdad ante la Ley.

- El proyecto sujeta al Fondo a las exigencias que rigen a las sociedades anónimas. Ello incluye los estándares vigentes en materia laboral, comercial y de libre competencia, entre otros.

El objeto del Fondo está en el plano económico-financiero, no en el plano operacional de la infraestructura pública, lo cual debe hacer a través de terceros señalados por la ley.

Contenido del proyecto de ley

Objeto del Fondo

- El Fondo es una sociedad anónima constituida por el Fisco (99%) y por la Corporación de Fomento de la Producción - CORFO (1%). Sus activos son las infraestructuras concesionadas que se le traspasen.

- El Fisco aportará bienes fiscales y nacionales de uso público. CORFO, por su parte, aportará capital social de acuerdo a su participación accionaria.

- El objeto del Fondo será el financiamiento e inversión referidos a proyectos de infraestructura, incluidos los servicios anexos a los mismos, incluyendo su construcción, ampliación, reparación, conservación, explotación y desarrollo, lo que debe hacer a través de terceros señalados por la ley.

Facultades del Fondo

- El Fondo buscará fomentar y expandir la inversión en infraestructura en Chile, contribuyendo a cerrar las brechas existentes en la materia.

- El Fondo podrá, entre otros:

Financiar o invertir en proyectos de infraestructura, directamente o a través de terceros, así como elaborar y realizar los estudios necesarios para tales proyectos.

Construir, ampliar, reparar, conservar, explotar y desarrollar sólo a través de terceros, dichos proyectos de infraestructura.

Realizar gastos o inversiones de carácter físico o financiero, para nuevos proyectos, fomentando su construcción y desarrollo, velando por mantener la solvencia de la empresa.

Constituir sociedades anónimas filiales o coligadas para cumplir su objeto.

Desarrollar ingenierías y diseños de infraestructura.

- Respecto del financiamiento que se pueda levantar en el mercado para desarrollar nuevos proyectos a través del Fondo, se espera que éste sea con cargo a los retornos esperados de la explotación de las obras que éste administre.

Gobierno Corporativo

- El Fondo tendrá un gobierno corporativo que contempla una Junta de Accionistas y un Directorio de 5 miembros (3 nombrados por Presidente de la República a partir de ternas propuestas por el Consejo de Alta Dirección Pública y 2 nombrados por el Presidente de la República de una quina propuesta por el Ministro de Obras Públicas).

- El Fondo de Infraestructura se regirá por las normas de las S.A. abiertas, y quedará sometido a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) y de la Contraloría General de la República en lo pertinente.

- El proyecto de ley establece normas que siguen las principales recomendaciones OCDE en materia de empresas públicas, como son:

El marco jurídico y regulatorio debe garantizar la igualdad de condiciones en los mercados en los que compiten las empresas del sector público y privado, con el fin de evitar distorsiones de mercado.

Las empresas públicas no deben verse eximidas de la aplicación de leyes y regulaciones de carácter general.

Plan de Negocios

- Cada año el Directorio deberá elaborar un Plan de Negocios Quinquenal, que debe ser puesto en conocimiento del MOP a más tardar el 31 de marzo de cada año, el que emitirá un informe técnico dentro de 90 días de recibido, y que finalmente será presentado ante la Junta de Accionistas para su aprobación.

- La Junta de Accionistas la componen los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, como representantes del Fisco, y un representante de CORFO.

- El Plan deberá considerar, al menos, lo siguiente:

Los objetivos y metas de rentabilidad de la sociedad y los planes de inversión y desarrollo.

La política y necesidad de endeudamiento.

Los requerimientos de transferencias fiscales si fueren necesarias.

- El Plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas, sujeto a las restricciones operacionales y de rentabilidad del Fondo.

Régimen de Operaciones

- El Fondo sólo podrá construir, ampliar, reparar, conservar, explotar o desarrollar proyectos de infraestructura a través de terceros, pudiendo hacerlo por medio del otorgamiento de concesiones o la suscripción de contratos.

- Para el otorgamiento de concesiones a terceros, el Fondo deberá utilizar el estatuto jurídico de concesiones de Obras Públicas contenido en Decreto Supremo MOP N° 900, de 1996. Excepcionalmente y para proyectos determinados, el Fondo podrá utilizar los procedimientos de licitación pública que éste determine. En este último caso, la modalidad de contratación y el procedimiento de licitación pública deberán ser autorizados por la junta de accionistas en los términos que establece esta ley.

- En caso de contemplar operaciones que impliquen, directa o indirectamente, requerimientos de aporte fiscal, cada una de las operaciones deberá contar con la autorización del Ministerio de Hacienda, otorgada por medio de un informe técnico que se refiera a los fines, objetivos e instrumentos a utilizar (artículo 23 del proyecto de ley).

Efectos en la ley de presupuestos

- El traspaso de bienes fiscales o nacionales de uso público al Fondo no tiene un correlato directo con la Ley de Presupuestos del Sector Público, pues ésta considera flujos.

- En el periodo actual se anticipa un aporte de capital de CORFO (1%) a considerar en la Ley de Presupuestos, dependiendo del valor de los activos traspasados por el Fisco al Fondo.

- En este sentido, y como cualquier empresa pública, tanto los aportes que se le realicen a ésta, así como las utilidades que se le retiren, sí serán incluidas en la Ley de Presupuestos correspondiente.

En resumen: se trata de crear una empresa pública para fomentar y apalancar proyectos de infraestructura. Sus activos serán los excedentes de los peajes del futuro considerados a valor presente (US$9.000 millones, aproximadamente), para realizar operaciones económico-financieras y desarrollo de proyectos de diseño de ingeniería.

El Honorable Senador señor García consultó si entran aquí las concesiones aeroportuarias y si existen tratamientos diferenciados entre éstas y las concesiones de carreteras.

El señor Ministro de Obras Públicas respondió que el inicio del mecanismo se contempla con carreteras y por eso se habla de US$9.000 millones netos aproximadamente, pero está abierto a que ingresen nuevos elementos como los aeropuertos y otros activos concesionados.

Respecto de la nueva licitación del aeropuerto de Santiago, se ha hecho compartiendo los ingresos con la empresa adjudicataria, disponiéndose que existiese un piso de 60% y, finalmente, la adjudicataria lo hizo con una oferta de 77,53% de los ingresos para el Fisco, lo que implica una forma distinta de medir los riesgos.

A continuación, el Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Sergio Torretti, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:
Inversión Pública
Inversión pública en infraestructura como porcentaje del PIB
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Es relevante observar la volatilidad que ha experimentado la inversión pública en infraestructura a lo largo del tiempo: Hace 15 años, la inversión pública total alcanzó a 3,8% del PIB, mientras que en 2015 fue de 2,6%.
Inversión a través de Concesiones 

(Millones de USD)
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En cuanto al sistema de concesiones, después de una década en que este mecanismo fue utilizado activamente para potenciar el crecimiento, y pese a demostrar ser una política pública exitosa, le siguió otra década en que se utilizó con bastante menor intensidad.

Ley que crea el Fondo de Infraestructura

- Es por ello que valoramos la iniciativa de crear un Fondo de Infraestructura. 

- Evidencia la preocupación del Ejecutivo respecto a la necesidad de que el país cuente con una política de inversiones de largo plazo en materia de infraestructura. 

- La creación del Fondo de Infraestructura está alineado con los objetivos y propuestas de la CChC relacionados con el desarrollo de la infraestructura en nuestro país.

- Como Cámara propiciamos instituciones que permitan establecer políticas públicas de largo plazo, independientes de los gobiernos de turno, y en este caso específico, que dé continuidad a la inversión en infraestructura.

Comentarios Específicos 

OBJETO DE LA LEY: 

- El proyecto se desvía del objetivo de la ley, cual es crear un Fondo de Infraestructura. El nuevo artículo 4°, números 2 y 5, consagran una amplia facultad al Estado para desarrollar actividades empresariales vinculadas al área de la construcción. Esto no es consistente con los propósitos expresados en el mensaje.

OBJETO DEL FONDO:

- Debe operar sólo entregando garantías, sin invertir en obras físicas de infraestructura. Es decir, es un fondo de garantía, no de inversión. 

- La eventual participación del Fondo en una sociedad podría presentar el problema que el Estado pase a ser controlador, y por ende, se debe resguardar que el Fondo tenga presencia en una sociedad sin tener el control. 

- Creemos indispensable destinar un porcentaje del Fondo a la generación y el desarrollo de proyectos. Esto generará un real valor agregado a esta iniciativa.

GOBERNANZA: 

- En cuanto al Directorio, planteamos aumentar de 5 a 7 los directores, para dar mayor continuidad al Fondo y sus políticas a través de los directores independientes. De esta manera, 5 de los 7 integrantes del directorio debieran ser elegidos por el sistema de Alta Dirección Pública, bajo la modalidad propuesta en el proyecto de ley. 

CARTERA DE PROYECTOS:

- Se propone que el plan de inversiones en proyectos tenga un horizonte de 10 años revisable anualmente. 

- Importante que dentro de las responsabilidades del Directorio se establezca cómo se conformará y adecuará la cartera de proyectos, así como las metodologías y criterios para definir las modalidades de financiamiento y su priorización, y la transparencia en la entrega de información a la comunidad.

REINVERSIÓN DE UTILIDADES: 

- Parece importante definir en la ley una política de reinversión de utilidades de este Fondo. 

SEGUROS: 

- Se debe establecer la obligatoriedad de utilización de seguros para todas las obras que se garanticen, de manera  de resguardar el patrimonio del Fondo.
Enseguida, el Secretario Ejecutivo del Consejo de Políticas de Infraestructura, señor Carlos Cruz, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

FONDO DE INFRAESTRUCTURA. APORTES A LA DISCUSIÓN DEL PROYECTO DE LEY

Comentarios al proyecto.

1.- El Fondo (FI) es un instrumento de la Política de Infraestructura del Estado de Chile.

2.- El Fondo de Infraestructura es un instrumento que:

a. Facilita el financiamiento de infraestructura pública a través de privados.

b. Amplía los límites con que hoy opera el mercado financiero (no sustituye al mercado financiero).

3.- De acuerdo a lo anterior, el FI podrá:

a. Otorgar garantías.
b. Financiar un porcentaje del proyecto, siempre subordinado al financiamiento privado.
c. Invertir en capital del proyecto (porcentajes menores, a discutir).
d. Aportar a través de fondos reembolsables a estudio de proyectos promovidos por agencias públicas ejecutoras (concedentes).
4.- Podrá invertir en instrumentos financieros para proteger sus activos.
5.- Debe ser regulado por las superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras.
6.- Podrá invertir en al menos los siguientes sectores, quedando explícito en el texto de la ley: infraestructura carretera, ferroviario, Metro y transporte público, digital, hídrico, portuario, eléctrico, pública para urbanismo y ciudades, medio ambiental y otras infraestructuras de Servicio Público.
7.- Del “capital” del FI: estará constituido por bienes nacionales de uso público con valor económico (falta aeropuerto entre activos considerados).
a. Derechos sobre ingresos remanentes (opción preferible).
b. Concesiones adjudicadas por alguno de los agentes concedentes del Estado.
c. Política de tarifas corresponde al mandante; no al FI.
8.- Se sugiere que los proyectos que constituyan el patrimonio del FI queden definidos en la ley.
9.- Del Gobierno Corporativo:
a. Cinco directores de dedicación (semejante al Banco Central).
b. Máximo rigor en la selección, aprobado por ADP; con incompatibilidades.
c. Cuenta Pública Anual.
d. Al menos tres comités:

- Probidad y transparencia.
- Macro. 

- Inversiones.
El Honorable Senador señor García observó que el cuadro que ilustra cómo ha disminuido la inversión a través de concesiones lleva a preguntar si no habrá ocurrido que ya se agotó la cartera de proyectos altamente rentables.

También preguntó si en los primeros años de las concesiones el Estado no aplicó una suerte de subsidio para que las obras fueran rentables, cosa que ahora no ocurre ni ocurrirá.

Llamó la atención acerca de obras que se han hecho necesarias como la del camino que une Pucón con Pitrufquén, que quizás no muestran una rentabilidad que lleve a hacerlo inmediatamente, pero que es fundamental para proteger y potenciar la zona lacustre de La Araucanía.
Asimismo, reparó que la calidad de las obras que se ejecutan muchas veces no alcanza el estándar que debiera esperarse, como ocurre en el caso del aeropuerto de Temuco, que se hizo estrecho apenas inaugurado.

El Honorable Senador señor Montes consultó qué participación tendrá la estructura política en el Fondo de Infraestructura, en cuanto a la definición de las prioridades y la evaluación de lo realizado.

Preguntó a qué necesidad de la economía responde el Fondo, si es a la necesidad de recursos para inversión, sostuvo que existen otros fondos en la economía que se invierten en el exterior con tasas de retorno muy bajas, como ocurre con los fondos de pensiones. Estimó que los ahorros previsionales debieran estar alineados con proyectos de desarrollo nacional.
El Ministro de Obras Públicas, señor Undurraga, señaló que el objeto principal del Fondo es económico-financiero y no operacional, por lo que el texto del proyecto de ley puede seguir ajustándose en ese sentido. La razón de que aparezcan aspectos operacionales, se explica porque la empresa se encuentra fuera del gasto público y es extrapresupuestario.

Respecto de la participación de diversos actores en la gobernanza de la empresa, indicó que se quiere que esté vinculada al Ministerio de Obras Públicas y por eso se dispone que dos de los directores estén nombrados a partir de dicha repartición. Independientemente de ello, la conformación también podría ser con siete directores y tres nominados en base a propuesta del Ministerio.

Agregó que la participación de la autoridad política se complementa en que el plan quinquenal de infraestructura de la empresa se elabora a partir de la planificación que el Ministerio de Obras Públicas entrega al Directorio y a la Junta de Accionistas. 
En relación a las fuentes de los activos, manifestó que el propósito es que se encuentre abierto a todas las que estén disponibles, siempre que cuenten con el doble resguardo de que en su conjunto la cartera de proyectos sea rentable y tenga sustentabilidad económica y, en particular, cada uno muestre rentabilidad social.
El Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Torretti, expresó que han entregado un estudio en que se estima que el déficit de infraestructura del país es de US$151.000 millones, que requeriría enfrentarse en un plazo mínimo de 10 años para generar las condiciones de desarrollo del país. Agregó que el Estado no cuenta con los recursos propios para enfrentar la tarea, por lo que debe hacerse por medio del Sistema de Concesiones.

Observó que existe evidencia internacional respecto de países que muestran déficit de infraestructura, en que se ha visto que una vez que se hacen las nuevas obras aparecen flujos que no se esperaban y aumentan aquellos esperados, por lo que no tienen una aprensión en relación a una posible falta de flujos.

En cuanto a la calidad de los proyectos y crear un banco de los mismos, se logra identificar a lo largo del país cuáles son las iniciativas más necesarias, y al hacerse con tiempo se permite revisarlos y mejorarlos.

Agregó que existen fondos que no se invierten en el país porque, actualmente, faltan proyectos relevantes en que se puedan usar aquellos destinados a pensiones, por ello la relevancia de que se financie un banco de proyectos.
El Secretario Ejecutivo del Consejo de Políticas de Infraestructura, señor Cruz, sostuvo que existe una gran carencia en materia de infraestructura en el país, por lo que debe replicarse la experiencia de los años ’90 para hacer que la cartera de proyectos fuese atractiva para los privados. Estimó que el salto que debe producirse en materia de infraestructura depende de lograr recursos para apalancar las iniciativas neutralizando los riesgos que represente para el manejo del presupuesto público.
Respecto de la intervención de la política en esta materia, manifestó que resulta fundamental, pero el problema que se presenta es que se trata de proyectos de largo plazo y la política ha mostrado centrarse en un horizonte de corto plazo. Por ello parece adecuado que se cree un cuerpo colegiado como el del Banco Central, en el que se vayan incorporando directores que se asimilen al funcionamiento del cuerpo central, generándose una cultura corporativa con el tiempo.

Planteó que el Fondo no tendría sentido si no es capaz de movilizar los recursos de las administradores de fondos de pensiones, porque justamente se trata de aprovechar los recursos de inversión existentes.

En cuanto a las transferencias de los activos, señaló que debiera tomarse la precaución de que la intervención en dichos activos no sea asumida por el Fondo sino que por la entidad rectora del activo.

Sobre las valoraciones de los activos, señaló que no se entienden correctamente si es que no se define claramente en la ley dicha operación, incluyendo su expresión con definiciones de tarifas e inversiones posibles, no bastando que se diga que se trata de activos con valor económico.

El Honorable Senador señor Montes reiteró que deben insistir en la revisión de la respuesta política a situaciones como las que aborda el proyecto de ley, porque hasta ahora no se está haciendo bien y no se encuentra la solución correcta. Dentro de ello, acotó, resulta central que la política recupere la capacidad de pensar en el largo plazo.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó que, además de escuchar al señor Ministro de Hacienda, se invite al Director de Presupuestos, dado que, a su juicio, una de las materias más complejas de la iniciativa legal es la financiera y la determinación del flujo futuro de los peajes, considerando que los informes financieros acompañados son poco esclarecedores en ese ámbito. Agregó que otro aspecto que se debe revisar es cómo incidirá el flujo futuro de los peajes -considerados como activos del Fondo- frente a los precios futuros de las concesiones y de los peajes, pensando, además, en que varias concesiones se encuentran en su parte final.
En la siguiente sesión, el Ministro de Obras Públicas, señor Undurraga, sintetizó lo presentado precedentemente, indicando que Fondo de Infraestructura S.A. será una empresa pública cuyos activos están constituidos por concesiones actuales de carreteras y los excedentes de los peajes futuros traídos a valor presente, que serán utilizados con un objetivo eminentemente financiero para apalancar inversión en infraestructura y también en ingeniería y proyectos del mismo ámbito.
Observó que los 4 nudos o dudas que siguen vigentes en torno al proyecto de ley, son: 1) la política de peajes y la expectativa de que su valor baje; 2) el gobierno corporativo y su número de integrantes y forma de nominación, ambos temas surgidos durante el debate en la Comisión de Obras Públicas y dejados expresamente para ser revisados por la Comisión de Hacienda; 3) el traspaso de activos y su calendario, y 4) la contabilidad pública y la afectación o no de la regla fiscal.
El Honorable Senador señor Coloma destacó que, efectivamente, en la Comisión de Obras Públicas se construyó una unanimidad para aprobar la iniciativa legal, entendiendo expresamente que sería la comisión encargada de las finanzas la que revisaría el tema del informe financiero acompañado en relación a los flujos futuros de los peajes como activos que se utilizarán para apalancar las inversiones que se harán mediante concesiones. Acerca de ello, señaló que se necesita conocer el cálculo de esos flujos futuros, que hasta ahora no se ha entregado, y los pagos de peajes actuales que, aparentemente, al ser tomados a su valor presente, no podrían ver rebajados su monto cobrado al usuario al momento de terminar las actuales concesiones. Indicó aspirar a que los actuales peajes puedan disminuir su monto, y le complica que se fije el flujo futuro en base al peaje actual, lo que impediría concretar dicha baja de peajes.

El Honorable Senador señor García planteó que también debiera estudiarse la incorporación dentro de los flujos futuros de los pagos que se hace por la concesión de los aeropuertos y que para ello se entregue información respecto de todos los aeropuertos y también de los puertos. Agregó que el valor de los peajes, en el futuro, quizás también forme parte del debate cuando deba analizarse el aumento del impuesto a los combustibles que ha sido recomendado por varios organismos internacionales.
El Honorable Senador señor Lagos expresó, respecto del cálculo de los flujos futuros, que, cuando se entregue la información, deberán ser muy claros al momento de determinar y explicar hasta qué monto se mantienen los ingresos fiscales y cómo se concilia con la legítima expectativa de que se verifique una rebaja de los peajes a pagar cuando finalicen las actuales concesiones, como ocurre, por ejemplo, con la ruta Nogales-Puchuncaví.
El Honorable Senador señor Montes expresó que deben analizar junto al Ministro de Hacienda lo que implica el Fondo de Infraestructura dentro de la macroeconomía en su conjunto, como motor del desarrollo, sus vínculos con el mercado de capitales y los fondos previsionales, su tratamiento contable y el balance estructural, etc.
A continuación, la Comisión escuchó al Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés, quien retomó y continuó con la exposición de la sesión anterior, comenzada por el señor Ministro de Obras Públicas, del siguiente modo:
- Se enmarca dentro de esfuerzo para lograr que el mercado de capitales llegue a todos los proyectos de inversión, utilizando para ello la cartera de carreteras construidas.

- Dudas acerca del valor agregado que tendría crear el Fondo. Se disiparon viendo experiencia internacional de países como México y Colombia, y la experiencia del túnel El Melón, en que debía decidirse entre bajar el peaje o ampliar la concesión construyendo un nuevo túnel, decidiéndose por la segunda alternativa (de todos modos bajó en algo el peaje), y no existiendo otras opciones por las cuáles definirse. 
- En ese momento, se pensó en la necesidad de un nuevo instrumento que permitiera evaluar otras inversiones más urgentes o rentables, y la empresa propuesta sería el vehículo para usar los ingresos en otros proyectos. El referido instrumento cuenta con varias restricciones relacionadas con la contabilidad fiscal, el balance presupuestario y el gobierno corporativo, para garantizar que no se trate de una operación cuasifiscal y que al mismo tiempo sea un aporte para el desarrollo.
Principios del proyecto de ley

- Compatibilización de los principios de responsabilidad fiscal y de gobernanza del desarrollo de infraestructura por parte de la sociedad anónima.

Como sociedad anónima, el Fondo de Infraestructura debe ser solvente. Esto se traduce en que el Fondo deberá orientarse a la sostenibilidad financiera de su cartera de proyectos y a producir utilidades anuales.

- Incorporación de las recomendaciones de la OCDE para el gobierno corporativo de las empresas del Estado. Se han tenido en cuenta los más altos estándares de gobierno corporativo en base a recomendaciones internacionales, además de guardar una consistencia con nuestra política de modernización de la gobernanza de las empresas del Estado.
Gobierno Corporativo

El Fondo tendrá un gobierno corporativo que contempla una Junta de Accionistas y un Directorio de 5 miembros: 

- 3 nombrados por Presidente de la República a partir de ternas propuestas por el Consejo de Alta Dirección Pública, y 

- 2 nombrados por el Presidente de la República de una quina propuesta por el Ministro de Obras Públicas.

El Fondo de Infraestructura se regirá por las normas de las S.A. abiertas, y quedará sometido a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), y de la Contraloría General de la República, en lo pertinente.
El proyecto de ley establece normas que siguen las principales recomendaciones OCDE en materia de empresas públicas:

- El marco jurídico y regulatorio debe garantizar la igualdad de condiciones en los mercados en los que compiten las empresas del sector público y privado, con el fin de evitar distorsiones de mercado. 

- Las empresas públicas no deben verse eximidas de la aplicación de leyes y regulaciones de carácter general.

Plan de Negocios

La Junta de Accionistas la componen los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas (MOP), como representantes del Fisco, y un representante de CORFO. 

Cada año el Directorio deberá elaborar un Plan de Negocios Quinquenal (PNQ), que será presentado ante la Junta de Accionistas para su aprobación. Previamente, el PNQ deberá ser puesto en conocimiento del MOP -al 31 de marzo de cada año-, el que emitirá un informe técnico dentro de 90 días de recibido.

El Plan deberá considerar, al menos, lo siguiente: 

- Los objetivos y metas de rentabilidad de la sociedad y los planes de inversión y desarrollo.

- La política y necesidad de endeudamiento. 

- Los requerimientos de transferencias fiscales si fueren necesarias. 

- Visión territorial.

Régimen de Operaciones

El Fondo sólo podrá construir, ampliar, reparar, conservar, explotar o desarrollar proyectos de infraestructura a través de terceros, pudiendo hacerlo por medio del otorgamiento de concesiones o la suscripción de contratos. 

Para el otorgamiento de concesiones a terceros, el Fondo deberá utilizar el estatuto jurídico de concesiones de Obras Públicas contenido en Decreto Supremo MOP N°900, de 1996. 

- Excepcionalmente y para proyectos determinados, el Fondo podrá utilizar los procedimientos de licitación pública que éste determine. En este último caso, la modalidad de contratación y el procedimiento de licitación pública deberán ser autorizados por la junta de accionistas en los términos que establece esta ley.

En caso de contemplar operaciones que impliquen, directa o indirectamente, requerimientos de aporte fiscal, cada una de las operaciones deberá contar con la autorización del Ministerio de Hacienda, otorgada por medio de informe técnico que se refiera a los fines, objetivos e instrumentos a utilizar (artículo 23 del proyecto de ley). 

En caso que el Directorio pretenda implementar proyectos que puedan requerir aporte fiscal, se deberá cumplir con una serie de requisitos y procedimientos entre ellos: 

- Un comité de directores (conformado por aquéllos que tengan el carácter de independientes), se pronunciará respecto de las implicancias y condiciones financieras de los proyectos, y evaluará si se cumplen mecanismos de neutralidad competitiva. 

- Cuando el Directorio deba pronunciarse respecto de estos proyectos, deberá hacerse cargo de la conveniencia de los mismos para el interés social y de los reparos u objeciones que hubiese expresado el comité de directores.

Patrimonio y relación con el Fisco

FISCO y “Fondo de Infraestructura S.A.” conformarán patrimonios separados.

- Como señala el artículo 11 del proyecto de ley, el patrimonio inicial del Fondo se conforma con los aportes del Fisco, en Bienes (99%), y el de CORFO (1%).
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- El Patrimonio del Fondo se incrementa con las utilidades que vaya obteniendo. El Directorio del Fondo debe procurar incrementar dicho patrimonio, para que la Sociedad Anónima perdure.

Coherencia con la Regla Fiscal

La Regla Fiscal aplica sólo al Gobierno Central (FISCO) siguiendo las directrices del Fondo Monetario Internacional (FMI).

Para la correcta administración de dicha Regla, cuyo instrumento es el Balance Cíclicamente Ajustado (BCA), la proyección de los Ingresos y Gastos sólo deben considerar las transacciones entre el Fisco y las empresas públicas. 

- Ingresos provenientes del Fondo: utilidades retiradas por el Fisco. 

- Gastos fiscales: subsidios a proyectos específicos, y aportes de capital en dinero (Ejemplo: CORFO).

Efectos en la Ley de Presupuestos del Sector Público

La Ley de Presupuestos del Sector Público contiene los Ingresos y Gastos del Fisco y de las entidades señaladas para un año determinado. 

- El traspaso de bienes fiscales o nacionales de uso público al Fondo no tiene un correlato directo en la referida ley y tiene efecto patrimonial neutro: Fisco entrega bienes y se hace dueño del 99% de las acciones de FDI S.A. 

Sin embargo, se anticipa un aporte de capital de CORFO (equivalente al 1% del valor económico del bien traspasado), dado que dicha entidad se encuentra incluida en la Ley de Presupuestos del Sector Público. 

- Este aporte se registra en el Programa de CORFO como “Compra de Acciones y Participaciones de Capital”. 

En régimen, y como cualquier S.A. donde el Fisco tiene participación, tanto los aportes de capital o transferencias que se le realicen, así como las utilidades que se le retiren, serán incluidas en la Ley de Presupuestos del año correspondiente.

Esquema de funcionamiento
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Estimación del valor de los Activos del Fondo

Supuestos claves para la estimación del valor de los activos: 

a) Número de concesiones que estarán bajo administración del Fondo de Infraestructura (lo que se deriva de los bienes traspasados desde el Fisco).

b) Inversión requerida, costos de mantenimiento y costos de operación (concepto de Ingresos Netos de la Concesión). 

c) Tasas de crecimiento de tarifas, demandas, costos y tasas de descuento e inflación de la economía. 

d) Tipo de Cambio ($700/USD, en la Ley de Presupuestos 2017)

Estimación Flujos Disponibles para FDI (US$ millones)
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Estimación del posible Valor de los Activos
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Expiración de Contratos de Concesión Vigentes
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- Se presenta el dilema en el corto plazo en cuanto a extender concesiones que permitan ejecutar obras, lo que ha resultado muy práctico en el último tiempo, pero de continuar con esa política le quitaría activos al Fondo de Infraestructura.
El Honorable Senador señor Coloma reiteró que se encuentra pendiente la discusión acerca de la política de peajes en relación a los activos del Fondo.
El Honorable Senador señor Montes expresó que el Fondo servirá para encontrar financiamiento para las inversiones, pero surgió la duda de cómo se cruzará con otros fondos, como los previsionales. Además del financiamiento, señaló que preocupa la forma en que se elegirán los proyectos de inversión y que no se reproduzcan problemas como los que surgieron al replicar lo hecho con las carreteras en hospitales y cárceles. Ahora se deberá ligar la concreción misma de nuevas obras, como carreteras, con proyectos de desarrollo más globales, como se veía a propósito de la necesidad de obras en la ruta Pitrufquén-Pucón, por ejemplo.
El señor Ministro de Hacienda respondió que deberán analizar la forma en que se compatibiliza el valor social de una obra con el valor privado de la misma. Agregó que a eso apunta también el conformar una cartera de proyectos dentro del Fondo de Infraestructura.
En la siguiente sesión, el Jefe de la División Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, señor José Pablo Gómez, expuso que, de acuerdo al artículo 11, que dispone cómo se constituye el patrimonio del Fondo, éste se formaría con traspasos de bienes fiscales y nacionales de uso público por parte del Fisco y un aporte de capital de CORFO. Agregó que los bienes que traspasa el Fisco se valoran por medio de tasaciones o al valor de mercado que tengan y, en el caso de los bienes nacionales de uso público, resulta un poco más complejo al no pasar a ser propiedad del Fondo y sólo contar con un derecho para explotarlos. Por lo que, continuó, la valoración de los activos depende de los flujos que generan, tal como se mostró en la parte de la presentación del señor Ministro de Hacienda, respecto de cada una de las concesiones que ingresen, considerando la inversión inicial, las tarifas por peajes que constituyan los ingresos y los costos operativos. Ello permite calcular un flujo que se presentó del siguiente modo, llevándolo a valor presente, utilizando las normas IFRS en lo pertinente, con un contrato de estas características que otorgue certezas sobre los ingresos: 
Esquema de funcionamiento
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- El ejercicio que recién se explicó para cada bien nacional de uso público en particular, se extendió a una cartera de contratos, en un análisis conjunto con la Dirección de Concesiones del MOP, para hacer una simulación con 20 contratos y 31 contratos, considerando tres posibles períodos de duración:
Estimación del posible Valor de los Activos
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Reiteró que existirán tres tipos de activos, que serán: los flujos valorados, las instalaciones y terrenos, y los activos financieros.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó cuándo se aporta efectivamente el capital, teniendo en cuenta que se trata de una secuencia de flujos futuros la que constituye los activos del Fondo. Asimismo, preguntó cómo funcionará el Fondo en el caso de inversiones en obras públicas, por ejemplo, aquellas relacionadas con el agua, como plantas desaladoras, en que los retornos o utilidades son difíciles de determinar. 

El Honorable Senador señor Montes agregó que han quedado pendientes dudas acerca de la razón por la que no se incorporan los aeropuertos dentro de los activos del Fondo y también cómo funciona el Fondo como garantía o garantizador de inversiones.

El Honorable Senador señor Prokurica inquirió cómo se insertaría la construcción de tranques dentro de las inversiones que quedarían en el ámbito del Fondo de Infraestructura.

El señor Ministro de Obras Públicas respondió que conviene separar el origen de los recursos con los que cuenta el Fondo y los usos de los mismos.

Respecto a las fuentes de los recursos del Fondo, señaló que son principalmente el excedente de los futuros peajes a pagar traídos a valor presente, los que se tienen en forma inmediata a través de la utilización de instrumentos financieros que así lo permiten.

Acerca de la no inclusión de los aeropuertos, indicó que no se hizo por dos factores, el primero un criterio conservador de iniciar el proceso paulatinamente con las carreteras y, el segundo criterio, de orden fiscal, dado que el aeropuerto que genera recursos, que es el de Santiago, con el 77,57% de los ingresos para el Fisco, ya se encuentra contemplado dentro del presupuesto para gastos, lo que no ocurre con los peajes de carreteras y autopistas.

En relación a los usos del Fondo, uno de ellos es explícitamente el de funcionar como garantía. Otro, continuó, es el de participar de inversiones directamente (conocido en términos financieros como equity), también participar por el componente deuda que le falte a los proyectos y un último uso no tradicional que es el desarrollo de ingeniería y diseños para elaborar los proyectos de infraestructura.
Agregó que existe una discusión con algunos actores del mercado que quisieran que la función de garantía fuera la única del Fondo, pero el Ejecutivo ha definido que sean todas las funciones mencionadas.

En cuanto a las áreas de infraestructura en las que puede intervenir el Fondo, manifestó que la empresa se encontrará abierta a participar de las distintas posibilidades, no encontrándose cerrado sólo a las carreteras, por lo que plantas desaladoras y embalses pueden ser parte de las inversiones del Fondo, con la condición de que la cartera de proyectos del mismo sea rentable.

El Honorable Senador señor Montes preguntó cómo se calcula la mencionada rentabilidad del Fondo.

El señor Ministro de Obras Públicas expresó que debe distinguirse entre la rentabilidad de un proyecto y la rentabilidad del Fondo, dado que en este último se cobra un interés por la garantía otorgada, o por el servicio de la deuda o por la inversión directa o equity. Y cada año debe mostrar rentabilidad en función de los principios de contabilidad generalmente aceptados para entidades privadas en virtud de los ingresos devengados.
El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, explicó que la iniciativa legal dispone que el Fondo debe ser solvente, por lo que debe ser capaz de cumplir con sus flujos los compromisos que adquiere. Agregó que la rentabilidad anual que se exige es una responsabilidad del Directorio, y se cumple con el cobro de intereses por los servicios que presta la empresa, sin olvidar que el Fondo opera por medio de sociedades, que son las que hacen las inversiones –y que eventualmente puedan presentar pérdidas en determinados períodos-, no así el Fondo que sólo cobraría los referidos intereses de los préstamos y de las garantías que genere, por lo que podría no tener renta en un año pero no se podría dar el caso de presentar una renta negativa.
En el mismo ámbito, acotó que los proyectos nuevos más riesgosos pueden necesitar más garantías, como en el ejemplo indicado de las plantas desaladoras, por lo que el Fondo otorgaría una garantía de ingresos mínimos que, si bien congelaría el patrimonio del Fondo en la parte de las provisiones, ayuda a que el proyecto exista y se concrete, generando recursos en el largo plazo para la empresa porque, caso contrario, si se trata de un proyecto deficitario, significa que se pasa a otro tipo de proyectos, con otras exigencias, como son aquellas iniciativas con subsidios.

El Honorable Senador señor Lagos expresó que el Fondo recibirá recursos a cuenta de flujos futuros, lo que le permitirá decidir efectuar determinadas inversiones que deben presentar rentabilidad para la empresa. En relación a ello, consultó si al inversionista que participará de iniciativas en las que estará involucrado el Fondo le será indiferente o relevante los resultados que muestre el Fondo como empresa en cuanto a rentabilidad, pensando en que se acaba de explicar que las inversiones de la entidad se canalizarán mediante sociedades que se formarán con los privados y no directamente con el Fondo.

Destacó que, en otro plano, está la discusión medular sobre qué obras se financian con participación del Fondo y qué ocurrirá con la política de peajes.

Asimismo, relevó que el Fondo pone en valor financiero una riqueza que no existía y que se generó a partir de la construcción de carreteras y otras obras públicas.

El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que el Fondo representa una nueva forma de atraer recursos que hoy no se encuentran disponibles para proyectos de infraestructura, pero surgen dudas acerca del correcto resguardo en el cumplimiento de la regla sobre balance fiscal y cómo la garantía implícita de endeudamiento puede o no influir en el mismo balance estructural. Adicionalmente, acotó, se relaciona con ello la necesidad de asegurar la independencia política de los involucrados en la dirección del Fondo y su junta de accionistas.

El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, sostuvo que, desde el punto de vista bancario, no sería extraño que en un primer momento existan dudas acerca de esta nueva entidad que tenga activos del Fisco, por lo que existirá una preocupación acerca de cómo está estructurada la empresa y su gobernanza. Señaló que en la discusión fiscal acerca de la conformación del Fondo, a nivel comparado, se encuentran varias soluciones diversas que serán expuestas.

El señor Ministro de Obras Públicas señaló que conviene analizar separadamente las fuentes de los recursos del Fondo, los usos que se le darán y el gobierno corporativo del mismo.

Respecto de las fuentes, explicó que se ponen en valor o se activan recursos que hoy no se encuentran reconocidos, estimando que, si no se hiciera la mencionada puesta en valor, dichos recursos no existirán, en virtud de la regla de gasto fiscal y a que si no existe una política de peajes fijada por ley, los mismos deberían tender a adecuarse a los costos operativos de la infraestructura.

En este ámbito, observó que podrían activarse inmediatamente $9.000 millones si se va al mercado y se da una valoración mediante instrumentos financieros, pero el problema es que hoy no existe una cartera de proyectos por ese monto, lo que hace aconsejable fijar un cronograma.

Agregó que la parte novedosa de la iniciativa legal –a nivel comparado- está en la parte referida a las fuentes, no así en los usos que son materias que se repiten en la experiencia de otros países.

Acerca de los riesgos fiscales que se corren en la materia, expuso que existen dos: que cambie la política de peajes y su valor estimado, por lo que debe fijarse por ley, y que se hagan operaciones de uso sin haber ejecutado las fuentes (esto es, por la mera expectativa del flujo), por lo que debiera fijarse una regla operacional más restrictiva, de modo que sólo se hagan operaciones de uso cuando se haya ejecutado la fuente.

El Coordinador Macroeconómico del Ministerio de Hacienda, señor Claudio Soto, manifestó, respecto de la coherencia de la iniciativa en relación con la regla de balance estructural del Gobierno Central, que existe un informe emitido por el Consejo Fiscal Asesor sobre el tópico, respaldándola, y se han hecho reuniones con el Fondo Monetario Internacional quienes se encuentran elaborando un informe sobre el Fondo de Infraestructura.

Agregó que la regla fiscal existe en Chile para asegurar la solvencia en el mediano y largo plazo de las finanzas públicas. El Fondo, explicó, puede ser compatible con la regla de balance estructural en la medida que se contemple y exija el cumplimiento del requisito de rentabilidad que se incluye en el artículo 4°, de modo que todos los gastos y deudas tendrán como contrapartida ingresos que los pagarán, y por ello se puede excluir al Fondo del tratamiento de la regla fiscal. Por el contrario, si las inversiones no fueran rentables, se estaría frente a gasto público y entraría a competir con otros gastos dentro del Presupuesto de la Nación, por lo que si se requieren recursos públicos debe contemplarse un subsidio como tal, finalizó.
En una sesión posterior, el Consejero del Consejo de Políticas de Infraestructura, señor Álvaro González, expuso que, como Consejo, les preocupan ciertas precisiones que consideran necesarias que se hagan en el proyecto de ley, que tienen que ver con cómo se incorporan las concesiones preexistentes al Fondo dentro de su patrimonio y su contabilidad, de modo que cumplan con los objetivos planteados.

Agregó que han efectuado un estudio que demuestra que si los aportes entran como parte del propio Fondo se traducen en ingresos y, consecuencialmente, como utilidades, y no como se pretende que es para reinversiones, lo que implica una contabilidad distinta en que pueden producirse incluso retiros de utilidades, lo que significaría un cambio en la operatoria actual de las concesiones. Planteó que lo anterior también tiene efectos tributarios, dado que si se trata de utilidades que se reinvierten, previamente se debe hacer un pago del 40% de impuesto a la renta previo a poder efectuar reinversiones.

Asimismo, planteó que también existen precisiones necesarias de efectuar  en materia de tratamiento de fuente y usos del IVA, que en el caso de las concesiones implica un tratamiento interpresupuestario, dado que el Ministerio de Hacienda recibe el pago de IVA a la construcción y coloca en el Ministerio de Obras Públicas la suma necesaria para que se haga un pago a la concesionaria que permita que exista neutralidad en materia de IVA (lo que, adicionalmente, abulta el presupuesto del Ministerio, sin que se trate de recursos efectivos para esa cartera).

Finalmente, explicó que el mencionado estudio contiene simulaciones acerca de los flujos generados por los peajes y tarifas que se pagarán en el futuro, según si se consideran como ingresos del Fondo o como aportes de capital del Fondo.

- - -
Artículo 1°

Autoriza al Estado para desarrollar las actividades empresariales de financiamiento e inversión referidas a proyectos de infraestructura y los servicios anexos a los mismos, incluyendo su construcción, ampliación, reparación, conservación, explotación y desarrollo, con estricta sujeción a lo dispuesto en esta ley.
El Honorable Senador señor García consultó la razón de que en esta misma disposición no se autorice directamente la creación de la empresa y si hacerlo de ese modo podría implicar una diferencia con la fórmula propuesta.

El Honorable Senador señor Montes reparó que entre las actividades empresariales cuyo desarrollo se autoriza no se encuentra la de ser avalista o garantizador de los proyectos de infraestructura.

La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos, explicó que el objeto del Fondo es el financiamiento de proyectos y en el artículo 4° se contempla, dentro de las actividades necesarias para desarrollar el referido objeto, la de emitir garantías.
Agregó, respecto de la consulta acerca de la creación y constitución de la empresa, que los artículos 1° y 2° son complementarios, de conformidad al artículo 19, ordinal 21°, de la Constitución Política de la República,  del que se desprende que el Estado debe estar autorizado para desarrollar una actividad empresarial para, posteriormente, proceder a la constitución de la correspondiente entidad, mismo modelo que se ha seguido en otras empresas sociedades anónimas del Estado. 

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo 2°

Dispone que, de acuerdo con la autorización establecida en el artículo anterior, el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción, constituirán, dentro del plazo de seis meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, una sociedad anónima que se denominará “Fondo de Infraestructura S.A.”, la que se regirá por las normas de las sociedades anónimas abiertas y por las de la presente ley.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo 3°

Faculta al Ministro de Hacienda para que, en representación del Fisco, y conjuntamente con el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, concurran a la aprobación de los estatutos sociales, de sus modificaciones posteriores y suscriban los documentos pertinentes.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo 4°

Establece que, para el desarrollo de su objeto, el Fondo podrá: 

1) Financiar o invertir en proyectos de infraestructura, directamente o a través de terceros, así como elaborar y realizar los estudios necesarios para tales proyectos.

2) Construir, ampliar, reparar, conservar, explotar y desarrollar, sólo a través de terceros, dichos proyectos de infraestructura.

3) Realizar gastos o inversiones de carácter físico o financiero, para nuevos proyectos, fomentando su construcción y desarrollo, en la forma que determine el Directorio, velando por mantener la solvencia de la empresa; 

4) Emitir instrumentos financieros de deuda, de garantías y otros autorizados expresamente por el Directorio;

5) Constituir sociedades anónimas filiales o coligadas para cumplir su objeto, previa autorización de la junta de accionistas;

6) En general, ejecutar todos los actos y celebrar todos los contratos tendientes a cumplir con el objeto de la sociedad; y

7) Realizar las demás actividades que expresamente se establezcan en la ley.

El inciso final dispone que, en el ejercicio de todas estas atribuciones, el Fondo deberá orientarse a la sostenibilidad financiera de su cartera de proyectos y a producir utilidades anuales durante cada ejercicio.

La señora Lobos explicó que en el trámite seguido ante la Comisión de Obras Públicas se separó una disposición para que quedara más claro cuándo el Fondo puede actuar directamente y cuándo debe hacerlo mediante terceros.
El Honorable Senador señor Montes destacó que el numeral 4) resulta central en el funcionamiento y operación del Fondo, pero no aparece suficientemente relevado con la ubicación y redacción propuesta o en el rol principal que le correspondería.

La señora Lobos sostuvo que la facultad de garantizar está expresamente concedida por el numeral 4) y, luego, en el Título III, se desarrolla más ampliamente lo relativo a la mencionada facultad.

El Honorable Senador señor García acotó que, en relación al numeral 5) y la facultad de constituir filiales o coligadas, debieran contar con un listado de todas las compañías con la misma condición de filial o coligada respecto de todas las empresas del Estado.

El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, explicó que las empresas del Estado aparecen con sus presupuestos aprobados en la página web de la Dirección de Presupuestos en el enlace “Empresas” (http://www.dipres.gob.cl/596/w3-channel.html). Observó que estas empresas matrices se pueden dividir entre las más antiguas, que responden a la denominación de empresas del Estado, como Banco Estado, Enap o Enami, y una serie de sociedades anónimas como Zofri, Metro o Econssa. Agregó que las únicas que no figuran con su presupuesto, en virtud de su propia ley orgánica, son Banco Estado y Televisión Nacional de Chile.
Agregó que entregarán información acerca de las utilidades obtenidas y las transferencias efectuadas -y recibidas- del Fisco.

Asimismo, expresó que recopilarán información acerca de las filiales y coligadas de las empresas públicas para entregarla a la Comisión, y adelantó que aquella matriz con más filiales y coligadas es CODELCO, que no requiere autorización del Ministerio de Hacienda para crearlas. Añadió que Enap cuenta con dos entidades relacionadas, Enap Refinerías (ERSA) y Sipetrol, dedicada a exploraciones, y EFE, Empresa de Ferrocarriles del Estado, cuenta con 4 ó 5 relacionadas, una de manejo inmobiliario que se encuentra inactiva y la más relevante de ellas que es MERVAL.

En el caso de Metro S.A., explicó que se requirió una ley especial para autorizarla a emitir y operar medios de pago, porque se trata de un giro nuevo y se quiso hacer con un patrimonio separado y un gobierno corporativo específico para ello.

El Honorable Senador señor García observó que siempre que han solicitado conocer los aportes de las empresas públicas al presupuesto de la Nación no ha sido posible obtener la información.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que el artículo se refiere a las atribuciones del Fondo para desarrollar su objeto, pero el inciso final dispone que todas las atribuciones mencionadas deberán orientarse a la sostenibilidad financiera y a producir utilidades anuales durante cada ejercicio, por lo que surge la duda del exacto significado de “deberá orientarse”, en que la primera palabra alude a una obligación pero la segunda sólo a una guía o punto de referencia. Por ello, consultó qué se persigue con esa expresión.

El Honorable Senador señor Montes insistió en su preocupación por la frase “a producir utilidades anuales durante cada ejercicio”, dado que, a pesar que se ha explicado que se refiere a utilidades contables, puede interpretarse que se refiere a utilidades reales por cada año. En su opinión, debiera explicitarse que se trata de utilidades financieras relativas a las denominadas normas IFRS.

El señor Gómez respondió que fue objeto de un largo debate cómo orientar la acción del Directorio, más allá de la normativa propia de las sociedades anónimas, y considerando las presiones a las que pudiere verse sometido, en orden a buscar cotidianamente que la cartera de proyectos sea rentable y sostenible financieramente. Respecto de las utilidades anuales, afirmó que se trata de utilidades financieras, por lo que pueden sustentarse no en ingresos efectivos sino en ingresos devengados o cuentas por cobrar, y que la mayoría de las empresas presentan en aplicación de las normas IFRS.
Agregó que cuando se le ha colocado a las utilidades un calificativo adicional, como “contables”, “tributarias” o “financieras”, se han generado problemas y confusiones, por ejemplo, al establecer que se trataría de “utilidades contables” en un cuerpo legal, se generó la complicación de que, posteriormente, se pasó al sistema de utilidades financieras en virtud de las normas IFRS.
El Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Enrique Álvarez, señaló que la cartera de proyectos, en su conjunto, debe ser rentable.

El Coordinador Macroeconómico del Ministerio de Hacienda, señor Soto, expresó que se debe distinguir los conceptos de flujo de caja –que probablemente no exista en los primeros años de operación- y utilidad financiera o contable, tomando en cuenta que el Fondo se iniciará con un patrimonio positivo con activos valorados a los que se sumarán las inversiones que haga la empresa y contribuirán a que existan utilidades financieras anuales.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo 5°

Su texto es el siguiente:
“Artículo 5°.- El Fondo sólo podrá construir, ampliar, reparar, conservar, explotar o desarrollar proyectos de infraestructura a través de terceros, pudiendo hacerlo por medio del otorgamiento de concesiones o la suscripción de contratos, los que deberán definirse mediante procedimientos de licitación pública que garanticen condiciones de competencia e igualdad entre los oferentes. Los procedimientos de licitación pública se realizarán en forma transparente y con estricta sujeción, de los participantes y del Fondo, a las bases administrativas y técnicas que los regulen, las que deberán establecer de manera clara y precisa los elementos de la esencia de la concesión o del respectivo contrato.

Para el otorgamiento de concesiones a terceros, el Fondo deberá utilizar el estatuto jurídico de concesiones de obras públicas contenido en el decreto supremo MOP N° 900, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley MOP N° 164, de 1991, ley de concesiones de obras públicas y su Reglamento. Excepcionalmente y para proyectos determinados, el Fondo podrá utilizar los procedimientos de licitación pública que éste determine siguiendo los criterios establecidos en el inciso anterior. En este último caso, la modalidad de contratación y el procedimiento de licitación pública deberán ser autorizados por la junta de accionistas en los términos que establece el artículo 24 de la presente ley. 

En la utilización del estatuto jurídico de concesiones de obras públicas, el Fondo podrá convenir con el Ministerio de Obras Públicas para que este último actúe como representante del primero en el desarrollo del procedimiento de licitación para el otorgamiento de concesiones a terceros, debiendo especificar en el respectivo convenio los términos del mandato. Para dichos efectos, el Fondo podrá considerar la aplicación, total o parcial, de los distintos elementos del estatuto jurídico de concesiones de obras públicas, esto es, el procedimiento de licitación, adjudicación y ejecución del contrato de concesión; el objeto específico de la concesión; y las facultades, derechos y obligaciones que emanan de la ley para el Fondo y el adjudicatario con quien suscribirá el contrato de concesión. No obstante lo anterior, el Fondo podrá acordar con otras entidades públicas convenios destinados a contar con apoyo técnico para la estructuración, asignación y ejecución de dichos contratos.

Cualquiera sea el estatuto jurídico que se utilice, el Fondo no podrá delegar en otras entidades públicas o privadas su facultad para el otorgamiento de concesiones a terceros, debiendo comparecer personalmente a la suscripción de los contratos respectivos.”. 

El Honorable Senador señor Montes indicó entender que el Fondo puede ser representado por el Ministerio de Obras Públicas en todo el proceso ligado al otorgamiento de concesiones. En relación a ello, observó que la experiencia en la concesión de hospitales muestra falta de capacidad para hacerse cargo de esos procesos, evidenciando que, si bien existe preparación para la concesión de carreteras, no ocurre lo mismo con cárceles, edificios ocupados por servicios y los mencionados hospitales.

El Jefe de Asesores del MOP, señor Álvarez, planteó que la materia se liga con el proyecto de ley que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15), que permitirá a esa Dirección General –que aparece fortalecida en rango y capacidades respecto de lo actualmente existente- funcionar como mandatario del Fondo para llevar a cabo la licitación y posterior concesión del bien.
El Honorable Senador señor Montes manifestó esperar que en dicho proyecto de ley se pueda abordar la diversa complejidad de los distintos tipos de concesiones.

El Honorable Senador señor Pizarro expresó entender que se trata de un fondo destinado a la inversión en infraestructura por lo que no debiera involucrar concesiones de servicios, por ello, en el caso de un hospital, sí abarcaría la construcción del mismo, pero no su administración y funcionamiento.
El señor Álvarez destacó que la oración final del inciso tercero salvaguarda lo planteado por el Senador señor Montes, cuando dispone que: “No obstante lo anterior, el Fondo podrá acordar con otras entidades públicas convenios destinados a contar con apoyo técnico para la estructuración, asignación y ejecución de dichos contratos”, lo que permitirá mejorar las bases de licitaciones y los contratos cuando la dirección de concesiones no cuente con la experiencia necesaria.
En relación a lo expresado precedentemente por el Senador señor Pizarro, el Honorable Senador señor Lagos observó que el artículo 6° se refiere a la explotación de las concesiones dentro del giro de los concesionarios.
El señor Gómez respondió que la actuación del Fondo se ejecuta en cada proyecto por intermedio de sociedades filiales o coligadas, por lo que el artículo 6° se refiere a la situación de dichas filiales o coligadas que deberán regirse por las normas de las sociedades anónimas abiertas, lo que asegura la debida transparencia respecto del mercado. Agregó que deben constituirse las nuevas sociedades en Chile para la gestión de la concesión respectiva y el artículo 6° establece que se hará con sujeción a las normas de las sociedades anónimas abiertas. Indicó que es siempre el Fondo el que firma el contrato, por lo que debe cuidar el patrimonio y los activos que se le han traspasado.
El Honorable Senador señor Coloma reiteró que pronunciarse en particular sobre la iniciativa legal se le dificulta al no haberse presentado el funcionamiento de los flujos del Fondo y la política de peajes a futuro, considerando que el informe financiero no dice prácticamente nada respecto de ello.

El Coordinador Macroeconómico del Ministerio de Hacienda, señor Soto, expresó que se encuentran trabajando en una propuesta sobre la materia. Agregó que el supuesto de flujos del Fondo debe quedar claro.

El Honorable Senador señor García acotó que debiera revisarse la primera oración del inciso primero, por cuanto repite lo que dispone el artículo 4°, numeral 2).

La señora Lobos señaló que se buscará un ajuste de redacción de acuerdo a lo expuesto.

El Honorable Senador señor Montes estimó que la redacción de la disposición debiese ser mucho más clara y directa para establecer el rol del Fondo y el rol del Ministerio de Obras Públicas, y cómo se relacionan y coordinan entre sí.

Posteriormente, en este artículo recayó la indicación número 1 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo de la siguiente manera:

a) Reemplázase en su inciso primero, la frase “o la suscripción de contratos, los” por la siguiente: “u otras modalidades contractuales, las”. 

b) Intercálase en su inciso segundo, entre las expresiones “podrá utilizar” y “los procedimientos” la siguiente frase: “otra modalidad de concesión o contratación aplicando”. 

c) Sustitúyese su inciso tercero, por el siguiente: 

“En la utilización del estatuto jurídico de concesiones de obras públicas serán aplicables las normas establecidas en los capítulos III al XI, ambos inclusive, de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, así como las normas correspondientes de su reglamento, con excepción de lo establecido en sus artículos 8, 9, 19 inciso final, 20, 20 bis, 21, 25 y 39, así como de las normas reglamentarias que se deriven de estas disposiciones. El Fondo podrá convenir con el Ministerio de Obras Públicas para que este último actúe como representante del primero en el desarrollo del procedimiento de licitación para el otorgamiento de concesiones a terceros, debiendo especificar en el respectivo convenio los términos del mandato, señalando específicamente la aplicación total o parcial de la normativa señalada precedentemente. No obstante lo anterior, el Fondo podrá acordar con otras entidades públicas convenios destinados a contar con apoyo técnico para la estructuración, asignación y ejecución de dichos contratos.”.

d) Reemplázase en su inciso cuarto la frase “no podrá delegar en otras entidades públicas o privadas su facultad para el otorgamiento de concesiones a terceros, debiendo comparecer personalmente a la suscripción de los contratos respectivos” por la siguiente: “deberá comparecer personalmente en la suscripción de los contratos. Con todo, los contratos señalados anteriormente no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado”.
El Honorable Senador señor Coloma señaló, respecto de la letra d) de la indicación, que comparte su contenido, en el entendido que se mantiene la indelegabilidad en la suscripción de los contratos de concesión, más allá que se suprima la expresión “no podrá delegar”.

El Honorable Senador señor Montes consultó qué debe entenderse por infraestructura, dado que existe un debate acerca de si lo referido a telecomunicaciones forma parte de dicho concepto o no. Solicitó que, en caso de no estar consideradas las telecomunicaciones dentro de la infraestructura, se haga la modificación necesaria para que quede incluido antes de que se concluya el primer trámite constitucional.
El señor Ministro de Obras Públicas sostuvo que el concepto de infraestructura utilizado en el artículo 1° es amplio, abarcando materias como las redes de telecomunicaciones, no sólo las carreteras (que son las fuentes de los ingresos del Fondo).

El Honorable Senador señor Pizarro planteó, como ejemplo, que entonces podría existir un fondo especial para financiar la red de antenas requeridas para la televisión digital, por la que se cobraría un arriendo o precio por el uso.

El señor Ministro de Obras Públicas respondió que el proyecto de ley permite dicho uso para el Fondo.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Pizarro, dejó constancia de que los proyectos de infraestructura que pueden ser objeto de financiamiento e inversión por el Fondo de Infraestructura no se limitan a las carreteras o autopistas, alcanzando también obras como puertos, aeropuertos y la red de telecomunicaciones, entre otras.
El Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Álvarez, señaló que en el trámite ante la Comisión de Obras Públicas se eliminó la frase “sobre bienes cuya administración sea de su competencia,” precisamente para no limitar que su objeto se refiera sólo a sus fuentes que son las carreteras, de modo de dejarlo abierto a cualquier tipo de infraestructura como las que se han señalado precedentemente.

La indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 6°

El inciso primero dispone que, una vez adjudicada la licitación, los concesionarios deberán constituirse en Chile como sociedad anónima de giro exclusivo y se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas. Su objeto será la construcción, desarrollo, mantención y explotación de la concesión respectiva.

El inciso segundo establece que dichas sociedades podrán relacionarse en los términos que señala el Título XV de la ley Nº 18.045, de mercado de valores, con otras sociedades concesionarias que desarrollen, construyan, conserven o exploten concesiones dentro de la misma región. Un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas determinará los requisitos que al efecto deban cumplir.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 7°

Es del siguiente tenor:
“Artículo 7°.- Las concesiones que el Fondo podrá otorgar tendrán el plazo de duración que determine el contrato, sin que en ningún caso éste pueda ser superior a 50 años. El Fondo podrá convenir con el concesionario las adecuaciones a los contratos de concesión que resulten imprescindibles, velando siempre por mantener o incrementar el valor económico del Fondo.

El derecho de concesión otorgado es transferible únicamente al que reuniere los requisitos que la presente ley, las bases y el contrato respectivo establezcan para ser concesionario, debiendo cederse como un todo, comprendiendo el conjunto de derechos y obligaciones de dicho contrato. 

El Fondo autorizará dicha transferencia siempre que en ella se dé cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior. La transferencia hecha en contravención al presente artículo es nula de pleno derecho, siendo juez competente para declarar la nulidad el del domicilio del Fondo.

Concluida la vigencia de una concesión, el Fondo podrá licitar nuevamente, manteniendo, disminuyendo o aumentando los bienes y derechos comprendidos en la nueva licitación. Ésta deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista interrupción en la prestación de servicios en el periodo que medie entre el término de una concesión y el comienzo de la siguiente.”.

El Honorable Senador señor García consultó si no resulta necesario otorgar nuevamente la facultad de representar al Fondo al Ministerio de Obras Públicas para convenir adecuaciones a los contratos o, por el contrario, basta con la autorización entregada en el artículo 5°.

La señora Lobos señaló que quien firma siempre los contratos y, por consiguiente, también las adecuaciones, es el Fondo de Infraestructura.

El Honorable Senador señor Coloma expuso tener las siguientes dudas respecto de la presente disposición:

1) El plazo máximo de 50 años puede ser excesivo, en el entendido de que las concesiones extraordinariamente largas no son necesariamente las más convenientes, porque existirá menos competencia al momento de hacer la adjudicación. 

Son pocas las obras que requieren plazos tan extensos para concesionarse y lograr un retorno de mercado. Las concesiones actuales más largas no sobrepasan los 30 años.

2) Qué se entiende por imprescindible a efectos de convenir adecuaciones a los contratos que pueden derivar en extensiones del plazo de concesiones, las que no comparte casi bajo ninguna circunstancia y esperaría que se suban muchísimo las exigencias para que sea posible otorgar una extensión de contrato. 

El Honorable Senador señor Montes comentó que, aun compartiendo sustancialmente lo planteado precedentemente, se requiere que exista la posibilidad de hacer modificaciones, teniendo presente casos como el de la autopista Vespucio Sur en que se requieren vías laterales y muchísimas otras obras adicionales.

La señora Lobos manifestó que el plazo de 50 años es el máximo posible y no puede sobrepasarse, y otra cosa diferente es si se puede sobrepasar el plazo originalmente pactado.

El Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Álvarez, señaló que las últimas concesiones se están haciendo con plazos variables -y no fijos como ocurría desde el inicio- por lo que, cuando se cumple la condición de utilidades o de demanda pactada, se termina la concesión, lo que se pretende aplicar a futuro.

Agregó que se replica el estatuto actual de concesiones, con la única novedad y agregado de la frase que dispone “velando siempre por mantener o incrementar el valor económico del Fondo”.

El señor Soto indicó que, debiendo el Directorio del Fondo resguardar el valor del patrimonio, cualquier variación del contrato debe cumplir con la condición de analizar el impacto de la modificación sobre la variable patrimonial.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cuál es la experiencia en nuestro país y en el exterior respecto de contratos de concesión de obras públicas, si llegados al final de su duración se pactan extensiones, se relicitan o pasan nuevamente a manos del Estado. Señaló tener presente la discusión de la última modificación a la legislación sobre pesca y acuicultura y la concesión de derechos por 20 años, renovables por otro período igual sin cumplir mayores exigencias, cuestión que no compartió y votó en contra.
El señor Álvarez expuso el caso del túnel El Melón, en que se licitó mejorando las obras sin que se adjudicara al mismo concesionario anterior. En otros casos, añadió, el plazo de la extensión que se ha convenido, no supera en ningún caso el 10% de la duración de la concesión original (2 ó 3 años), y se ha recurrido a esa opción para lograr preparar adecuadamente las bases de la nueva licitación.
El Honorable Senador señor Montes consultó qué ocurre y cuál ha sido la experiencia cuando un concesionario transfiere sus derechos a un tercero.
El Honorable Senador señor Coloma acotó, respecto del traspaso de derechos del concesionario, que, en general, se ha verificado desde una empresa constructora a un fondo de inversión de largo plazo, lo que no parece presentar problemas hasta ahora.

Respecto de las adecuaciones imprescindibles, estimó que la última frase que impone el deber de velar por el valor económico del Fondo, no es suficiente y resulta vaga, debiendo colocarse requisitos adicionales como el interés de los ciudadanos y el resguardo de la debida competencia.

El señor Gómez precisó que se propusieron 50 años porque se ha observado que se avizoran proyectos de infraestructura de mayor dimensión que los que se han ejecutado hasta ahora, como molos de abrigo que pueden durar 100 años y costar muchísimo dinero, más de US$1.000 millones, por lo que requieren períodos más largos para amortizar la inversión efectuada.

Acerca de las ampliaciones de contratos y los controles existentes, acotó que no todas las modificaciones de convenios implican una extensión de plazo, existen adecuaciones que se refieren a cambios en los servicios, en las tarifas u otras, y puso como ejemplo lo que ha ocurrido con la introducción de los sistemas de TAG.

Señaló que con el Ministerio de Obras Públicas, actualmente, tienen contratos con un valor presente de los ingresos máximos, esto es, cuánto va a ganar el concesionario, de modo que, si se sobrepasa esa estimación, el plazo total se adelanta y se abre la posibilidad de realizar más obras sin extender el plazo original.

Añadió que, desde comienzos del año 2016, el Ministerio de Obras Públicas ha publicado condiciones económicas o financieras para la negociación -que usualmente tienen implícita una tasa de descuento de los próximos años de la concesión- para que sean conocidas por todos los actores como techo de los ingresos y tiene que ver con el costo de acceso a financiamiento de los concesionarios.

Relató que, en el diálogo que mantiene el Ministerio de Hacienda con el Ministerio de Obras Públicas, se ha planteado que las obras adicionales -si son necesarias- se liciten, y no sean ejecutadas sólo por el concesionario y cuenten con evaluación social positiva por parte del Ministerio de Desarrollo Social (con la excepción de este último requisito en caso de que provengan de las resoluciones de calificación ambiental o derivadas de la seguridad vial).
El Honorable Senador señor Coloma sugirió que el inciso primero sea enmendado agregando dos requisitos a aquel de velar por mantener o incrementar el valor patrimonial del fondo: a) que tengan por objeto incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos, y b) que se incorpore una referencia que resguarde la debida competencia para la ejecución de obras adicionales. De esta forma, afirmó, se establecerán estándares mucho más altos para que se produzca una extensión del plazo de concesión.
El señor Soto comentó que una de las ventajas de contar con una empresa y un gobierno corporativo como los que se proponen, es que llevarán a tener una visión de largo plazo, permitiendo anticiparse a los vencimientos de contratos, por ejemplo.

El Honorable Senador señor García expresó estar de acuerdo con el plazo de 50 años pensando en que cada vez debieran tender a proyectos de mayor envergadura. Asimismo, sostuvo que se requiere una cierta flexibilidad para hacer cambios en las concesiones, dado que nacen nuevas necesidades o exigencias con bastante rapidez, pero lo que se debe impedir con firmeza es que una extensión de plazo responda a arbitrariedad o a un negocio ilegítimo desde la perspectiva del interés público.
El Honorable Senador señor Coloma observó que si las condiciones y los países cambian muy rápido, lo lógico es que las concesiones deben, en principio, no ser muy largas, para que no se produzcan situaciones de inmovilidad o que obliguen a extender los plazos por nuevas obras.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que resulta interesante la perspectiva de que las concesiones deben ser, en principio, lo más acotadas posibles, porque en las iniciativas que se refieren a los derechos de aprovechamiento de aguas y los recursos hídricos, un sector defiende con fuerza que deben ser indefinidos y transferibles sin restricciones.

El Honorable Senador señor Lagos planteó que parece razonable que, en virtud de la experiencia y los cambios que experimentan las condiciones de un país, los plazos de las concesiones no sean excesivamente largos y se permita que exista cada cierto tiempo competencia respecto de las nuevas obras y gestión.
El Honorable Senador señor Montes señaló que debe especificarse lo que es o no imprescindible a efectos de que exista una adecuación en los contratos. Respecto de este aspecto y de los derechos del concesionario debe existir un mayor control y fiscalización, estimó.

El Honorable Senador señor García solicitó mayores precisiones acerca de las otras opciones existentes –fuera de la ya mencionada extensión de plazo- cuando se requieren adecuaciones o nuevas obras.

El señor Gómez respondió que se puede compensar a un concesionario por las adecuaciones imprescindibles, mediante las siguientes opciones, que varían según se trate de un convenio a plazo fijo o con plazo variable: 1) subir las tarifas; 2) pago directo por la obra que se licita, y 3) extensión del plazo. Hizo presente que en varias obras se ha verificado una demanda mayor a la proyectada en la licitación, por lo que, si el plazo de la concesión es variable, se acorta su duración total, lo que permite financiar nuevas obras sin sobrepasar el plazo total original.

Posteriormente, en este artículo recayó la indicación número 2 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar en su inciso primero, entre las expresiones “imprescindibles,” y “velando”, la frase: “a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación,”.
El Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Álvarez, señaló que la indicación surge de una propuesta del Senador señor Coloma, apuntando a que las modificaciones incrementen los niveles de servicio y estándares técnicos.
La indicación número 2, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 8°
Dispone que la enajenación de cualquier porcentaje que, separada o conjuntamente, sea superior al 15% de las acciones en la propiedad de la sociedad concesionaria, deberá contar con la aprobación del Fondo.
El señor Ministro de Obras Públicas comentó que se trata de una norma existente en la ley general de concesiones.

El Honorable Senador señor García señaló que las expresiones “separada o conjuntamente” implican grandes diferencias en las consecuencias de la disposición, por lo que consultó cuál es el período dentro del cual debe verificarse una enajenación superior al 15%.

El señor Ministro respondió que la exigencia se mantiene durante toda la vigencia del contrato, de modo que, si es por 30 años, y en el primer año vende el 14% y en el vigesimonoveno año vende el 2%, en este último acto deberá pedir autorización al Fondo, porque se entiende que ha llegado a un porcentaje relevante de propiedad en la sociedad concesionaria.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.
Artículo 9°
Establece que el Fondo desarrollará su giro, en lo referente al financiamiento parcial o total de proyectos, directamente o por intermedio de sociedades anónimas en las cuales tenga participación, las que podrán ser constituidas con personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, las que, con posterioridad a su constitución, se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas.
El señor Ministro de Obras Públicas explicó que la disposición se refiere al giro de financiamiento, el que podrá realizarse directamente o a través de sociedades anónimas que deberán regirse por la normativa de aquellas abiertas.

El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, señaló que el presente artículo se refiere directamente a cómo se procede al financiamiento de una iniciativa. Agregó que el artículo 25, que se refiere al decreto ley N° 1.056, de 1975, implica que las sociedades creadas por una empresa del Estado, para poder recibir parte del capital de la empresa matriz, deben contar con autorización del Ministerio de Hacienda para ello, lo que será aplicable también a las filiales del Fondo. Además, indicó, deberá existir una aprobación de la Junta de Accionistas en lo que respecta a la relación del acto con el objeto del Fondo.
El Honorable Senador señor Montes consultó si las sociedades anónimas que se formen serán por un proyecto o por varios proyectos.

El señor Ministro respondió que la idea original es que cada sociedad responda a un proyecto, con la salvedad que puedan agruparse como un conjunto de subproyectos dentro de una unidad. Agregó que la empresa Fondo de Infraestructura existe de un modo similar en Inglaterra. Afirmó que el ejemplo de una planta desaladora y la red de distribución de agua que ésta produce pueden entenderse como dos partes de un mismo proyecto o abordarse en forma separada.

El Honorable Senador señor García consultó acerca de cuál es la necesidad de que exista el presente artículo y qué agrega dentro de las regulaciones de la ley, tomando en cuenta lo dispuesto por los artículos 1°; 2°; 4°, N° 5); 5° y 6°.

El señor Gómez expresó que la diferencia entre el presente artículo y el 5°, es el objeto o giro, dado que el 9° se refiere a financiamiento, que se puede hacer directamente o con sociedades creadas con terceros, y el 5° se refiere a construir o desarrollar proyectos de infraestructura, lo que sólo puede hacerse por medio de terceros.

El Honorable Senador señor García expuso que, en base a la precedente explicación, no logra advertir diferencia de fondo en cuanto a financiamiento entre lo dispuesto por el artículo 4°, numeral 1), y el artículo 9°.

El señor Gómez señaló que después de la modificación del numeral 1) del artículo 4° se produjo una cierta duplicación con el artículo 9°. 

En otro ámbito, agregó que, aunque lo natural es que las sociedades anónimas se constituyan en Chile, puede darse el caso que se constituyan en el exterior, especialmente en materias relacionadas con financiamiento.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.
Artículo 10
Dispone que en la constitución de la sociedad anónima “Fondo de Infraestructura S.A.”, corresponderá al Fisco una participación del 99% del capital social y a la Corporación de Fomento de la Producción una participación del 1%.

El inciso segundo establece que, en ningún caso, la suma de las acciones del Fisco y de CORFO podrá ser inferior al 100% del total de las acciones.
El señor Ministro de Obras Públicas sostuvo que se busca que la empresa no se pueda vender a terceros, refiriéndose el inciso primero a la constitución de la sociedad anónima y el inciso segundo a las posibles modificaciones de la sociedad.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.
Artículo 11
Es del siguiente tenor:

“Artículo 11.- El patrimonio del Fondo estará constituido por:

a) El capital inicial que suscribirán y pagarán el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción, en proporción a la participación accionaria de ambos. El Fisco podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de bienes fiscales y nacionales de uso público, valorados económicamente, operación que en todo caso se encontrará exenta de impuesto;

b) Las utilidades que obtenga en el desarrollo de sus actividades financieras comerciales, cuya capitalización haya sido autorizada por la junta de accionistas; y

c) En general, toda clase de bienes que adquiera a cualquier título, inclusive donaciones.

El Fondo podrá ampliar su capital mediante el aporte de nuevos bienes por parte del Fisco, en los mismos términos establecidos en la letra a) del presente artículo.”.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que la disposición constituye el eje y centro del proyecto de ley, por lo que esperaba que a estas alturas se explicitara y se resolviera de mejor manera las dudas que arroja su contenido actual, especialmente en lo relativo a los flujos futuros esperados por concepto de peajes como activos del Fondo.

La señora Lobos afirmó que se trata de una de las materias en que el Ejecutivo se ha comprometido a presentar indicaciones en el sentido expuesto por el señor Senador.

El señor Ministro de Obras Públicas señaló que el artículo segundo transitorio se relaciona con esta disposición, por lo que ambos están siendo analizados a objeto de formular las aclaraciones a las que se ha hecho referencia.

El señor Gómez reiteró que, como aportes de capital, se contará con tres tipos de activos: 1) el 1% de CORFO representado por activos financieros a valor de mercado, 2) bienes fiscales, que pueden tratarse de terrenos o edificios, en que el Fondo será titular, y 3) bienes nacionales de uso público en que el Fondo no es titular de la propiedad, sólo de la explotación de los mismos, que son los flujos a los que se ha hecho referencia.

Agregó que la exención de impuestos en las operaciones de suscripción y pago de capital encuentra como justificación no hacer aparecer en las cuentas del Fisco una operación que automáticamente sería egreso e ingreso.

El señor Ministro expresó que se especificará que los bienes nacionales de uso público a traspasarse serán sólo carreteras, dentro de otras mejoras a efectuarse a la redacción y contenido de la presente disposición y del artículo segundo transitorio.
Posteriormente, en este artículo recayó la indicación número 3 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificar su letra a) del siguiente modo:

a) Reemplázase el punto y coma por un punto.

b) Agréganse los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:

“La Corporación de Fomento de la Producción podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de recursos o activos financieros.

Los aportes del Fisco serán individualizados y valorizados económicamente en los instrumentos administrativos que correspondan;”.
El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, explicó que se proponen las modificaciones para dejar claro la forma en que cada accionista hace su aporte de capital. Agregó que, en el caso del Fisco, las carreteras y demás obras viales deberán ser valorizadas individualmente de acuerdo a la metodología que corresponda.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó no estar de acuerdo ni conforme con el contenido del artículo ni de la indicación presentada, dado que, teniendo a la vista los informes financieros presentados, no existe información mínima suficiente para saber cuál será el capital de la empresa y cómo se aportará. Reiteró que el gran debate que ha existido es cómo se redactaría una norma que reflejara la forma en que los flujos futuros de las actuales concesiones constituirían los ingresos del Fondo y de qué manera se valorizarían, permitiendo que existiese la posibilidad de que los precios actuales de los peajes puedan bajar en el futuro.

Acotó que en la Comisión de Obras Públicas se planteó y acordó con el Ejecutivo que el aspecto señalado quedaría claramente establecido y especificado durante el trámite ante la Comisión de Hacienda. Lamentó que ello, finalmente, no ocurra, porque se trata de un proyecto de ley positivo y que apoya, particularmente en cuanto a la creación de la empresa y sus objetivos fundamentales.

El señor Gómez recordó que en las exposiciones de los señores ministros para presentar el proyecto de ley se mostró un cuadro que distinguía entre 20 contratos y 31 contratos
. Detalló que los referidos 20 contratos son los que arrojan en determinados períodos un 50% de excedentes netos (diferencia entre los ingresos por peajes y los costos de operación y mantención), y cuando se considera los 31 contratos se agrega un grupo  que en un período de entre 30 y 35 años no genera excedentes netos, debido a que las inversiones requeridas y el tamaño de las obras no permite generarlos.

El señor Ministro de Obras Públicas expresó que el artículo 11 debe entenderse en conjunto con el artículo 10 ya aprobado, en que la participación del Fisco es de 99% y CORFO 1%. Agregó que será el Ministerio de Hacienda, de acuerdo a la indicación que discuten, el que valorizará e individualizará los referidos aportes del Fisco. Observó que el artículo 11 resulta una aplicación práctica general de lo dispuesto por el artículo 10.
El señor Gómez recordó que los dos escenarios expuestos -con 20 y 31 contratos- no consideran algunas licitaciones viales en curso o en construcción.
Enseguida, expuso ante la Comisión un cuadro actualizado considerando escenarios a 20, 30, 35 y 50 años plazo (se agrega, respecto del cuadro anteriormente referido, columna a 30 años plazo, dado que se trata del plazo máximo al que se hacen emisiones de títulos del Tesoro):

	Valor presente flujos de fondo según datos 2015, actualizados al 2017, elaboración DIPRES

	US$ millones (TC $700)


	Escenario
	20 años (2036)
	30 años (2046)
	35 años (2050)
	50 años (2065)

	Considerando 20 contratos 
	1.466
	4.226
	4.852
	7.197

	Considerando 31 contratos
	4.676
	8.469
	9.259
	12.463


Observó que, sin perjuicio de lo expuesto, cualquier banco o agencia de inversión deberá revalorizar estos activos conforme a las normas de la Superintendencia de Valores y Seguros – Comisión para el Mercado Financiero.

Expuso que están preparando un informe adicional que acompañe las indicaciones presentadas y explique los diferentes escenarios posibles respecto del capital inicial de la empresa.

Respecto de los excedentes netos, señaló que dependen de dos factores, los costos fijos que tenga el contrato de concesión por las inversiones que se requieran y el precio de los peajes –que se están tomando al mismo nivel actualmente vigente-, y por lo mismo, si se reducen los precios de los peajes se afecta el excedente neto en una proporción mayor al porcentaje de la disminución del peaje mismo. Así, indicó, si se rebaja 10% un peaje en una concesión con un 50% de excedente neto, la disminución de dicho excedente será de un 20%.
El Honorable Senador señor Montes expresó que el capital inicial queda sujeto al desarrollo de la actividad y de los hechos, con ciertos supuestos, procedimientos, parámetros y fuentes que han sido expuestos, pero sin una cifra determinada en un comienzo.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó haber entendido que esta empresa, con una concepción nueva, contaría, como eje principal que los ingresos estarían constituidos por los peajes que se pagan en todas las carreteras con un sistema que se determinaría en esta instancia, en que las renovaciones de las concesiones no tendrían necesariamente que cobrar los mismos precios de peajes que cobraban antes.

Expuso que no puede compartir el hecho que no se sepa cuánto es el capital inicial de la empresa, agregándose, además, una excepción en una disposición transitoria que permite no incorporar ciertas obras viales al fondo, si así lo determinan los ministros de Hacienda y Obras Públicas.
Concluyó que, por una parte, no le parece razonable que no quede establecido cuál es el capital inicial de la sociedad anónima y, por otra, no se cumplió con lo que se esperaba en orden a que se podrían bajar los peajes cuando toque concesionar nuevamente las carreteras. Reiteró lamentar que, dentro de una iniciativa legal que globalmente amerita ser apoyada, no hayan logrado solucionar los puntos precedentemente planteados.

El Honorable Senador señor Montes acotó que, de las explicaciones entregadas, se entiende que existe un capital potencial máximo conforme a los parámetros establecidos por los bienes físicos y sus frutos, por lo que no se puede dar una cifra fija en el proyecto de ley, otorgando flexibilidad en la materia. Añadió que el nivel de precios de los peajes también va a depender de la cantidad de vehículos que circulen por las vías.
El Honorable Senador señor Coloma observó que puede entenderse que uno o dos factores sean variables, pero aquí se dispone que todos los factores sean variables, por lo que, más que flexibilidad se cae en la indeterminación.

El Honorable Senador señor Lagos expresó que surge la interrogante de cómo solucionar la indeterminación señalada, dado que los supuestos son siempre una proyección, sea de los costos, de los flujos y cómo se reconcesionan las carreteras y en qué número. Agregó que colocar cifras fijas de costos, flujos de ingresos, formas de concesionar y un número de carreteras que se incorporen como activos, entregaría un monto de capital inicial, pero sería completamente modificable y no solucionaría el otro cuestionamiento de fondo que es cómo abordar la posibilidad de que los precios de los peajes puedan bajar.
El Honorable Senador señor Pizarro indicó que sería lógico y natural fijar una cifra determina como capital inicial, pero en este caso no es posible por la estructuración del Fondo, que será de un capital variable. Agregó que le parece bien que se establezca el porcentaje de participación y el procedimiento de incorporación de activos y de capital. Concluyó que lo más importante es constituir el Fondo de Infraestructura para intervenir en áreas en que existe interés por invertir pero no existen condiciones adecuadas de financiamiento.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que pudo establecerse un capital inicial indicando cuáles obras integrarían el Fondo como activos físicos y con qué flujos como ingresos, sin perjuicio que, posteriormente, se pueda modificar dicho capital, los activos y los ingresos.
Reiteró que también se había acordado establecer una política nacional de peajes, lo que tampoco se hizo.

El Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Álvarez, señaló que al momento de constituirse se indicará un capital inicial.

El señor Ministro de Obras Públicas expuso que existen cuatro momentos diferentes que deben distinguirse: 1) definición del capital potencial, en que en el plazo de 5 años se incorporarán 31 carreteras (excepcionalmente se podrá excluir alguna y, en años posteriores, también se podrán incorporar nuevas obras); 2) cada vez que se agregue una de las 31 carreteras en el plazo de 5 años deberá efectuarse la valoración respectiva; 3) en ese mismo instante también debe estar claro el valor del peaje (reiteró compromiso de ajustar en 10% valor respecto del Fondo), y 4) que en una carretera que ya es parte del Fondo y que opera con las condiciones preestablecidas, la autoridad política decida variar el valor del peaje.  

El Honorable Senador señor Coloma reiteró que en el estado actual de la discusión no puede aprobar la indicación y llamó al Ejecutivo a llegar a un acuerdo antes de la discusión en Sala.

La indicación número 3 fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 12
Dispone que los actos, publicaciones e inscripciones que tengan por objeto o sean originados por la constitución de la sociedad anónima a que se refiere esta ley, o los posteriores aportes de capital, estarán exentos de todo impuesto o derecho. 

El inciso segundo establece que las inscripciones y anotaciones existentes a nombre del Fisco sobre los bienes que se aporten al capital social, se entenderán hechas en favor de la sociedad anónima a que se refiere esta ley por el solo ministerio de la ley. Asimismo, los Conservadores de Bienes Raíces y el Servicio de Registro Civil e Identificación deberán practicar las inscripciones y anotaciones que procedan con el solo mérito del decreto que asigne dichos bienes a la referida sociedad anónima.
El Honorable Senador señor Montes consultó cómo, jurídicamente, se traspasarán al Fondo los bienes físicos y los activos como las carreteras y los flujos o frutos que generen.
El señor Ministro de Obras Públicas planteó que en el conservador de bienes raíces no se inscriben los flujos de los bienes y que el traspaso de los activos se hará del mismo modo que se hizo en su momento a la empresa Metro S.A.
El Honorable Senador señor Montes indicó que la respuesta no le resulta suficiente para entender cómo jurídicamente se harán los traspasos de los bienes y sus respectivas inscripciones.
El Honorable Senador señor García consideró que este tipo de exenciones resultan odiosas y constituyen una mala señal respecto del sector privado.

La señora Lobos sostuvo que más que un problema con la cuantía de los recursos involucrados, se produce un problema de operación con las cuentas fiscales porque se trata del Fisco actuando como sujeto propiamente tal y no a través de otro órgano.

El Honorable Senador señor Montes consultó qué ocurre con los activos que se han entregado en caso de que una de las sociedades creadas quiebre.

El señor Ministro señaló que los bienes iniciales –las carreteras- son inembargables, y el resto de los bienes de las sociedades filiales o coligadas pueden ejecutarse. 

El Honorable Senador señor García planteó, en caso que una sociedad concesionaria de un bien como un hospital o una carretera, cayera en insolvencia y quebrara, si la empresa Fondo de Infraestructura podría ir a rescatarla y hacerse cargo de la concesión, recibiendo los correspondientes pagos.

El señor Ministro expresó que no se podría por estar fuera del objeto de la empresa.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 13
Aplica lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 116 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a las obras de infraestructura derivadas directamente del objeto del Fondo.
Se hizo presente que por recientes modificaciones legales la referencia al artículo 116 debe hacerse al inciso cuarto y no al inciso tercero.

Dicho inciso cuarto dispone que: “No requerirán permiso las obras de infraestructura de transporte, sanitaria y energética que ejecute el Estado, sin perjuicio de lo establecido en el inciso final del artículo 55, ni las obras urbanas o rurales de carácter ligero o provisorio, en la forma que determine la Ordenanza General.”.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cómo queda claro y se entiende sin dificultades que los permisos ambientales deben obtenerse de todas formas.

El señor Ministro de Obras Públicas señaló que en materia ambiental los permisos necesarios se sujetan a la legislación propia de dicho ámbito.
La señora Lobos expuso que el ámbito de la excepción a la obtención de permisos está dado por el inciso primero, que prescribe que: “Artículo 116.- La construcción, reconstrucción, reparación, alteración, ampliación y demolición de edificios y obras de urbanización de cualquier naturaleza, sean urbanas o rurales, requerirán permiso de la Dirección de Obras Municipales, a petición del propietario, con las excepciones que señale la Ordenanza General.”.

El Honorable Senador señor Montes consideró complejo que no exista ninguna autoridad que fiscalice que la construcción se haga de acuerdo a la correspondiente normativa y que ayude a velar por el empleo de las técnicas y artes adecuadas.
El señor Ministro señaló que, relacionado con la construcción, el artículo 5° dispone que el Fondo deberá utilizar el estatuto jurídico de concesiones de obras públicas, no obstante lo cual en bienes nacionales de uso público nunca se ha requerido la entrega de un permiso de obras.
El Honorable Senador señor Montes añadió que debiera existir una norma que obligue a que se dialogue y desarrollen tratativas con los habitantes de los territorios afectados para que las obras contemplen sus necesidades y no se conviertan en verdaderos obstáculos insalvables.

El señor Ministro respondió que la normativa ambiental implica realizar la consulta de pertinencia que puede derivar en una declaración o estudio de impacto ambiental, dentro de los cuales los municipios intervienen. Agregó que el principio que se está aplicando es que rijan las mismas normas de construcción de obras públicas.
El Honorable Senador señor Montes manifestó que su preocupación –entendiendo que se trata de procesos que requieren de fluidez- es que exista un sentido de ciudad en lo que se hace y no como ocurre con Autopista Vespucio Sur en que existe prácticamente una invasión de un territorio, por ejemplo. Observó que el problema se presenta con la norma base de construcción de obras públicas.
El Honorable Senador señor García acotó que eximir del permiso de obras priva a los municipios de recibir el pago de los respectivos derechos municipales.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con una enmienda por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Montes.
Artículo 14
Su texto es el siguiente:
“Artículo 14.- Decláranse de utilidad pública los bienes inmuebles necesarios para ejecutar obras derivadas directamente del objeto del Fondo, quedando facultado el Ministerio de Obras Públicas para ordenar las expropiaciones correspondientes por cuenta y para dicha entidad, a petición de ésta.

El valor de las indemnizaciones y demás gastos que se originen de la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior serán de cargo del Fondo.

El Fondo reembolsará a la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas el monto de los gastos en que incurra proveniente de la tramitación de las expropiaciones. Estos dineros ingresarán directamente a esa Fiscalía para financiar los respectivos gastos.”.

El Honorable Senador señor Coloma observó que -en el caso de la Dirección General de Aguas- el Ministerio de Hacienda se opone a que los pagos ingresen directamente a dicho Servicio, pero en este caso ocurre lo contrario, y consultó la razón de que los dineros ingresen directamente a la Fiscalía y no al Ministerio de Obras Públicas.

La señora Lobos acotó que dentro de la estructura del Ministerio de Obras Públicas existen servicios públicos con cierta autonomía como la citada Fiscalía.

En la siguiente sesión, el señor Ministro de Obras Públicas señaló que, como consecuencia del traspaso de los activos físicos al Fondo, se requiere que, cuando deba encargar expropiaciones para la realización de una obra a la Dirección General de Concesiones, cuente con las mismas facultades del Ministerio de Obras Públicas en la materia.

El Honorable Senador señor Montes inquirió más detalles acerca de los pagos que deba efectuar el Fondo a la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas.

El señor Ministro de Obras Públicas explicó que la ley dispone que éste Ministerio realiza las expropiaciones, por lo que debe recibir los recursos correspondientes cuando es un tercero, como el Fondo o las concesionarias, el que encomienda la expropiación.

El señor Álvarez agregó que se trata de costos en que se incurra provenientes de la tramitación de las expropiaciones.

La Asesora del Ministerio de Obras Públicas, señora Andrea Rojas, acotó que el decreto ley N° 2.186, que aprueba ley orgánica de procedimiento de expropiaciones, establece que es la referida Fiscalía el organismo público encargado de llevarlas a cabo. Manifestó que los gastos a los que se refiere el inciso segundo son, por ejemplo, aquellos del conservador de bienes raíces y las notarías, pero no alguno referido a servicios de los profesionales del Ministerio o Fiscalía.

El Honorable Senador señor García consultó por la forma en que opera la disposición al declarar como de utilidad pública los inmuebles necesarios para ejecutar las obras derivadas del giro del Fondo. Estimó que existen obras que puede realizar el Fondo que ni siquiera se pueden imaginar en este momento, y no pueden saber hasta dónde llegará la facultad de ordenar expropiaciones.

El señor Ministro expuso que cada vez que el Ministerio determina que un terreno es de utilidad pública en razón de una obra a ejecutarse, existe la facultad para iniciar la expropiación respectiva. En este caso, acotó, por tratarse de obras por cuenta del Fondo, debe ser esa entidad la que encargue las expropiaciones, debiendo pagar los costos asociados.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Tuma.
Artículo 15
Su texto es el siguiente:

“Artículo 15.- La administración del Fondo estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas del Título IV de la ley N° 18.046 sobre administración de sociedades anónimas y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere este párrafo, las que prevalecerán respecto de aquellas.

La administración la ejercerá un Directorio que estará compuesto por cinco miembros, designados de la siguiente forma:

a) Dos directores nombrados por el Presidente de la República, elegidos de una nómina de cinco candidatos propuesta por el Ministro de Obras Públicas. El Presidente de la República designará de entre estos directores al Presidente del Directorio. 

b) Tres directores nombrados por el Presidente de la República de entre personas de reconocido prestigio profesional o académico por su experiencia y conocimiento en materias referidas al giro del Fondo, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas deberán definir los perfiles profesionales, de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos a los cargos de directores y enviarlos al Consejo de Alta Dirección Pública. Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo. Para la confección de las ternas, el Consejo de Alta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director. Dicho procedimiento podrá contemplar la participación de una empresa de reconocido prestigio internacional en materia de selección de directivos, la que deberá proponerle al Consejo de Alta Dirección Pública una nómina de posibles candidatos a director.

Los directores designados de conformidad con lo dispuesto en la letra b) tendrán el carácter de independientes, entendiendo por éstos, aquellos que no mantengan vinculación alguna con el Fondo, las empresas que formen parte del mismo grupo empresarial del que éste forme parte en los términos del artículo 96 de la ley N° 18.045, de mercado de valores, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de éstas, ni que se encuentren en alguna de las circunstancias contempladas en el inciso tercero del artículo 50 bis de la ley N°18.046 sobre sociedades anónimas, que pueda generarle un potencial conflicto de interés de conformidad a lo establecido en el artículo 44 del mismo cuerpo legal. 

En caso de sobrevenir alguna de las situaciones referidas en el inciso anterior, el director implicado cesará automáticamente en su cargo, sin perjuicio de su responsabilidad frente a los accionistas. 

Los directores durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser designados por nuevos periodos. El Directorio se renovará por parcialidades. 

Si alguno de los directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el periodo respectivo, se procederá a designar, por el periodo restante, a el o los nuevos directores que corresponda en la misma forma prevista en este artículo, para lo cual deberá seguirse el procedimiento de designación correspondiente según si el director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se refieren las letras a) o b) del inciso segundo. En el caso de los directores a que se refiere la letra b), el Consejo de Alta Dirección Pública deberá presentar al Presidente de la República la respectiva terna, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo.”.

El señor Ministro de Obras Públicas expuso que la conformación del directorio responde a una fórmula que respeta el que la política de obras públicas se determine en el Ministerio del ramo. A su turno, es la junta de accionistas del Fondo la que determina el universo de proyectos sobre los cuales puede actuar el directorio, y que se basa en un informe anual del Ministro de Obras Públicas, agregó.
Explicó que los dos directores que nombra el Presidente de la República tienen, como propósitos, el que el Directorio se encuentre conectado con el Ministerio de Obras Públicas y que dos integrantes sean nombrados por el Gobierno de turno de modo que puedan constituir una mayoría en la misma línea del Ejecutivo.

A su vez, indicó que los otros tres directores buscan contar con un contrapeso al Gobierno del momento, para lograr sacar la planificación del ciclo político imperante.
El Honorable Senador señor Coloma observó que los invitados que expusieron ante la Comisión plantearon dudas acerca de la conformación del directorio, por lo que solicitó una opinión del Ejecutivo al respecto. 

El señor Ministro de Obras Públicas planteó que existen dudas acerca del número de directores. Señaló que el Ejecutivo estima que directorios muy numerosos dificultan la posibilidad de contar sólo con directores muy capacitados, debido al régimen de inhabilidades que se propone. Agregó que no comparten la idea de que algunos directores cumplan una representación institucional o sectorial, que es otra opción que han planteado quienes prefieren más de 5 directores.

El Honorable Senador señor Coloma consultó sí existe alguna forma de que los dos directores que nombrará el Presidente de la República no se encuentren tan vinculados al Poder Ejecutivo.

El señor Ministro reiteró que se busca crear alguna vinculación institucional, mas no sea sólo en el nombramiento, entre el Ministerio de Obras Públicas y el directorio, intentando evitar que el Fondo se convierta en un Ministerio paralelo al de Obras Públicas.

El Honorable Senador señor Coloma acotó que será la futura Dirección de Concesiones la que tendrá que resolver buena parte de lo que ocurra con las obras públicas. Asimismo, manifestó que no es partidario de lo obrado a la fecha por la Alta Dirección Pública, por lo que no confía en lo que ocurrirá con las ternas que se propongan al Presidente de la República y, por último, convendría dar alguna participación al Senado en dichos nombramientos.

El Honorable Senador señor Montes expresó que la Alta Dirección Pública es un Sistema que se encuentra en construcción, que ha ido avanzando, y que recientemente ha sido fortalecido con modificaciones legales.

Estimó que la participación del Senado en los nombramientos no significa que exista una vinculación de los senadores con la institución. En cambio, expresó, le preocupa la inexistencia de una vinculación entre la instancia de deliberación política y la entidad que se propone, en el sentido de cuándo y cuánto informará el Fondo, la transparencia en las decisiones que se toman y cómo se hacen llegar al Congreso Nacional.

El señor Ministro de Obras Públicas planteó que, tanto en el Fondo como en la Dirección General de Concesiones, se contempla un requisito que permite desacoplar las decisiones del ciclo político imperante, mediante la presentación anual de la planificación a cinco años plazo y la exposición de esa misma planificación ante el Congreso Nacional. En el caso de la Dirección General dicha presentación ante el Congreso ya se encuentra en el proyecto de ley, y en el caso del Fondo debiera incorporarse por medio de una indicación, agregó.
El Honorable Senador señor Montes apuntó a que, tratándose de cuestiones financieras globales, debiera dársele un tratamiento a lo menos como el de los fondos soberanos, en el sentido que se entregue periódicamente un informe de los montos, tasas, aumentos o disminuciones, y en el caso del Fondo, de cada uno de los proyectos.

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, recordó que el Fondo se crea como empresa y es el directorio el que asume la responsabilidad por el manejo de los recursos, comprometiendo su patrimonio. En ese sentido, precisó, se asimila a lo que ocurre con Metro S.A., en que es la empresa la que toma las decisiones acerca de las inversiones generales.

El Coordinador Macroeconómico del Ministerio de Hacienda, señor Soto, expresó que el Fondo es una sociedad anónima en que los directores tienen responsabilidad patrimonial dentro de su deber de velar por los recursos del Fondo con un plan de desarrollo que sea sostenible financieramente en el largo plazo.
Agregó que es factible que el plan de negocios y su ejecución sean informados al Congreso Nacional, pero es relevante que las decisiones respecto del mismo plan sean tomadas por el directorio.

El Honorable Senador señor Montes acotó que su planteamiento se refiere a una instancia para recibir información y poder opinar. Estimó que la experiencia de CODELCO ha demostrado que se requería un mayor diálogo político.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que no lo convence la fórmula propuesta para elegir los cinco directores y estimó que podría encontrarse una mejor opción, por lo que se abstendrá en la votación.
El Honorable Senador señor Pizarro expresó que se abstendría al momento de votar por considerar excesivamente engorrosa la forma de elegir el directorio, mezclando entidades intervinientes y formas de selección.

Agregó que comparte el argumento del señor Ministro en orden a no mezclar las decisiones del Fondo con el ciclo político pero los directores duran cuatro años en sus cargos, renovándose por parcialidades, por lo que de todos modos coincidirán con los cambios de Gobierno. Estimó que deberían durar cinco años en el cargo.

El señor Subsecretario de Hacienda destacó que en el nombramiento con intervención de la Alta Dirección Pública se requiere el voto favorable de cuatro quintos de los miembros del Consejo, lo que asegura un alto consenso en torno a los nombres que formarán las ternas que se propongan.

El señor Ministro de Obras Públicas manifestó que un aspecto importante dentro de la creación del Fondo es que genere un consenso en la necesidad de su existencia y su estructuración, por lo que buscarán un perfeccionamiento acerca del directorio propuesto. 
Posteriormente, en este artículo recayó la indicación número 4 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar en su inciso quinto la frase “durarán cuatro años en sus cargos y”, por la siguiente: “nombrados de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) durarán cuatro años en sus cargos, y aquellos nombrados según lo establecido en la letra b) durarán cinco años. Todos los directores”.
La indicación número 4, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.
°°°
La indicación número 5 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar el siguiente artículo 16, nuevo, pasando el actual artículo 16 a ser 17 y así sucesivamente:

“Artículo 16.- Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida y revisada por el  Ministro de Hacienda, con una periodicidad no superior a dos años. En la determinación de las remuneraciones y sus revisiones, la o el Ministro de Hacienda considerará la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda, de Director de Presupuestos, de director o gerente general de la Empresa, o profesionales que se hayan desempeñado como directivos de la Dirección Nacional del Servicio Civil. La comisión deberá formular propuestas de determinación o revisión de remuneraciones, según corresponda, considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado. Asimismo, en las remuneraciones que propongan podrá incluir componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño del Fondo. Los directores no podrán recibir remuneraciones u honorarios del Fondo por servicios profesionales distintos de los contemplados en la propuesta de la comisión antes señalada.”.
El Honorable Senador señor Coloma expresó que votará en contra de la indicación porque si se está formando una sociedad anónima autónoma en su gestión, no puede ser conveniente que el Ministro de Hacienda sea quien fije las remuneraciones de los directores.

Planteó que debiera fijarse un sistema diferente para establecer la remuneración adecuada para cada cargo que se crea.

La indicación número 5 fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y el voto en contra del Honorable Senador señor Coloma.
Artículo 16
Es del siguiente tenor:

“Artículo 16.- Sólo podrán ser nombrados directores del Fondo las personas que cumplan, a lo menos, con los siguientes requisitos:

a) Ser mayor de edad; 

b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, reconocido o validado de acuerdo a la normativa vigente, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos cinco años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas públicas o privadas, o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en servicios públicos; 

c) No haber sido condenado ni encontrarse formalizado por delito que merezca pena aflictiva, de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios, por delitos de cohecho, soborno, por los delitos establecidos en el inciso sexto del artículo 39 bis y en el artículo 62 del decreto con fuerza de ley N° 1,  del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, o por los contemplados en la ley N° 18.045, de mercado de valores;

d) No haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o por delitos concursales, o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas o condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o por delitos concursales, y si lo hubieren sido, encontrarse rehabilitados;

e) No tener dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que se justifique su consumo por tratamiento médico; 

f) No haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas; y

g) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.

El director que deje de cumplir con alguno de los requisitos señalados en los literales anteriores, se considerará inhábil para desempeñar dicho cargo.”.

El Honorable Senador señor Tuma inquirió  si no faltaba como requisito básico para ser director el ser chileno.
El Honorable Senador señor Coloma planteó tener dudas acerca de: 1) si la inhabilidad de la letra c) debe referirse a la formalización –en cuyo caso ese hecho se constituiría de por sí en una sanción- o lo que corresponde es que se trate de alguien condenado; 2) respecto de la letra e), referido a dependencia de drogas, cómo se cautela o garantiza el cumplimiento del requisito, y 3) en la letra g), sobre contar con antecedentes intachables, si no resulta redundante exigir no registrar “protestos vigentes de documentos no aclarados”. 

Agregó que lo planteado en primer lugar resulta especialmente relevante dado que si es un director en funciones el que es formalizado, se transforma en inhábil para el cargo.
La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, explicó que, en el último tiempo, se ha procedido a restringir la causal de inhabilidad a la condena por delito que merezca pena aflictiva, tal como ocurrió en la Comisión para el Mercado Financiero (ley N° 21.000), en que se agrega la posibilidad de suspender de funciones en el caso de formalización, por lo que correspondería plantear una solución similar en el caso que discuten.

Agregó, en relación a la consulta sobre la acreditación de dependencia de drogas, que la regla es que se presente una declaración jurada de no tener esa condición y que, posteriormente, se verifique si eso es efectivo o no.

El señor Ministro de Obras Públicas señaló que en el tema de los requisitos para ser director se aplicaron las normas estándar en la materia y no se hizo una reflexión de fondo acerca de la conveniencia o no de que todos los directores sean chilenos.

Posteriormente, en este artículo recayó la indicación número 6 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificar el actual artículo 16, que pasa a ser 17, en el siguiente sentido:

a) Elimínase en el literal c) de su inciso primero la frase “ni encontrarse formalizado”.

b) Agrégase en su inciso final, a continuación del punto y aparte que pasa a ser seguido, la siguiente frase:

“Con todo, si alguno de los directores hubiere sido acusado de alguno de los delitos señalados en el literal c) del inciso anterior, quedará suspendido de su cargo hasta que concluya el proceso por sentencia firme. En este caso, se entenderá también suspendido el derecho del director acusado a la totalidad de la remuneración que corresponda en razón de su cargo.”.
La indicación número 6, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 17
Prescribe lo siguiente:

“Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ser nombrados directores del Fondo, ni de sus filiales o coligadas:

a) Los Senadores y Diputados;

b) Los Ministros de Estado, Subsecretarios y los demás funcionarios de la exclusiva confianza del Presidente de la República;

c) Los jefes de servicio, el directivo superior inmediato que deba subrogarlo y aquellos funcionarios que desempeñen funciones o cargos equivalentes;

d) Los presidentes, vicepresidentes, secretarios generales o tesoreros de las directivas centrales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos y de las organizaciones gremiales y sindicales;

e) Los Alcaldes, Concejales y los miembros de los Consejos Regionales;

f) Los candidatos a cargos de elección popular, desde la declaración de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección;

g) Los funcionarios públicos de la Administración del Estado, excluidos los cargos docentes;

h) Los Jueces o Ministros de cualquier tribunal de la República;

i) Los Consejeros del Banco Central; 

j) El Fiscal Nacional del Ministerio Público; 

k) Los miembros que conforman el alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública;

l) Los Intendentes y Gobernadores;

m) Las personas que desempeñaren un cargo diplomático o consular; y 

n) Los que se encuentren en alguno de los supuestos contemplados en los artículos 35 y 36 de la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas.

El director que adquiera alguna de las calidades a que se refiere el inciso precedente, se considerará inhábil para desempeñar dicho cargo y cesará automáticamente en él, sin perjuicio que deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente del Directorio. 

Con todo, los directores del Fondo, podrán desempeñar labores docentes en instituciones públicas o privadas reconocidas por el Estado. Además, deberán contar con un suplente, los que serán nombrados de conformidad a la letra a) o b) del inciso segundo del artículo 15 de la presente ley, según corresponda.

Para efectos de lo dispuesto en este artículo y en el anterior, las personas que hayan sido designadas para desempeñarse como directores deberán presentar una declaración jurada que acredite el cumplimiento de los requisitos antes dispuestos y que no se encuentran afectos a las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en este párrafo. Tratándose de los directores a que se refiere el literal b) del inciso segundo del artículo 15 de la presente ley, dicha declaración deberá presentarse al Consejo de Alta Dirección Pública.

Todos los directores del Fondo deberán presentar las declaraciones de patrimonio e intereses a que se refiere el Título II  de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses.”.

El Honorable Senador señor Pizarro expresó que, si bien comparte que se establezcan requisitos altos para ser director del Fondo, llamó la atención acerca de la discriminación que se efectúa respecto de cualquier funcionario público, que no pueden ser nombrados en el cargo de director.

La señora Lobos indicó que la disposición responde a los principios de la OCDE en la materia, de separar la empresa de la administración pública, por lo que se plantea como incompatibilidad de cargos en el inciso segundo, debiendo optar la persona por una u otra función.

El Honorable Senador señor Pizarro reparó en que, dada la explicación anterior, debe enmendarse el encabezamiento, por cuanto se expresa que “no podrán ser nombrados directores del Fondo”, caso contrario es una inhabilidad y no incompatibilidad, que es lo que se pretende.

La señora Lobos concordó con lo planteado precedentemente.

Posteriormente, en este artículo recayó la indicación número 7 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir sus incisos primero y segundo por los siguientes:

“Artículo 18.- La calidad de director del Fondo, así como de sus filiales o coligadas, será incompatible con los siguientes cargos:

a) Senador, diputado, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

b) Ministro de Estado, subsecretario, y demás funcionarios de exclusiva confianza del Presidente de la República.

c) Jefe de servicio, directivo superior que deba subrogarlo y aquellos que sean equivalentes.

d) Intendente y gobernador; alcalde y concejal; consejero regional; miembros del cuerpo diplomático o consular; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembro de los demás tribunales creados por ley.

e) Funcionario público de la Administración del Estado, con exclusión de los cargos docentes.

f) Presidente, vicepresidente, secretario general o tesorero de las directivas nacionales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos.

g) De elección popular y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.

La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales, la incompatibilidad regirá, asimismo, hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en el cargo de dirigente gremial o sindical, según correspondiere.

h) Director, administrador, gerente, subgerente o ejecutivo principal de una empresa cuyo giro se relacione con el objeto del Fondo. 

Si una vez designado en el cargo sobreviniere a un director alguna de las incompatibilidades o inhabilidades señaladas en el artículo anterior o en el inciso precedente, deberá informarlo inmediatamente al Presidente del Directorio, cesando automáticamente en el cargo de director.”.
La señora Lobos explicó que la indicación sólo ordena de una manera diferente el elenco contenido en el inciso primero, aclarando que se trata de incompatibilidades y no de inhabilidades para ser nombrado.

El Honorable Senador señor Montes expresó no compartir la incompatibilidad dispuesta en la letra f) respecto de todos los dirigentes de los partidos políticos.

La indicación número 7, a excepción de la letra f), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.
La letra f) de la indicación fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma, Lagos y Pizarro, y el voto en contra del Honorable Senador señor Montes.
Artículo 18
Es del siguiente tenor:

“Artículo 18.- Serán causales de cesación en el cargo de director las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;

b) Renuncia notificada al Directorio o gerente general de la empresa;

c) Incapacidad física o síquica para el desempeño del cargo;

d) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad; y

e) Falta grave al cumplimiento de sus obligaciones como director. Serán faltas graves al cumplimiento de sus obligaciones, entre otras, la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a cuatro sesiones del Directorio, ordinarias o extraordinarias, durante un semestre calendario; el haber incluido maliciosamente datos inexactos o haber omitido maliciosamente información relevante en la declaración de intereses o patrimonio, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo anterior; el haber intervenido o votado en acuerdos que incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un interés de carácter patrimonial; el haber infringido alguna de las prohibiciones y deberes a que se refiere la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas; y el haber votado favorablemente acuerdos de la empresa que impliquen incumplir la obligación de presentar el Plan de Negocios Quinquenal y/o a su contenido aprobado de acuerdo a lo establecido en el artículo 24 de la presente ley; o incurrir en un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal o reglamentaria aplicable al Fondo; o que impliquen causarle un daño patrimonial significativo a éste. 

Los directores que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c) o d) anteriores cesarán automáticamente en sus cargos, sin perjuicio de que deberán comunicar de inmediato dicha circunstancia al Directorio o al gerente general del Fondo. De igual forma, cesará en su cargo el director cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Directorio.

Si alguno de los directores señalados en el literal b) del inciso segundo del artículo 15 de la presente ley incurriere en alguna de las conductas descritas en el literal e) del presente artículo, dicha circunstancia deberá ser puesta en conocimiento de la junta de accionistas para efectos de que resuelva sobre su permanencia en el cargo.

De proceder la causal descrita en el literal e) del presente artículo respecto de alguno de los directores a que se refiere el literal a) del inciso segundo del artículo 15 de la presente ley, el Presidente de la República lo removerá mediante decreto supremo.”.

El Honorable Senador señor García estimó que las renuncias debieran presentarse ante el Presidente de la República, que es quien nombra a los directores, y no ante el directorio o el gerente general.
El Honorable Senador señor Pizarro observó que, después de establecer numerosas inhabilidades, incompatibilidades y el llamado régimen de post empleo por 18 meses, surge la duda de cuál será la dieta o remuneración de los directores y si implicará dedicación exclusiva o absoluta.

El señor Ministro de Obras Públicas planteó que podría modificarse la disposición para que la renuncia se presente ante la junta de accionistas o el Presidente del directorio.

Respecto del nivel de remuneraciones, indicó que se mantiene pendiente definir una dieta que haga posible contar con candidatos de categoría. 

La señora Lobos señaló, en orden al nivel de remuneraciones de los directores, que será un consejo asesor el que efectuará una propuesta al Ministro de Hacienda para la fijación de dicho ítem, por lo que debieran agregar una oración o inciso en dicho sentido.
El Honorable Senador señor Coloma observó, en relación a la frase de la letra e) que indica “el haber votado favorablemente acuerdos de la empresa que impliquen incumplir la obligación de presentar el Plan de Negocios Quinquenal y/o a su contenido aprobado de acuerdo a lo establecido en el artículo 24 de la presente ley”, que aparece con un contenido en cierto sentido extraño y difícil de determinar, porque puede tener varias interpretaciones y pareciera mejor que se aclare.

El Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Álvarez, señaló que la referida frase tiene que ver con que, en el artículo 24, se establecen plazos para que el Directorio presente el plan quinquenal, por lo que si un director interviene de modo que se incumplan los mencionados plazos, se considerará como una falta grave. 
El Honorable Senador señor Montes sugirió que la citada frase se redacte del modo expuesto precedentemente.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que pareciera limitarse la libertad de cada director para decidir que el plan -o una parte de él- es conveniente o no, porque perfectamente puede votar varias veces contra una propuesta y por incumplimiento de un plazo se le sancionaría.

El señor Álvarez manifestó que la irregularidad cometida por el director no tiene que ver con votar a favor o en contra -por lo que se puede mejorar la redacción-, lo que se sanciona es que sus acciones u omisiones impidan presentar el plan de negocios quinquenal en los tiempos establecidos y que lo haga con dicho propósito.
Posteriormente, en este artículo recayó la indicación número 8 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo de la siguiente manera:

a) Reemplázase en la letra b) de su inciso primero la frase “Directorio o gerente general de la empresa” por la siguiente: “Presidente del Directorio”.

b) Modifícase la letra e) de su inciso primero del siguiente modo:

i) Sustitúyese la expresión “o haber omitido maliciosamente” por la siguiente: “u omitido”.

ii) Reemplázase la frase “de la empresa que impliquen incumplir la obligación de presentar el Plan de Negocios Quinquenal y/o a su contenido aprobado” por la siguiente: “del directorio que redunden en el incumplimiento de la obligación de elaborar y presentar cada año el Plan de Negocios Quinquenal ante el Ministerio de Obras Públicas en la fecha requerida y/o ante la Junta de Accionistas,”.

iii) Sustitúyese el guarismo “24” por “25”.

c) Reemplázanse los incisos tercero y cuarto por el siguiente inciso tercero, nuevo:

“La remoción del director que hubiere incurrido en algunas de las causales descritas en el literal e) anterior se efectuará, fundadamente, por el Presidente de la República.”.
La indicación número 8 fue aprobada, con una adecuación formal, consistente en suprimir el numeral iii) de la letra b), por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 19
Establece que los directores que cesen en sus funciones por cualquiera de las causales establecidas en el artículo 18 serán inhábiles para ejercer cualquier cargo en una empresa que pudiera verse beneficiada con el Fondo, por un período máximo de 18 meses.
La señora Lobos explicó que no existía propuesta en materia de post empleo previo a la aprobación de indicaciones de distintos señores senadores que dieron origen al presente artículo. Agregó que el Ejecutivo no era -ni es- partidario de las referidas indicaciones ni del contenido del actual artículo 19.
El Honorable Senador señor Coloma acotó que la intención de quienes presentaron las indicaciones es precaver que las personas que dejen de ser directores del Fondo se beneficien laboralmente -en forma indebida- de su paso por el mismo, y no vayan a beneficiar, siendo directores, a quienes posteriormente sean sus empleadores. No obstante, señaló pensar que más que lograr su objetivo, lo que se hace es dificultar muchísimo el que profesionales con las mejores cualificaciones se integren al directorio del Fondo.

La señora Lobos compartió que se trata de una restricción activa muy alta, lo que probablemente haga disminuir bastante el universo de candidatos idóneos para integrar el directorio. Agregó que la inhabilidad laboral de 18 meses, además, no contempla ninguna compensación económica.
El Honorable Senador señor Pizarro consultó si el Ejecutivo no ha pensado en proponer un régimen de post empleo similar al de la Comisión para el Mercado Financiero, con un plazo menor y compensación durante esos meses.

El Honorable Senador señor García expresó que existe un proyecto de ley que se tramita en la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia que regula en general todas estas situaciones de post empleo, por lo que debieran dejar que la situación se regule en esa ley.

La señora Lobos acotó que dicho proyecto de ley incluye a los organismos fiscalizadores pero aún no contempla a los directores de empresas del Estado, los que se siguen rigiendo por las normas de la ley sobre sociedades anónimas.

Puesto el artículo en votación, fue rechazado por cuatro votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor Tuma.
Artículo 20
Dispone que los accionistas se reunirán en juntas ordinarias o extraordinarias, a las que el Fisco concurrirá representado por los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, y la Corporación de Fomento de la Producción por quien designe el Consejo Directivo del Sistema de Empresas Públicas o quien lo sustituya en la administración y representación de sus derechos, acciones y cuotas en el Fondo. 

El señor Ministro de Obras Públicas explicó que los accionistas son el Fisco con el 99% del capital, representado por dos ministros, y la CORFO con el 1% del capital.

El Honorable Senador señor Coloma consultó por la contabilidad del gasto efectuado y el hecho que quienes toman las decisiones por los accionistas sean dos ministros y un representante de CORFO.

El señor Subsecretario expresó que lo principal es que se trata de una empresa con un directorio autónomo, regida por las normas de las sociedades anónimas, por lo que su actividad no se contabiliza dentro del gasto fiscal.

El Honorable Senador señor Montes observó que el Ministerio de Hacienda ha planteado que la inversión se hace a través de las empresas del Estado y, por otra parte, la actividad de dichas empresas ni siquiera alcanza una mención dentro del Estado de la Hacienda Pública por lo que el Congreso Nacional no lo ve.

El Honorable Senador señor Coloma acotó que en el proyecto de ley sólo se mencionan las juntas ordinarias y extraordinarias pero no se especifica qué materias quedan dentro de una y otra.

La señora Lobos respondió que se aplica el estatuto de las sociedades anónimas a esos efectos.
El Honorable Senador señor García consultó qué ocurre en caso de desacuerdo entre los ministros que representan al Fisco.

El señor Ministro de Obras Públicas indicó que deben ponerse de acuerdo antes de la junta respectiva.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 21
Prescribe que las juntas serán convocadas por el Directorio de la sociedad de oficio o a requerimiento del Ministro de Obras Públicas. En el último caso, el Ministro deberá expresar en su solicitud las materias a tratar.
El señor Ministro de Obras Públicas explicó que las juntas las convoca el directorio de conformidad a las normas que se han mencionado aplicables a las sociedades anónimas y, adicionalmente, se contempla la posibilidad que se haga a requerimiento del Ministro de Obras Públicas.
La señora Lobos añadió que, de acuerdo al artículo 55 de la ley sobre sociedades anónimas, las juntas ordinarias se efectúan una vez al año y las extraordinarias cuando se soliciten cumpliendo los demás requisitos.
El Honorable Senador señor García consideró extraño que se contemple una posibilidad de convocatoria adicional sólo respecto del Ministro de Obras Públicas.

El señor Ministro de Obras Públicas señaló que se busca que el Ministerio de Obras Públicas pueda tener iniciativa en consideración a que la gobernanza de dichas materias se radica en ese ministerio.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma, Montes y Tuma, y las abstenciones de los Honorables Senadores señores García y Pizarro.
Artículo 22
Prescribe lo siguiente:

“Artículo 22.- En el caso de que el Directorio pretenda financiar o invertir en proyectos de infraestructura que puedan requerir aporte fiscal, se deberá cumplir con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación:

1) Un comité de directores, que podrá estar conformado sólo por aquéllos que tengan el carácter de independientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 de esta ley, deberá pronunciarse respecto de las implicancias y condiciones financieras de los proyectos, así como evaluar si se está dando cumplimiento a los mecanismos de neutralidad competitiva que resulten aplicables de acuerdo con los principios generalmente aceptados.

2) Dicho comité de directores deberá designar al menos un evaluador independiente para informar tanto al Directorio, como a los accionistas y al público en general, respecto de las condiciones de la operación, sus efectos, su potencial impacto para el Fondo, las condiciones financieras del proyecto y el cumplimiento con los mecanismos de neutralidad competitiva señalados en el número anterior. En su informe, los evaluadores independientes deberán también pronunciarse acerca de los puntos que el comité de directores, en su caso, haya solicitado expresamente que sean evaluados. Sin perjuicio de lo anterior, el Directorio podrá designar un evaluador independiente adicional.

El comité de directores deberá pronunciarse respecto de la conveniencia de la operación para el interés social, dentro de los cinco días hábiles siguientes desde la fecha que se recibió el último de los informes de los evaluadores.

3) Cuando el Directorio del Fondo deba pronunciarse respecto de proyectos señalados en este Párrafo, deberán hacerse cargo de la conveniencia de dichos proyectos para el interés social, que consideren criterios de equidad territorial y los intereses de cada región del país, de los reparos u objeciones que hubiese expresado el comité de directores, en su caso, así como de las conclusiones de los informes de los evaluadores independientes. Cada director deberá fundar su voto de manera individual, dejando constancia en acta del razonamiento y antecedentes que respaldan su decisión.

Los informes de los evaluadores independientes, así como el pronunciamiento del comité y los acuerdos de Directorio correspondientes serán comunicados al mercado como hecho esencial. Junto con su comunicación, todos los antecedentes anteriores serán puestos a disposición del público en el sitio web del Fondo por un plazo mínimo de quince días hábiles.”.

El Honorable Senador señor Pizarro expresó que no parece adecuado el uso de la palabra “pretenda” en el encabezamiento del inciso primero, más propio sería que se trate de un caso en que el directorio “acuerde” o haya decidido financiar proyectos que requieran aporte fiscal.

El Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Álvarez, señaló que el directorio puede decidir financiar un proyecto que requiera aporte fiscal siempre que se encuentre incluido en el plan quinquenal –que ha sido aprobado previamente por la junta de accionistas- y quedará sujeto a una decisión final que implica incluirlo en la ley de presupuestos respectiva, lo que justificaba utilizar la palabra “pretenda”. 
El Coordinador Macroeconómico del Ministerio de Hacienda, señor Soto, explicó que la palabra “pretenda” da cuenta de la necesidad de una decisión final adoptada entre el Ejecutivo y el Congreso Nacional, mediante la aprobación de la ley de presupuestos para el sector público que corresponda.

La señora Lobos indicó que el presente artículo se relaciona directamente con el artículo 27 que regula lo referido a las transferencias de capital vía ley de presupuestos del sector público.

El Honorable Senador señor García expresó que, en el numeral 1), se presta para confusiones que un comité de directores “pueda” estar conformado sólo por aquellos que tengan el carácter de independientes.
En la siguiente sesión, se presentó la indicación número 9 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificar el artículo de la siguiente manera:

a)
Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i)
Reemplázase la palabra “pretenda” por “acuerde”.

ii)
Sustitúyese la expresión “a continuación:” por la siguiente frase: “a continuación, de manera previa a su materialización:”.

iii)
Sustitúyese en su numeral 1 la expresión “podrá” por “deberá”.

b)
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“En caso que la Administración del Estado solicite o requiera al Fondo incorporar obras o realizar modificaciones a proyectos en ejecución que provoquen impacto negativo en su patrimonio, deberá observarse el procedimiento señalado en los incisos anteriores. Asimismo, y previo a su materialización, se deberá contar con la autorización que corresponda en la ley de Presupuestos del Sector Público, según lo señalado en el artículo 28 de esta ley.”.
El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, explicó que todo el artículo se refiere a la circunstancia especial de que algún proyecto cuente con la rentabilidad social necesaria, pero no alcance la rentabilidad privada requerida para conservar y cuidar el patrimonio del Fondo.

Acotó que lo que ocurre actualmente con otras concesiones, es que para cerrar la brecha entre rentabilidad social y rentabilidad privada, se determina un aporte fiscal.

En el proyecto de ley, si ocurre un caso como el descrito, el artículo establece un procedimiento para requerir el mencionado aporte fiscal.
Agregó que la indicación propuesta incorpora un nuevo inciso para abordar el caso en que no sea el directorio el que acuerde concretar un proyecto que requiere aporte fiscal, sino que es la Administración del Estado el que quiera realizar modificaciones a proyectos en ejecución.

El Honorable Senador señor García consultó si el comité de directores del numeral 1), conformado por aquellos con carácter de independientes, que son tres, podría estar integrado sólo por dos directores.

El señor Ministro de Obras Públicas respondió que, efectivamente, puede estar conformado por dos o tres integrantes.

El señor Gómez complementó acotando que, en el numeral 2), se dispone que intervendrá un evaluador independiente externo, que puede ser una persona natural o jurídica.

El señor Ministro de Obras Públicas observó que el inciso final nuevo propuesto permite que el Estado pueda hacer cambios en los contratos en ejecución, contando con autorización en la ley de presupuestos correspondiente.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó si existe un registro que permita seleccionar consultores para efectuar la evaluación independiente.

El señor Ministro de Obras Públicas respondió afirmativamente la consulta efectuada.

El señor Ministro de Hacienda sostuvo que, después de mucho analizar como compatibilizar el resguardo del patrimonio del Fondo y dar la posibilidad y flexibilidad para que el Estado pueda hacer política pública, se encontró la propuesta que aparece como nuevo inciso final en que se puede aprobar una determinada obra o modificación por el Estado, pero dando debida compensación a la empresa Fondo de Infraestructura por el impacto negativo en su patrimonio.

Estimó que se deja la flexibilidad requerida por el Estado con toda la transparencia que necesita una operación cuasi fiscal como la mencionada y anotándola dónde corresponde, que es en el presupuesto del sector público. 

El Honorable Senador señor Montes consideró interesante lo explicado, dado que obliga a dar objetividad a las operaciones, cuestión que actualmente muchas veces no ocurre. 
Asimismo, consultó qué procedimiento se siguió cuando se hizo un aporte fiscal de US$300 millones para la construcción de la autopista Costanera Norte.
El Honorable Senador señor García preguntó si el concepto de aporte fiscal implica sólo aporte de capital o también incluye subsidio a la operación.

El señor Gómez respondió que el aporte fiscal puede adoptar las dos formas mencionadas, lo que se hace actualmente es subsidiar un contrato, que puede ser en la operación o en la inversión, siendo más habitual esto último.

Respecto de lo que actualmente se hace en aportes fiscales, explicó que se hace el análisis de las expresiones fiscales de los cambios en los contratos, enmarcado dentro de la ley que rige las concesiones, para definir si se prolongan los contratos o se modifican las obras, con plena conciencia del impacto financiero de cada uno de los cambios en los referidos actos jurídicos.

El señor Ministro de Hacienda planteó que puede aparecer un proyecto nuevo que debe superar una serie de etapas de análisis técnico para, finalmente, llegar a la etapa de análisis financiero, en que se visualicen el beneficio social y el beneficio fiscal. Dentro de esta estructura, observó, el Fondo se constituiría en una pieza o parte más del mismo.

El Honorable Senador señor Montes precisó su consulta anterior, reiterando que los procesos descritos han sido opacos respecto del órgano de deliberación política, por lo que quiere saber las razones de ello y cómo cambiará en el futuro con el tratamiento el proyecto de ley de presupuestos para el sector público.
El señor Ministro de Obras Públicas señaló que, actualmente, el proceso se lleva en tres pasos para determinar un aumento de obras en una concesión vigente: 1) la pertinencia, del mismo modo que se hace con cualquier inversión del Estado, a través del Ministerio de Desarrollo Social (que, a su vez se dirige a SECTRA, Secretaría Interministerial de Planificación de Transporte, o CONACET, Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito), 2) el precio, que con posterioridad al año 2010 implica efectuar licitación, y 3) el pago -vía tarifas, subsidio o plazo- lo que se hace con parámetros definidos.
En el futuro, acotó, han propuesto una indicación al citado proyecto de ley sobre la Dirección General de Concesiones, para que el Consejo de Concesiones tenga que validar y aprobar todo aquel cambio de contrato que, en sí mismo o por acumulación, represente una variación superior al 10% respecto a la concesión original. Agregó que, actualmente, sólo modificaciones que impliquen cambios superiores al 25% se llevan al Panel de Concesiones.
El señor Ministro de Hacienda manifestó que la deliberación política podría significar discutir cada obra en la respectiva ley de presupuestos, lo que acarrearía una complejidad enorme en su discusión, lo que ya se ha advertido en los debates por la descentralización y los gobiernos regionales del país.

El Honorable Senador señor Montes acotó que no es necesario discutir cada proyecto en el Congreso Nacional, pero sí contar con la información completa y oportuna de cada uno.

El señor Ministro de Obras Públicas sostuvo que en la discusión presupuestaria se somete a consideración el monto global, pero con información desglosada proyecto a proyecto.

El Coordinador de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, señor Eduardo Abedrapo, indicó que el presente proyecto de ley -y también el que crea la Dirección General de Concesiones- contemplan la elaboración de planes a cinco años que deben ser presentados al Congreso Nacional anualmente. Asimismo, se presentan los planes de mejoramiento de concesiones, y podrían ser informados en detalle al Poder Legislativo, acotó.

El Honorable Senador señor Montes señaló que el Congreso Nacional sólo recibe un listado de los proyectos con su costo, pero sin ningún otro detalle o información que permita un análisis.

El señor Ministro de Hacienda propuso que se incorpore, en cada proyecto de ley de presupuestos, una glosa relativa a información que se deba entregar sobre los cambios de proyectos con su fundamentación.

El Honorable Senador señor García recordó que el Ministerio de Obras Públicas, durante la discusión de la partida respectiva, entrega un libro con información sobre los proyectos, que contiene datos como, por ejemplo, el subsidio que se otorga en cada uno de ellos. Planteó que a esa misma información debiera agregarse la que aquí se ha solicitado.
La indicación número 9 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro. 
Artículo 23
Dispone que el Fondo estará sujeto a las mismas normas financieras, contables y tributarias que rigen para las sociedades anónimas abiertas. Agrega que sus balances y estados de situación financiera deberán ser sometidos a auditorías de firmas auditoras externas.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 24
Su texto es el siguiente:

“Artículo 24.- El Directorio deberá elaborar cada año un Plan de Negocios Quinquenal. Este Plan deberá, previamente, ser puesto en conocimiento del Ministerio de Obras Públicas a más tardar el 31 de marzo de cada año, el que emitirá un informe técnico dentro de los noventa días siguientes a su recepción, pronunciándose sobre su contenido. En dicha instancia el Ministerio de Obras Públicas podrá proponer al Directorio la realización de proyectos de infraestructura contemplados en su Programa de Concesiones.  
Una vez recibido el referido informe o transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior y revisado el Plan, el Directorio deberá presentarlo ante la junta de accionistas para su aprobación. 

El Plan deberá considerar, al menos, lo siguiente:

a) Los objetivos y metas de rentabilidad de la sociedad y los planes de inversión y desarrollo;

b) La política y necesidad de endeudamiento;

c) El programa de disposición de activos y de unidades de negocios no esenciales;

d) La política de traspasos o de capitalización de utilidades, si los hubiere;

e) Los planes de asociación y expansión de la sociedad;

f) Los requerimientos de transferencias fiscales si fueren necesarias; 

g) Los proyectos de infraestructura a desarrollar, señalando la modalidad y el procedimiento de licitación pública a utilizar de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley; y

h) El cronograma de los llamados a licitación para el otorgamiento de nuevas concesiones. 

En caso de contemplar operaciones que impliquen, directa o indirectamente, requerimientos de aportes fiscales, cada una de las operaciones deberá, además de someterse al procedimiento de evaluación a que se refiere el Párrafo 3° del Título II de la presente ley, contar con la autorización del Ministerio de Hacienda, otorgada por medio de un informe técnico que se refiera a los fines, objetivos e instrumentos a utilizar.

El Plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas, sujeto a las restricciones operacionales y de rentabilidad del Fondo.”.

En este artículo recayó la indicación número 10 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, en su inciso segundo, entre la palabra “aprobación” y el punto aparte (.), la expresión: “o rechazo”.
El señor Ministro de Obras Públicas sostuvo que la parte fundamental del artículo la constituye el primer inciso, en cuanto obliga a que todos los años se presente una mirada a 5 años plazo, de modo de contar con una planificación ajustada al ciclo de la infraestructura y no al ciclo político.

El Honorable Senador señor Lagos expresó entender que los proyectos que ya se encuentran en ejecución también se incorporan dentro del plan en lo que corresponde a los siguientes años.
El Honorable Senador señor García solicitó que se explique la interacción del Ministerio de Obras Públicas con el directorio dentro de la elaboración del plan de negocios.

El señor Ministro de Obras Públicas explicó que, si bien el directorio decide sobre aquello que le propone el Ministerio, en realidad debe producirse una interacción de estos dos órganos con el Ministerio de Hacienda, dado que la decisión final la adopta la junta de accionistas, integrada por los dos ministros de las carteras mencionadas.

El Honorable Senador señor Montes expresó que debe ajustarse la redacción referida al plan de negocios quinquenal, de modo que se entienda que es un mismo plan de negocios que año a año sufre modificaciones o actualizaciones, y no que es uno nuevo cada año.

En votación la enmienda precedentemente planteada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
La indicación número 10 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro. 
Artículo 25
Establece que, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley, al Fondo le serán aplicables las normas contenidas en el inciso segundo del artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, en el artículo 44° del decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, en el artículo 11 de la ley N° 18.196 que establece normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria, y en el artículo 24 de la ley N° 18.482, relativa a las precitadas materias.
El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, explicó que se trata de normas que se aplican a la casi totalidad de las empresas públicas, refiriéndose, en primer lugar, a la autorización que el Ministro de Hacienda da para disponer de parte del patrimonio de la empresa para formar una sociedad; luego, a cualquier compromiso de crédito público que pueda tener la empresa e impactar potencialmente al Estado; en tercer lugar, a la obligación de tener un presupuesto de caja, de inversiones y de deuda que enmarca toda la actividad y, por último, el artículo 24 de la ley N° 18.482, se refiere a las iniciativas de inversión que se realicen por parte de la empresa.
El Honorable Senador señor Montes consultó si se trata de restricciones o criterios de orden para la empresa.
El señor Gómez respondió que se trata de normas que se erigen como un ordenador de la actividad de la empresa, que entrega información sobre lo que ocurre con su patrimonio, proyectos, caja y deuda.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 26
Prescribe que el Fondo no podrá, en caso alguno, obtener créditos, fianzas o garantías del Estado o de cualquiera de sus organismos, entidades o empresas.
La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, afirmó que la disposición refleja la prohibición del artículo 63, número 9), de la Constitución Política de la República, garantizando la neutralidad competitiva de la empresa.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 27
Es del siguiente tenor:

“Artículo 27.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, la ley de Presupuestos del Sector Público de cada año sólo podrá contemplar transferencias de capital destinadas a proyectos específicos a ser desarrollados por el Fondo, siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones:

a) Se haya dado cumplimiento al procedimiento señalado en el artículo 22;

b) El proyecto se encuentre incluido en el Plan de Negocios Quinquenal aprobado por la junta de accionistas, de acuerdo a lo indicado en el artículo 24;

c) El proyecto se encuentre evaluado y recomendado por el Ministerio de Desarrollo Social, conforme a su normativa y a lo señalado en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de administración financiera del Estado;

d) El proyecto se encuentre debidamente identificado, previo a su ejecución, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 25; y

e) El monto máximo de las transferencias al proyecto, en el periodo que dure la concesión respectiva, no exceda al monto necesario para que el Fondo registre variaciones patrimoniales por efecto de la ejecución del proyecto beneficiado.”.

El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, señaló que la disposición cierra el circuito que se explicó con ocasión de la discusión del artículo 22, relativo a la eventual utilización de aporte fiscal en un proyecto desarrollado por el Fondo, que incluye todos los requisitos que se indican en los literales de la norma en discusión.

Explicó que la letra e), estipula que se pueden otorgar subsidios a un proyecto, pero no un subsidio a la empresa para que genere renta.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 28
Establece que el Fondo quedará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Sin perjuicio de lo preceptuado en el inciso primero, agrega que la Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 16° del decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de dicha institución.
El citado inciso segundo del artículo 16° del decreto N° 2.421, es del siguiente tenor:

“También quedarán sujetas a la fiscalización de la Contraloría General las empresas, sociedades o entidades públicas o privadas en que el Estado o sus empresas, sociedades o instituciones centralizadas o descentralizadas tengan aportes de capital mayoritario o en igual proporción, o, en las mismas condiciones, representación o participación, para los efectos de cautelar el cumplimiento de los fines de estas empresas, sociedades o entidades, la regularidad de sus operaciones, hacer efectivas las responsabilidades de sus directivos o empleados, y obtener la información o antecedentes necesarios para formular un Balance Nacional.”.

En este artículo recayó la indicación número 11 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo de la siguiente manera:

a) Reemplazar en su inciso primero, la expresión “Superintendencia de Valores y Seguros” por “Comisión para el Mercado Financiero”.

b) Intercalar, en su inciso final, entre la frase “la República” y el punto y aparte, la siguiente expresión: “, respecto de los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley”.
El Honorable Senador señor Coloma consultó la razón de que se restrinja el margen de acción de la Contraloría General de la República mediante la indicación.

El Honorable Senador señor Pizarro expresó que en el último tiempo se han producido complicaciones debido a la forma en que el ente contralor ha entendido sus facultades, de modo que ha dificultado el accionar de CODELCO y de ENAP, empresas con gobiernos corporativos que aseguran autonomía en la gestión, poniendo en peligro el cumplimiento de sus propios planes de negocios. Estimó como adecuado que se especifique cuál es el ámbito de control del citado organismo.
La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, sostuvo que la indicación corresponde a una explicitación que evite dudas interpretativas acerca del contenido del inciso segundo del artículo 16° de la ley orgánica de la Contraloría General de la República, en el sentido de cautelar los aportes de capital efectuados por el Fisco. En todo lo demás, la fiscalización corresponde a la recién creada Comisión para el Mercado Financiero, agregó.

El Honorable Senador señor Coloma señaló entender la explicación, mas no compartirla, porque responde a un reclamo actual acerca de lo que está obrando la Contraloría General de la República en relación a las empresas con aporte mayoritario del Estado. Estimó que se generaría un precedente peligroso.
Agregó que parece difícil creer que se trate sólo de una explicitación de lo que ya existe, dado que, de ser así, no existiría motivo para proponer un cambio respecto de lo aprobado por la Comisión de Obras Públicas.

El señor Ministro de Hacienda resaltó que el Fondo será una sociedad anónima y no una empresa pública, por lo que el marco regulatorio implica una mayor fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero.

El Honorable Senador señor Coloma consideró que están discutiendo un cambio que se refiere a un tema de la mayor importancia, dado que implicaría un cambio del rol de la Contraloría General de la República respecto de todas estas empresas y responde a un caso específico, coyuntural, de CODELCO. Observó que, en ese contexto, la propuesta del Ejecutivo parece más una forma de reclamar y limitar el accionar del ente contralor que otra cosa.
Señaló que lo correcto sería tener un debate general, y en otro contexto, acerca del rol que debe cumplir la Contraloría General de la República en este ámbito.

Agregó que en una empresa que podría tener un capital, activos y movimientos por US$9.000 millones, sería mejor que existiera mayor fiscalización y no que se limitara del modo propuesto.
La señora Lobos planteó que la indicación resulta consistente con la ley orgánica de la Contraloría General de la República y con el artículo 98 de la Carta Fundamental, en cuanto dispone que “fiscalizará el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco”.

Manifestó que, en un primer momento, consideraron que bastaba con citar la disposición atingente de la ley orgánica de la Contraloría General de la República, pero como han surgido dudas interpretativas, estiman que es mejor explicitar el campo de acción de acuerdo a las normas orgánica y constitucional citadas, destacando además que el Fondo se rige, principalmente, por las normas de la ley sobre sociedades anónimas.
El Honorable Senador señor Montes consultó qué aspectos de la fiscalización de la Contraloría General de la República quedarían fuera de aprobarse la indicación.

Estimó que no tiene sentido que la entidad intervenga o afecte la operación normal de la empresa.

El Honorable Senador señor García expresó haber escuchado la exposición del Presidente de COCHILCO acerca del conflicto entre CODELCO y la Contraloría General de la República, por lo que pudo apreciar que las diferencias de interpretación entre ambas entidades no son tan grandes como se ha hecho ver.

Señaló, por otro lado, que le parece complicado inmiscuirse en una controversia en desarrollo con una enmienda como la que se propone. Agregó que no es partidario de aprobar una disposición que restrinja las atribuciones de la entidad contralora en el ámbito de una empresa con participación mayoritaria del Estado.

El señor Ministro de Hacienda indicó que la controversia mencionada no se encuentra solucionada, muestra escaso avance, y ya tiene consecuencias de gestión relevantes con costos para la empresa.

Observó que es relevante tener presente que existió un cambio de criterio en el órgano contralor, que ha desestimado que exista una derogación tácita de la ley orgánica que los rige por parte de la ley sobre gobierno corporativo de CODELCO, lo que sostiene en base a que no puede operar dicha derogación al ser la Contraloría General de la República un órgano consagrado en la Constitución Política de la República.

La señora Lobos reiteró que no se están restringiendo las facultades de la Contraloría General de la República y sólo se está explicitando su ámbito de competencia respecto de las sociedades anónimas conforme al correspondiente mandato constitucional y de ley orgánica citado.

El Honorable Senador señor Pizarro consideró lógico que en una empresa como la que se propone crear, sociedad anónima, se coloquen normas que definan bien y expliciten cuál es el control que ejerce el citado organismo, lo que puede ser incluso mejor desde la perspectiva de la Contraloría, dado que en ocasiones le atribuyen injustamente los problemas de gestión que puede tener una determinada repartición o empresa.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que sería conveniente invitar y conocer la opinión del señor Contralor sobre el punto.

El Honorable Senador señor Lagos coincidió en que se trata de un tema crucial y que ha adquirido gran relevancia en los últimos dos meses por el caso de CODELCO. Observó que existe un cambio de criterio del ente contralor que implica un giro a lo obrado por los anteriores contralores por mucho tiempo. Estimó que si existe un cambio acerca del alcance de las atribuciones de la Contraloría General de la República, debieran abordarlo de manera institucionalizada y explicitándolo en la correspondiente normativa. Agregó que se requiere conocer del citado organismo si ha cambiado o no su interpretación y por cuáles razones, lo que se puede lograr pidiendo su parecer sobre el punto.

El Honorable Senador señor Coloma resaltó que el mismo texto propuesto por el Ejecutivo, y que no generaba ninguna intranquilidad, ahora es objeto de una propuesta para delimitar su contenido que se explica sólo por la controversia generada en los últimos dos meses. 

El Honorable Senador señor Pizarro concordó en que el cambio de criterio sobre atribuciones que discuten, efectivamente deben discutirlo a nivel del Senado y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, junto a un diálogo con el mismo Contralor General, para lograr mayor claridad acerca del alcance de las facultades mencionadas. Ello no implica, agregó, que en esta área específica de la creación de la empresa Fondo de Infraestructura, no corresponda hacer los ajustes necesarios para que pueda funcionar correcta y eficazmente, sujeta a la doble fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero y la Contraloría General de la República.

El Honorable Senador señor Lagos planteó que con la disposición propuesta se está solucionando un problema de una norma que aparece como abierta en su interpretación y que es entendida de distinta forma por actores relevantes, por lo que debe resultar positivo para todos el que exista una norma legal que zanje y aclare los alcances de las disposiciones.
Independiente de ello, expresó que pueden invitar en otra instancia al señor Contralor General para discutir lo que todos esperan sean las facultades y acciones, a futuro, del ente que representa en materia de fiscalización y control.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que no es el momento de entrar en el debate global acerca de las atribuciones de la Contraloría General de la República, que se encuentra abierto en este momento, y que podría incluir otros ámbitos como, por ejemplo, los municipios y los gobiernos regionales, y la posibilidad de contar con una dirección colegiada de la institución.

Planteó que la Comisión solicite la opinión por escrito de la Contraloría General de la República para poder revisarla en la próxima sesión.
Agregó entender que, en ningún caso, la entidad contralora revisa aspectos de la gestión de la empresa como tal.

La señora Lobos insistió en que la propuesta de indicación no altera la regla sobre fiscalización de la Contraloría General de la República, precisando exclusivamente cuáles son los recursos sobre los que se enfoca la acción de control, que son aquellos que constituyen el aporte de capital del artículo 11, letra a), del proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Montes expuso que, en vista al fraude detectado al interior de Carabineros de Chile, se encuentra abierto a buscar las mejores soluciones posibles para que la fiscalización sea efectiva y cumpla sus objetivos.

La Comisión acordó, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro, enviar un oficio al señor Contralor General de la República a fin de solicitar la opinión del órgano contralor respecto de los alcances que estima tendría esta disposición.
En la siguiente sesión, la Comisión tomó conocimiento de la respuesta del Contralor General de la República, de 4 de agosto del corriente, que es del siguiente tenor:

“Mediante el oficio del rubro la Comisión de Hacienda del Senado solicita a esta Contraloría General que informe el alcance de la indicación presentada por el ejecutivo en el proyecto de ley, iniciado en mensaje que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N°10.647-09), en orden a modificar el artículo 27 intercalando en su inciso final entre la frase “la república” y el punto aparte, la siguiente expresión: “, respecto de los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley”.

1.- Análisis de la propuesta de normativa en cuestión.

El proyecto contenido en el mensaje de la Presidenta de la República establece en su artículo 27, Inciso segundo, que, respecto de la entidad que se crea, la Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 16, inciso segundo, de la ley N° 10.336.

Posteriormente, mediante una indicación del ejecutivo, se pretende acotar esa fiscalización, agregándole una frase en orden a que dicha función se cumplirá “respecto de los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley”. Ese literal alude al “capital inicial que suscribirán el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción” (CORFO), en los términos que indica.

Para el análisis de la propuesta normativa de que se trata, es necesario recordar que el citado inciso segundo del artículo 16 de la ley N° 10.336, regula la fiscalización por esta Contraloría de las entidades en que el Estado, entendido en un sentido amplio, tenga aportes de capital mayoritario o en igual proporción o, en las mismas condiciones, representación o participación, para efectos de cautelar el cumplimiento de los fines de dichas entidades, la regularidad de sus operaciones, hacer efectiva la responsabilidad de sus directivos o empleados y obtener la información necesaria para formular un Balance Nacional.

Esta norma legal recoge el mandato constitucional encomendado a esta Contraloría General por el artículo 98 de la Constitución Política de la República, en orden a fiscalizar el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco y de los demás organismos que determinen las leyes.

Así, el fundamento de las reglas que contempla el inciso segundo del citado artículo 16 de fiscalización es la obligación constitucional que tiene esta Entidad de controlar la debida inversión de los fondos públicos. Ello, especialmente en entidades en que el Estado, a través de sus aportes o de su participación en los órganos directivos incide decisivamente en el manejo de la administración de las mismas, como una forma de cumplir su cometido de satisfacer necesidades públicas.

Pues bien, la sociedad que se pretende crear es, precisamente, de aquellas que administran fondos públicos y en las que el Estado tiene aportes de capital y participación mayoritarios.

Además, las funciones que se asignan a la sociedad en cuestión, en la actualidad y así ha sido históricamente, son desarrollados por el Ministerio de Obras Públicas a través de sus direcciones, pues se trata de funciones de naturaleza pública.

Atendido lo anterior, restringir las facultades de control a uno de los componentes del patrimonio de la sociedad que se crea, supone retroceder en la vigencia del principio de control y por ende de probidad, dejando en los hechos a una función pública -que antes desarrollaba una secretaría de Estado, sujeta al control íntegro de esta entidad fiscalizadora-, al margen de la fiscalización.

Lo anterior, resulta particularmente grave considerando que uno de los ámbitos más vulnerables a la corrupción es, precisamente las obras públicas y la modalidad de concesión a particulares. Este aserto se funda en estudios de un gran número de organismos internacionales y de la simple constatación de la realidad.

Todo lo anterior justifica no solo la aplicación integral del artículo 16, inciso segundo, tal como se disponía en el artículo primitivo del mensaje presidencial, sino también todo el sistema de control que en la actualidad se desarrolla sobre esta función pública.

2.- Problemas que genera la modificación que pretende introducirse.

a) En primer término, según se indicara, esta Contraloría General tiene la obligación de carácter constitucional de fiscalizar los fondos públicos, de manera que no es posible, por la vía legal reducirse ese control exclusivamente al “capital inicial” de la sociedad, como se propone en la especie, toda vez que ello sería claramente inconstitucional.

En efecto, una norma como la propuesta implica alterar el sistema de control público previsto por la Carta Fundamental, que descansa sobre la base de que este Organismo es el encargado de fiscalizar los fondos públicos.

Además, no se advierten las razones que justificarían sustraer a la sociedad que se crea del régimen general de control al que se encuentran sometidas el resto de las entidades de similar naturaleza, lo que también podría significar una vulneración al artículo 19 N° 2 de la Constitución.

b) Teniendo en cuenta que la creación de la sociedad de que se trata persigue el cumplimiento de objetivos públicos, que implican la necesidad de una gestión idónea de los recursos y funciones involucrados, un precepto como el que se propone implica un retroceso importante en el principio del control público, que en el actual ordenamiento jurídico tiene una relevancia fundamental.

En este sentido, no puede desconocerse que las actuaciones que realice tal entidad, en cuanto se vinculen con el interés general, requieren dar estricto cumplimiento al principio de probidad administrativa, consagrada en el artículo 8° de la Carta Fundamental, cuya vigencia depende indefectiblemente del control.

Además, una falta de control de esas actuaciones desatiende los principios de control y responsabilidad que consagra la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Al respecto, la falta del debido control de la sociedad en comento puede traducirse en una merma al Estado de Derecho, cuyo elemento consustancial es la sujeción al control público de los entes que cumplen funciones públicas, sin que ninguno de éstos pueda quedar al margen de ese presupuesto fundamental.

c) Dificultades prácticas en la aplicación de la norma propuesta. El tenor de ésta adolece de falta de claridad y su aplicación práctica resultaría muy difícil.

En efecto, resulta impracticable fiscalizar sólo el aporte inicial de la sociedad, dejando al margen el resto, ya que se produce, en los hechos una confusión de recursos, resultando casi imposible verificar si una determinada contravención al ordenamiento jurídico ha tenido lugar con unos fondos u otros.”.
El Honorable Senador señor Pizarro señaló que le parecía necesario delimitar hasta dónde llegan las potestades fiscalizadoras de la Contraloría cuando se trata de una empresa con aportes del Estado y, a partir de la respuesta de la entidad, pareciera ratificar que la misma considera que puede revisar prácticamente todos los aspectos de la empresa, incluyendo toda su gestión, por lo que considera aún más necesario aprobar la indicación presentada. Planteó que puede ser muy negativo para el funcionamiento del Fondo que la Contraloría General pueda cuestionar la administración de la empresa en su totalidad.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que la respuesta del señor Contralor ratifica su opinión acerca de que no es bueno restringir las atribuciones de fiscalización de dicha entidad.

Otra cosa, planteó, es que puedan hacer una discusión específica para tratar las facultades generales de la Contraloría General de la República en materia de empresas del Estado y de empresas con aportes mayoritarios del mismo, lo que forma parte de las reglas de un Estado democrático. En cambio, imponer restricciones como reacción de última hora por una controversia puntual que se encuentra en desarrollo no parece la forma adecuada de legislar, añadió.

Estimó que lo preferible sería que esa parte de la indicación sea retirada. 

El Honorable Senador señor Montes expresó no compartir que la entidad contralora deba revisar hasta el último detalle de la marcha de una empresa, del modo que se evidencia en la citada respuesta de la Contraloría cuando indica que “resulta impracticable fiscalizar sólo el aporte inicial de la sociedad, dejando al margen el resto, ya que se produce, en los hechos una confusión de recursos, resultado casi imposible verificar si una determinada contravención al ordenamiento jurídico ha tenido lugar con unos fondos u otros”.

Agregó que en las corporaciones municipales educacionales ocurre algo similar pero con resultado inverso, dado que los recursos públicos se mezclan con fondos privados y la Contraloría no sabe cómo proceder para fiscalizar la parte que le corresponde.

Estimó que, si aprueban la indicación presentada por el Ejecutivo, este último debe abrir un diálogo con la Contraloría General de la República para buscar soluciones al problema, dado que lo propuesto por la indicación no es suficiente para lograr abordar la situación general de las empresas con aportes del Estado.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cómo se distingue el aporte inicial de la sociedad a efectos de ejercer la fiscalización del organismo contralor.
La señora Lobos señaló que el Ejecutivo considera relevante la aprobación de la indicación para lograr el adecuado funcionamiento de la empresa. Reiteró que se está precisando el ámbito de competencia de la Contraloría y no restringiéndolo.
Puesta en votación la letra b) de la indicación, se registraron los siguientes fundamentos:

El Honorable Senador señor Coloma expresó que le parece especialmente grave cuando la Contraloría General de la República dice que se deriva como consecuencia de la indicación el “restringir las facultades de control a uno de los componentes del patrimonio de la sociedad que se crea, supone retroceder en la vigencia del principio de control y por ende de probidad, dejando en los hechos a una función pública -que antes desarrollaba una secretaría de Estado, sujeta al control íntegro de esta entidad fiscalizadora-, al margen de la fiscalización”, dado que supone un cambio en las reglas del juego, que tiene alcances más allá de este puro proyecto de ley.
Manifestó votar en contra de la indicación porque implica un grave retroceso en materia de fiscalización de los recursos públicos.

Efectuó reserva de constitucionalidad en razón de violarse y limitarse la facultad de fiscalizar el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, conforme a lo dispuesto por los artículos 98 y 99 de la Constitución Política de la República.

El Honorable Senador señor Pizarro votó favorablemente la indicación por cuanto no se restringe el ámbito de competencias de la Contraloría y sólo se aclara y precisa el mismo, evitando que se produzcan efectos perniciosos para el interés público y del Estado.

El Honorable Senador señor Lagos votó favorablemente en el entendido que el Ejecutivo está ratificando el criterio históricamente aplicado por la entidad contralora en la fiscalización de empresas públicas o privadas con aportes mayoritarios del Estado. Sostuvo hacer fe en lo expuesto por el Ejecutivo en cuanto se salvaguardan las facultades de la Contraloría General de la República, y si se estima que se requiere algún cambio de criterio más profundo debe producirse un debate a nivel del Estado o de reforma constitucional.
El Honorable Senador señor Montes expresó votar favorablemente porque el artículo 16, inciso segundo, de la ley de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, establece que el ámbito de competencia de la Contraloría en empresas con aportes de capital mayoritario del Estado se refiere a ese mismo aporte. Agregó que, el inciso tercero de la misma norma, dispone que las superintendencias y organismos que cumplan funciones de fiscalización quedarán sujetos al control de dicho organismo y deberán observar sus instrucciones y proporcionar antecedentes para hacer efectiva la fiscalización del inciso segundo.
Reiteró que debe producirse un diálogo específico de la Contraloría con el Ejecutivo para encontrar una solución al problema y evitar nuevos conflictos.

La indicación número 11 letra a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

La indicación número 11 letra b), fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 29
Dispone que los trabajadores del Fondo quedarán sujetos, de manera exclusiva, a las disposiciones contenidas en el Código del Trabajo y en su normativa complementaria.
La señora Lobos expresó que la aplicación del Código del Trabajo constituye la regla respecto de las empresas del Estado y las sociedades anónimas similares.

El asesor del Ministerio de Obras Públicas, señor Zarko Luksic, señaló que la normativa complementaria del Código del Trabajo corresponde a aquella referida a seguridad social, seguridad en el trabajo, higiene y normas emanadas de la Dirección del Trabajo.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 30
Autoriza al Fisco para realizar los aportes de capital necesarios para el debido cumplimiento de las obligaciones financieras del Fondo, emanadas de la aplicación de esta ley y del estatuto social de la sociedad.
El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, explicó que se trata de una norma general, referida a los aportes de capital de la empresa, por lo que se relaciona y explicita en detalle en los artículos 11 y segundo transitorio.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que, en base a lo explicado, este artículo también se relaciona con el valor de los peajes y los flujos futuros que representan como activos del Fondo. En ese sentido, no comparte que se entregue una autorización general para que esos flujos constituyan aporte de capital, dado que ello contribuiría a imposibilitar que exista una baja en el valor de los mismos en el futuro.
Resaltó que ha insistido desde el comienzo de la tramitación de la iniciativa legal para que exista una flexibilidad que permita bajar el precio de los peajes, y entendía que existía un compromiso del Ejecutivo en dejarlo consagrado en la ley, cuestión que no ve que se concrete.

El señor Ministro de Obras Públicas explicó que los aportes de capital que se traspasan son los activos físicos, por lo que la presente disposición es independiente de la valoración de los flujos representados por los peajes.

Agregó que se les ha solicitado determinar una política de peajes, que no se incorporan propiamente en este proyecto de ley, por ser propios del ámbito del Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de lo cual se considera apuntar a una rebaja del orden del 10% del valor actual de los peajes, y que se fije una política por kilómetro y de acuerdo al tipo de vía que se trate. En virtud de dicha rebaja, el capital del Fondo llegaría a US$8.100 millones y no US$9.000 millones señalados en sesiones anteriores.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó entender y compartir la explicación, no obstante, ve que el artículo en discusión se encuentra muy vinculado y que no se logrará dejar en esta ley que los activos del Fondo corresponden al 90% de los flujos futuros de los peajes que se piensa incorporar. Agregó haber asumido que el compromiso del Ejecutivo era explicitar en este proyecto de ley lo precedentemente expuesto.
Estimó que si no se deja claro en esta iniciativa legal, lo más probable es que nunca ocurrirá la pretendida rebaja de los peajes. Ello, añadió, porque en la proyección que se hace para calcular el capital del Fondo se utiliza el precio actual de los peajes que se incorporarían.

El señor Ministro de Hacienda expuso que no consideraron positivo inmiscuirse en la política de peajes dentro del proyecto de ley, dado que tiene varias dimensiones que se entrecruzan, una de ellas, que deben pensarse en red, representando una tarificación dentro de una malla de comunicaciones viales. Por ello, explicó que parece mucho mejor que, si se decide rebajar un peaje, deba resarcirse a la empresa y eso quede reflejado en la ley de presupuestos del sector público que corresponda. Así, se otorga una flexibilidad que resultará muy útil para el Fondo y para el Fisco, concluyó.

El Honorable Senador señor Montes expresó que parece muy conveniente dotar de flexibilidad lo que tenga que ver con los aportes de capital del Fondo, pero también es necesario que se exprese de alguna forma el compromiso de que se analizará cada caso buscando lograr una cierta baja en el valor de los peajes cuando sea posible.

El señor Ministro de Obras Públicas reiteró que están trabajando en una política de peajes para cuando llegue el momento de renovar las concesiones que se ajuste aproximadamente al 90% de los precios de los peajes actuales. Asimismo, repitió que dicha política de peajes no debe incluirse en la ley que crea el Fondo de Infraestructura.

Resaltó que el artículo 22 permitirá que, en el futuro, otro Gobierno decida, por ejemplo, rebajar en 40% el valor de un peaje, pero ello no podrá significar un perjuicio patrimonial para el Fondo, el cual deberá ser resarcido.

El Honorable Senador señor García planteó que los aportes que se autoriza efectuar son aquellos contemplados en el artículo 11, letra a), y, por ello, cree que debiera expresarse así en el artículo 30, y no dejándolo abierto y más amplio.

Asimismo, analizando el mismo artículo 11, letra a), surge la duda de si se descarta completamente realizar aporte de capital vía Tesoro Público, como podría ser de otros activos del tesoro o del FEES. Señaló que descartar los aportes desde el Tesoro Público es fundamental para poder aprobar este artículo y el 11.

La señora Lobos expresó que existen propuestas para mejorar la redacción de los artículos 11 y segundo transitorio y la forma de hacer los aportes, por lo que, de aprobarse, podrían perfectamente suprimir la presente disposición, despejando la duda apenas planteada.

El señor Gómez agregó que sólo se consideran transferencias de activos físicos, por lo que descartan que exista la posibilidad de realizar transferencias desde el Tesoro Público. Sólo el aporte de CORFO, que corresponde al 1%, puede hacerse mediante recursos o activos financieros. Concordó en que el artículo 30 sería redundante de aprobarse los cambios mencionados.
Puesto el artículo en votación, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.
Disposiciones transitorias

Artículo primero
Su contenido es el siguiente:

“Artículo Primero Transitorio.- Para los efectos de la renovación parcial del Directorio a la que se refiere el artículo 15 de la presente ley, los miembros del primer Directorio, durarán en sus cargos el número de años que a continuación se indica, sin perjuicio de que podrán ser designados por nuevos periodos sucesivos y completos:

a) Los directores que corresponda nombrar de conformidad a la letra a), del inciso segundo del artículo 15, serán elegidos en sus cargos por un periodo de dos años.

b) Los directores que corresponda nombrar de conformidad a la letra b) del inciso segundo del artículo 15, serán elegidos por un período de tres años.

El Presidente de la República, en el decreto de nombramiento que corresponda, deberá indicar la calidad de los directores nombrados en cada caso.”. 
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.
Artículo segundo
Autoriza al Ministerio de Hacienda para que mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro de los doce meses siguientes a la constitución del Fondo, los aportes de capital señalados en el artículo 11.
En este artículo recayó la indicación número 12 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la expresión “doce meses” por “cinco años”.

b) Reemplázase la expresión “el artículo 11 de la presente ley” por “la letra a) del artículo 11 de la presente ley, los que incluirán todas aquellas rutas y carreteras cuya explotación se encuentre regulada por el decreto ley N° 900, de 1996, facultándose a éste para explotarlas una vez finalizado el período de la respectiva concesión”.

c) Agregáse el siguiente inciso segundo, nuevo:
“Con todo, los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, de forma conjunta y fundadamente, podrán decidir no aportar algunos de los bienes a que se refiere el inciso anterior. Dicha decisión deberá informarse a las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda de ambas cámaras del Congreso Nacional.”.
El señor Ministro de Obras Públicas explicó que les parece mejor dar una gradualidad que implique 5 años en vez de 1 para efectuar los aportes de capital al Fondo. Asimismo, se explicita que dichos aportes consisten en todas las rutas y carreteras en explotación, dando certeza al respecto, y agregándose una excepción que permite excluir alguna ruta o carretera, siempre que se haga fundadamente por los ministros de Hacienda y Obras Públicas con informe a las respectivas comisiones del Congreso Nacional.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que un cambio de un plazo de 12 meses a 5 años resulta sorprendente por la brecha entre ambos y debe contar con fundamentos relevantes. Lo mismo le sucede, acotó, con la excepción que se incorpora, la que lleva a preguntarse –si se verificara- cómo se haría para llegar a los US$8.100 millones proyectados.

El Jefe de la División Finanzas Públicas de la DIPRES, señor Gómez, explicó que la proyección del Fondo se hizo con todas las rutas y carreteras, por lo que, proyectos como centros intermodales de carga, se considerarían como “nuevos”.

Explicó que  en el caso de las rutas y carreteras con contratos de concesión vigentes, de igual forma se produciría el aporte de capital de esos bienes en uno o cinco años, pero los contratos seguirían produciendo efectos y la explotación por parte del Fondo recién comienza cuando el contrato de concesión termina. 

El señor Ministro de Hacienda explicó la excepción que se introduce en el inciso segundo, la que tiene que ver con dejar una salida en caso que, por ejemplo, se decidiera disminuir demasiado un determinado peaje o que el Fondo no esté funcionando como se espera. Acotó que se trata, nuevamente, de otorgar flexibilidad en caso que se presenten situaciones extremas.

Por otra parte, sostuvo que el mercado requiere contar con certeza acerca del valor de los activos del Fondo, por lo que resulta importante decir que serán todas las rutas y carreteras, y cada vez que se verifique un traspaso se sabrá cuál es su valor proyectado.
El Honorable Senador señor García estimó que puede ser mejor un plazo de 5 años frente a uno de sólo 1.

Respecto de la segunda enmienda, que se refiere a todas las rutas y carreteras, planteó que deben resolverse problemas que se van presentando, como ocurre en el aeropuerto de Freire y los peajes para acceder a él, por ejemplo, los que deben abordarse más allá de que se traspasen como activos al Fondo.

El Honorable Senador señor Coloma observó que los informe financieros dicen que no se pueden estimar los valores, y el último indica que los cambios no influyen sobre las estimaciones anteriores, por lo que se hace muy difícil evaluar lo que está ocurriendo.

Agregó que los US$8.100 millones de los que habla el señor Ministro de Obras Públicas sirven para dejar constancia en la historia de la ley, pero no encuentran correlato en ningún documento del Ejecutivo.

El señor Ministro de Obras Públicas acotó que los cambios propuestos al artículo dan certeza acerca de que se traspasarán todas las rutas y carreteras, lo que no ocurre con la redacción actual, en que bastaba traspasar una sola para cumplir la obligación, no obstante ser 37 potenciales.

Agregó que no existen proyectos para US$8.100 millones en un año, por lo que parece más razonable un traspaso con mayor gradualidad.
La letra a) de la indicación número 12, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Las letras b) y c) de la indicación número 12, fueron aprobadas con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
°°°
La indicación número 13 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:

“Artículo Tercero Transitorio.- En tanto no se determinen las remuneraciones para los directores del Fondo de conformidad a lo establecido en el artículo 16, ellos percibirán: 

a) Una remuneración mensual bruta equivalente a 30 unidades tributarias mensuales, por concepto de su participación en sesiones del directorio. El presidente del directorio percibirá una remuneración mensual bruta única e incompatible con la anterior, equivalente a 60 unidades tributarias mensuales.

Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en el párrafo anterior, se requerirá la asistencia del director como mínimo a una reunión de directorio durante el mes respectivo. 
b) Los directores que deban integrar un comité de directores, sea que se trate del establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 o de cualquier otro que se constituya por acuerdo del directorio, recibirán una remuneración mensual bruta adicional equivalente a 10 unidades tributarias mensuales por su participación en éstos. 

c) Quien presida el comité de directores establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 recibirá una remuneración mensual bruta equivalente a 20 unidades tributarias mensuales, incompatible con la señalada para sus demás integrantes. 

Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en las letras b) y c) precedentes, se requerirá la asistencia del director a una reunión de comité durante el mes respectivo, como mínimo. No se pagará por la asistencia a más de una sesión de directorio o comité en el mes.”.

La señora Lobos explicó que esta disposición transitoria complementa el sistema permanente de remuneración propuesto en el nuevo artículo 16, en tanto se aplicará mientras no se cumplan los pasos establecidos en la última norma citada.

El Honorable Senador señor Coloma efectuó un llamado al Ejecutivo, al igual que lo hizo respecto de las remuneraciones del Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero, en el sentido de que las remuneraciones propuestas son bajas en relación al mercado, lo que constituye un error en vista a lograr la excelencia en la Administración.

La indicación número 13, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 4 de mayo de 2016, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente proyecto de ley crea una sociedad anónima del Estado denominada Fondo de Infraestructura S.A., cuyo objeto será la construcción, ampliación, reparación, conservación, explotación, desarrollo, financiamiento e inversión en proyectos de infraestructura, incluidos los servicios anexos a los mismos. Esta sociedad anónima estará formada por el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO).

El capital inicial del Fondo será suscrito y pagado por el Fisco y la CORFO. En el caso del Fisco, el capital se aportará con bienes fiscales y nacionales de uso público, en un plazo de 12 meses contados desde la constitución de la sociedad CORFO, por su parte, aportará capital social de acuerdo a la participación accionaria que le corresponde.

El Fondo de Infraestructura se regirá por las normas de las sociedades anónimas abiertas, y quedará sometido a fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Contraloría General de la República.

El Fondo tendrá un gobierno corporativo que velará por la solvencia de la empresa, el cual contempla una Junta de Accionistas y un Directorio independiente compuesto por cinco miembros que durarán cuatro años en sus cargos y que podrán ser designados por nuevos periodos. Este Directorio se renovará por parcialidades.

Es importante destacar que el proyecto de ley establece normas que siguen las principales recomendaciones OCDE en materia de empresas públicas. Así por ejemplo, respecto de las instancias de administración de las empresas públicas, los lineamientos de la OECD recomiendan respetar la independencia de los directorios o cuerpos de administración de éstas; profesionalizarlos y determinar procesos estructurados y transparentes de designación de los directores, junto con establecer los incentivos adecuados con miras a que ellos persigan el mejor interés de la compañía. Junto con ello, las guías son claras en determinar que es precisamente en el directorio en quien debe recaer la responsabilidad por la gestión de la empresa, por lo que resulta necesario establecer sus deberes y limitaciones claramente.

Fruto de todo lo anterior, se espera que el Fondo sea una empresa solvente y con rentabilidad privada positiva.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Se ha estimado que los efectos directos del Proyecto de Ley sobre las finanzas públicas, son aquéllos derivados de la puesta en funcionamiento del Fondo de Infraestructura S.A., y en particular, aquéllos relacionados con las transferencias que el Fisco le realice o pueda recibir de éste. Es así como:

a) En lo que respecta a gastos, en el período correspondiente al Programa Financiero que acompaña a la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente (es decir, desde el presente año hasta el año 2019), se anticipa un aporte de capital de CORFO, correspondiente a la participación que a esta entidad le corresponde luego del traspaso de los bienes indicados en el artículo 11 del proyecto de ley. En tal caso, por ejemplo, si los activos a ser traspasados desde el Fisco al Fondo son valorados en US$1.000 millones, CORFO aportará US$10 millones.

Este aporte de capital, en todo caso, se incluirá en la Ley de Presupuestos que corresponda al período de su materialización y no incrementará el gasto del gobierno central por tratarse de una transacción de activos financieros.

b) Respecto de ingresos fiscales, no se anticipan en el período correspondiente al Programa Financiero vigente, puesto que no se anticipa retiro de utilidades por parte del Fisco.

c) Finalmente, en períodos posteriores al señalado en la letra a), el Fisco podría observar una reducción en los ingresos fiscales, equivalente a los ingresos fiscales netos que podrían haberse obtenido de las concesiones sobre los activos a ser traspasados, si es que esos fueran positivos. En cualquier caso, no es posible anticipar la cuantía de esta potencial reducción ni el momento de ocurrencia de las mismas.”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero referido a indicaciones elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 16 de enero de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente Informe Financiero dice relación con un conjunto de indicaciones presentadas en el Mensaje 341-364 al Proyecto de Ley que crea una Sociedad Anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”.

Estas indicaciones corresponden a adecuaciones en el texto del mencionado Proyecto de Ley, principalmente aquellas relacionadas con la autorización para que el Estado participe en actividades empresariales, con el objeto de la sociedad que se cree, y con los criterios de construcción del Plan Negocios de la sociedad.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las indicaciones propuestas no innovan en materias que tengan efecto sobre los ingresos y gastos del sector público. Por lo mismo, éstas no generan cambios respecto de lo señalado en el Informe Financiero N°51, de 4 de mayo de 2016.”.
- A continuación, figura informe financiero referido a indicaciones elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 3 de abril de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

El proyecto de ley en trámite crea una Sociedad Anónima del Estado denominada Fondo de Infraestructura S.A., cuyo objeto será el financiamiento e inversión en proyectos de infraestructura y los servicios anexos, incluyendo la construcción, ampliación, reparación, conservación, explotación y desarrollo. Esta sociedad anónima estará formada por el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO).

Las indicaciones del Ejecutivo vienen en precisar -principalmente- la manera en la cual el Fondo de Infraestructura S.A. desarrollará su objeto, a la vez que incorpora consideraciones relevantes en materia de contenidos del Plan Negocios de la sociedad.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las indicaciones propuestas no introducen materias que tengan efecto sobre los ingresos o gastos del sector público. Por lo mismo, éstas no generan cambios respecto de lo señalado en los Informes Financieros N°51, de 4 de mayo de 2016 y N°5, de 16 de enero de 2017.”.
- Finalmente, se presentó informe financiero referido a indicaciones, con un anexo, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 7 de agosto de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

El proyecto de ley al que se formulan indicaciones, crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”, cuyo objeto será la construcción, ampliación, reparación, conservación, explotación, desarrollo, financiamiento e inversión en proyectos de infraestructura, incluidos los servicios anexos a los mismos. Esta sociedad anónima estará formada por el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO).

Las indicaciones al proyecto de ley en consideración, además de incluir mejoras al texto, introducen modificaciones en las materias que a continuación se indican:

a) De las atribuciones y obligaciones del Fondo: Se incorpora una precisión respecto del no compromiso de la responsabilidad financiera del Estado en los contratos que suscribe el Fondo;

b) De la constitución y del patrimonio del Fondo: Se especifica cómo se suscribe o paga el capital inicial por parte de CORFO y el Fisco;

c) De la administración y organización del Directorio: Se aumenta de cuatro a cinco años la duración del cargo de los Directores independientes; se establece el mecanismo que se utilizará para fijar las remuneraciones de los Directores; se clarifican las inhabilidades e incompatibilidades con el ejercicio del cargo; y se tipifican las faltas graves al cumplimiento de sus obligaciones y su eventual remoción;

d) Del procedimiento de evaluación de provectos que requieran especial aprobación: Se precisa el procedimiento para incorporar obras o mejoras a proyectos que requieran de aporte fiscal y que puedan provocar -eventualmente- un impacto negativo en el patrimonio del Fondo;

e) De los artículos transitorios: Se extiende el plazo de doce meses a cinco años para que el Ministerio de Hacienda realice los aportes de capital al Fondo; se señala que para la conformación del capital inicial por parte del Fisco se considerarán todas aquellas rutas y carreteras cuya explotación actualmente se encuentre regida por la Ley de Concesiones y, se agrega un artículo que detalla la remuneración inicial del Directorio, previo a que se conforme el mecanismo para fijar la remuneración definitiva que percibirán sus miembros.

II. Impacto Fiscal

Se estima que las modificaciones sugeridas al proyecto de ley que se presentan en estas indicaciones, no generan cambios respecto de lo señalado en Informes Financieros anteriores sobre el mismo proyecto.

Sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar que la indicación que permite determinar cuáles son los bienes nacionales de uso público a ser aportados (artículo segundo transitorio) permite estimar un valor de dichos activos de hasta USD 8.460 millones, tal como se señala en el Anexo que acompaña a este Informe. Conforme a lo anterior, correspondería que CORFO realizase un aporte de USD 85,5 millones, los que corresponderán a transacciones de activos financieros. Ambos aportes de capital se realizarían en un espacio de cinco años, según consigna la indicación informada.

Anexo Informe Financiero 87/2017

I. Antecedentes

Para la estimación del valor del aporte que el Fisco entregará al Fondo de Infraestructura S.A. como Aporte de Capital, se debe recordar que ellos consisten en una serie de activos, correspondientes a Bienes Nacionales de Uso Público Viales y Carreteras, cuya explotación puede generar Ingresos Netos de Costos o “Excedentes”, correspondiendo teles “Excedentes” al valor económico de los mismos activos.

Dado que el Fisco sería dueño del 99% de las acciones de la sociedad que se crea, correspondería que CORFO realizara aportes de capital en activos financieros, equivalentes al 1,01% de la valoración antes descrita.

II. Valoraciones

Utilizando el listado vigente de concesiones, provenientes de la Coordinación de Concesiones del MOP, y considerado un período de 30 años de flujos de estas concesiones viales y de carreteras (por ser éste el plazo más largo utilizado por el Fisco para sus emisiones de Bonos), se estima que tas valoraciones alcanzarán a USD 8.460 millones respecto de 31 contratos. En consistencia con lo anterior, CORFO debería aportar un total de USD 85,5 millones, con recursos provenientes de sus activos financieros.

Con todo, se ha estimado que, en unos 20 casos los nuevos contratos arrojarán un Excedente correspondiente al 50% de los ingresos de explotación, provenientes -a su vez- de peajes y tarifas. El resto aportaría 0%, en función de lo que se estima serán las inversiones requeridas y sus correspondientes costos de operación y mantención.
	Valor presente flujos de fondo según datos 2015, actualizados al 2017, elaboración DIPRES

	US$ millones (TC $700)


	Escenario
	20 años (2036)
	30 años (2046)
	35 años (2050)
	50 años (2065)

	Considerando 20 contratos 
	1.466
	4.226
	4.852
	7.197

	Considerando 31 contratos
	4.676
	8.469
	9.259
	12.463


”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES





En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Obras Públicas en su segundo informe:
Artículo 5°

Inciso primero
Reemplazar la frase “o la suscripción de contratos, los” por la siguiente: “u otras modalidades contractuales, las”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).
Inciso segundo
Intercalar, entre las expresiones “podrá utilizar” y “los procedimientos”, la siguiente frase: “otra modalidad de concesión o contratación aplicando”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).
Inciso tercero
Sustituirlo por el siguiente: 

“En la utilización del estatuto jurídico de concesiones de obras públicas serán aplicables las normas establecidas en los capítulos III al XI, ambos inclusive, de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, así como las normas correspondientes de su reglamento, con excepción de lo establecido en sus artículos 8, 9, 19 inciso final, 20, 20 bis, 21, 25 y 39, así como de las normas reglamentarias que se deriven de estas disposiciones. El Fondo podrá convenir con el Ministerio de Obras Públicas para que este último actúe como representante del primero en el desarrollo del procedimiento de licitación para el otorgamiento de concesiones a terceros, debiendo detallar en el respectivo convenio los términos del mandato, señalando específicamente la aplicación total o parcial de la normativa indicada precedentemente. No obstante lo anterior, el Fondo podrá acordar con otras entidades públicas convenios destinados a contar con apoyo técnico para la estructuración, asignación y ejecución de dichos contratos.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).
Inciso cuarto
Reemplazar la frase “no podrá delegar en otras entidades públicas o privadas su facultad para el otorgamiento de concesiones a terceros, debiendo comparecer personalmente a la suscripción de los contratos respectivos”, por la siguiente: “deberá comparecer personalmente en la suscripción de los contratos. Con todo, los contratos señalados anteriormente no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).
Artículo 7°

Inciso primero
Intercalar, entre las expresiones “imprescindibles,” y “velando”, la frase: “a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación,”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2).
Artículo 11

Inciso primero

Letra a)
Reemplazar el punto y coma (;) por un punto aparte (.), y agregar los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:

“La Corporación de Fomento de la Producción podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de recursos o activos financieros.

Los aportes del Fisco serán individualizados y valorizados económicamente en los instrumentos administrativos que correspondan;”. (Mayoría de votos 3 a favor y 2 en contra. Indicación número 3).
Artículo 13
Sustituir la expresión “tercero” por “cuarto”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 15

Inciso quinto
Reemplazar la frase “durarán cuatro años en sus cargos y”, por la siguiente: “nombrados de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) durarán cuatro años en sus cargos, y aquellos nombrados según lo establecido en la letra b) durarán cinco años. Todos los directores”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 4).
°°°
Intercalar el siguiente artículo 16, nuevo, pasando los actuales artículos 16, 17 y 18, a ser 17, 18 y 19, respectivamente:

“Artículo 16.- Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida y revisada por el  Ministro de Hacienda, con una periodicidad no superior a dos años. En la determinación de las remuneraciones y sus revisiones, la o el Ministro de Hacienda considerará la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda, de Director de Presupuestos, de director o gerente general de la Empresa, o profesionales que se hayan desempeñado como directivos de la Dirección Nacional del Servicio Civil. La comisión deberá formular propuestas de determinación o revisión de remuneraciones, según corresponda, considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado. Asimismo, en las remuneraciones que propongan podrá incluir componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño del Fondo. Los directores no podrán recibir remuneraciones u honorarios del Fondo por servicios profesionales distintos de los contemplados en la propuesta de la comisión antes señalada.”. (Mayoría de votos 3 a favor y 1 en contra. Indicación número 5).
°°°
Artículo 16

Pasa a ser artículo 17, con las siguientes enmiendas:
Inciso primero

Letra c)
Eliminar la frase “ni encontrarse formalizado”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 6).
Inciso final

Agregar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente frase:

“Con todo, si alguno de los directores hubiere sido acusado de alguno de los delitos señalados en el literal c) del inciso anterior, quedará suspendido de su cargo hasta que concluya el proceso por sentencia firme. En este caso, se entenderá también suspendido el derecho del director acusado a la totalidad de la remuneración que corresponda en razón de su cargo.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 6).
Artículo 17

Pasa a ser artículo 18, con las siguientes enmiendas:

Incisos primero y segundo

Sustituirlos por los siguientes:

“Artículo 18.- La calidad de director del Fondo, así como de sus filiales o coligadas, será incompatible con los siguientes cargos:

a) Senador, diputado, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

b) Ministro de Estado, subsecretario, y demás funcionarios de exclusiva confianza del Presidente de la República.

c) Jefe de servicio, directivo superior que deba subrogarlo y aquellos que sean equivalentes.

d) Intendente y gobernador; alcalde y concejal; consejero regional; miembros del cuerpo diplomático o consular; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembro de los demás tribunales creados por ley.

e) Funcionario público de la Administración del Estado, con exclusión de los cargos docentes.

f) Presidente, vicepresidente, secretario general o tesorero de las directivas nacionales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos.

g) De elección popular y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.

La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales, la incompatibilidad regirá, asimismo, hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en el cargo de dirigente gremial o sindical, según correspondiere.

h) Director, administrador, gerente, subgerente o ejecutivo principal de una empresa cuyo giro se relacione con el objeto del Fondo. 

Si una vez designado en el cargo sobreviniere a un director alguna de las incompatibilidades o inhabilidades señaladas en el artículo anterior o en el inciso precedente, deberá informarlo inmediatamente al Presidente del Directorio, cesando automáticamente en el cargo de director.”. (Unanimidad 4x0, a excepción de la letra f), aprobada tres a favor y uno en contra 3x1. Indicación número 7).
Artículo 18

Pasa a ser artículo 19, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Letra b)
Reemplazar la frase “Directorio o gerente general de la empresa” por la siguiente: “Presidente del Directorio”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 8).
Letra e)
Modificarla del siguiente modo:

i) Sustituir la expresión “o haber omitido maliciosamente” por la siguiente: “u omitido”.

ii) Reemplazar la frase “de la empresa que impliquen incumplir la obligación de presentar el Plan de Negocios Quinquenal y/o a su contenido aprobado” por la siguiente: “del directorio que redunden en el incumplimiento de la obligación de elaborar y presentar cada año el Plan de Negocios Quinquenal ante el Ministerio de Obras Públicas en la fecha requerida y/o ante la Junta de Accionistas,”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 8).

Incisos tercero y cuarto
Reemplazarlos por el siguiente inciso tercero, nuevo:

“La remoción del director que hubiere incurrido en algunas de las causales descritas en el literal e) anterior se efectuará, fundadamente, por el Presidente de la República.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 8).
Artículo 19
Suprimirlo. (Votación cuatro en contra y una abstención).
Artículo 22

Inciso primero
Modificarlo de la siguiente manera:

- En su encabezamiento:

i) Reemplazar la palabra “pretenda” por “acuerde”.

ii) Sustituir la expresión “a continuación” por la siguiente frase: “a continuación, de manera previa a su materialización”.

- Reemplazar, en su numeral 1, la expresión “podrá” por “deberá”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 9).
°°°

- Agregar el siguiente inciso final, nuevo:

“En caso que la Administración del Estado solicite o requiera al Fondo incorporar obras o realizar modificaciones a proyectos en ejecución que provoquen impacto negativo en su patrimonio, deberá observarse el procedimiento señalado en los incisos anteriores. Asimismo, y previo a su materialización, se deberá contar con la autorización que corresponda en la ley de Presupuestos del Sector Público, según lo señalado en el artículo 27 de esta ley.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 9).
Artículo 24

Inciso primero
Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 24.- El Directorio deberá elaborar un Plan de Negocios Quinquenal. Este Plan deberá, previamente, ser puesto en conocimiento del Ministerio de Obras Públicas a más tardar el 31 de marzo del año que corresponda, el que emitirá un informe técnico dentro de los noventa días siguientes a su recepción, pronunciándose sobre su contenido. En dicha instancia el Ministerio de Obras Públicas podrá proponer al Directorio la realización de proyectos de infraestructura contemplados en su Programa de Concesiones. Sin perjuicio de lo anterior, el Plan de Negocios Quinquenal podrá ser objeto de adecuaciones, modificaciones y actualizaciones anuales que el Directorio deberá presentar en los mismos términos señalados anteriormente.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Inciso segundo
Intercalar entre la palabra “aprobación” y el punto aparte (.), la expresión: “o rechazo”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 10).
Artículo 28

Inciso primero
Reemplazar la expresión “Superintendencia de Valores y Seguros” por “Comisión para el Mercado Financiero”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 11, letra a).
Inciso final
Intercalar entre la frase “la República” y el punto final (.), la siguiente expresión: “, respecto de los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley”. (Mayoría de votos 3 a favor y 2 en contra. Indicación número 11, letra b).
Artículo 30
Suprimirlo. (Votación unánime, cuatro en contra).
Disposiciones transitorias

Artículo segundo
Modificarlo en el siguiente sentido:

- Sustituir la expresión “doce meses” por “cinco años”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 12, letra a).
- Reemplazar la expresión “el artículo 11 de la presente ley” por “la letra a) del artículo 11 de la presente ley, los que incluirán todas aquellas rutas y carreteras cuya explotación se encuentre regulada por el decreto ley N° 900, de 1996, facultándose a éste para explotarlas una vez finalizado el período de la respectiva concesión”. (Mayoría de votos 3 a favor y 2 abstenciones. Indicación número 12, letras b y c).
°°°

- Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:
“Con todo, los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, de forma conjunta y fundadamente, podrán decidir no aportar algunos de los bienes a que se refiere el inciso anterior. Dicha decisión deberá informarse a las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda de ambas cámaras del Congreso Nacional.”. (Mayoría de votos 3 a favor y 2 abstenciones. Indicación número 12, letras b y c).
°°°

- Incorporar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:

“Artículo tercero transitorio.- En tanto no se determinen las remuneraciones para los directores del Fondo de conformidad a lo establecido en el artículo 16, ellos percibirán: 

a) Una remuneración mensual bruta equivalente a 30 unidades tributarias mensuales, por concepto de su participación en sesiones del directorio. El presidente del directorio percibirá una remuneración mensual bruta única e incompatible con la anterior, equivalente a 60 unidades tributarias mensuales.

Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en el párrafo anterior, se requerirá la asistencia del director como mínimo a una reunión de directorio durante el mes respectivo. 
b) Los directores que deban integrar un comité de directores, sea que se trate del establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 o de cualquier otro que se constituya por acuerdo del directorio, recibirán una remuneración mensual bruta adicional equivalente a 10 unidades tributarias mensuales por su participación en éstos. 

c) Quien presida el comité de directores establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 recibirá una remuneración mensual bruta equivalente a 20 unidades tributarias mensuales, incompatible con la señalada para sus demás integrantes. 

Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en las letras b) y c) precedentes, se requerirá la asistencia del director a una reunión de comité durante el mes respectivo, como mínimo. No se pagará por la asistencia a más de una sesión de directorio o comité en el mes.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 13).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DE LA AUTORIZACIÓN PARA LA CREACIÓN DEL FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.

Párrafo 1°

De la autorización para el desarrollo de la actividad empresarial

Artículo 1°.- Autorízase al Estado para desarrollar las actividades empresariales de financiamiento e inversión referidas a proyectos de infraestructura y los servicios anexos a los mismos, incluyendo su construcción, ampliación, reparación, conservación, explotación y desarrollo, en conformidad y con estricta sujeción a lo dispuesto en esta ley.

Artículo 2°.- De acuerdo con la autorización establecida en el artículo anterior, el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción, en conformidad a su ley orgánica, constituirán, dentro del plazo de seis meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley una sociedad anónima que se denominará “Fondo de Infraestructura S.A.”, en adelante e indistintamente el “Fondo”, la que se regirá por las normas de las sociedades anónimas abiertas y por las de la presente ley. 

Artículo 3°.- Facúltase al Ministro de Hacienda para que, en representación del Fisco y conjuntamente con el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, concurran a la aprobación de los estatutos sociales, de sus modificaciones posteriores y suscriban los documentos pertinentes.

Párrafo 2°

De las atribuciones y obligaciones del Fondo de Infraestructura S.A.

Artículo 4°.- Para el desarrollo de su objeto, el Fondo podrá: 

1) Financiar o invertir en proyectos de infraestructura, directamente o a través de terceros, así como elaborar y realizar los estudios necesarios para tales proyectos.

2) Construir, ampliar, reparar, conservar, explotar y desarrollar, sólo a través de terceros, dichos proyectos de infraestructura.

3) Realizar gastos o inversiones de carácter físico o financiero, para nuevos proyectos, fomentando su construcción y desarrollo, en la forma que determine el Directorio, velando por mantener la solvencia de la empresa; 

4) Emitir instrumentos financieros de deuda, de garantías y otros autorizados expresamente por el Directorio;

5) Constituir sociedades anónimas filiales o coligadas para cumplir su objeto, previa autorización de la junta de accionistas;

6) En general, ejecutar todos los actos y celebrar todos los contratos tendientes a cumplir con el objeto de la sociedad; y

7) Realizar las demás actividades que expresamente se establezcan en la ley.

En el ejercicio de todas estas atribuciones, el Fondo deberá orientarse a la sostenibilidad financiera de su cartera de proyectos y a producir utilidades anuales durante cada ejercicio.

Artículo 5°.- El Fondo sólo podrá construir, ampliar, reparar, conservar, explotar o desarrollar proyectos de infraestructura a través de terceros, pudiendo hacerlo por medio del otorgamiento de concesiones u otras modalidades contractuales, las que deberán definirse mediante procedimientos de licitación pública que garanticen condiciones de competencia e igualdad entre los oferentes. Los procedimientos de licitación pública se realizarán en forma transparente y con estricta sujeción, de los participantes y del Fondo, a las bases administrativas y técnicas que los regulen, las que deberán establecer de manera clara y precisa los elementos de la esencia de la concesión o del respectivo contrato.

Para el otorgamiento de concesiones a terceros, el Fondo deberá utilizar el estatuto jurídico de concesiones de obras públicas contenido en el decreto supremo MOP N° 900, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley MOP N° 164, de 1991, ley de concesiones de obras públicas y su Reglamento. Excepcionalmente y para proyectos determinados, el Fondo podrá utilizar otra modalidad de concesión o contratación aplicando los procedimientos de licitación pública que éste determine siguiendo los criterios establecidos en el inciso anterior. En este último caso, la modalidad de contratación y el procedimiento de licitación pública deberán ser autorizados por la junta de accionistas en los términos que establece el artículo 24 de la presente ley. 

En la utilización del estatuto jurídico de concesiones de obras públicas serán aplicables las normas establecidas en los capítulos III al XI, ambos inclusive, de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, así como las normas correspondientes de su reglamento, con excepción de lo establecido en sus artículos 8, 9, 19 inciso final, 20, 20 bis, 21, 25 y 39, así como de las normas reglamentarias que se deriven de estas disposiciones. El Fondo podrá convenir con el Ministerio de Obras Públicas para que este último actúe como representante del primero en el desarrollo del procedimiento de licitación para el otorgamiento de concesiones a terceros, debiendo detallar en el respectivo convenio los términos del mandato, señalando específicamente la aplicación total o parcial de la normativa indicada precedentemente. No obstante lo anterior, el Fondo podrá acordar con otras entidades públicas convenios destinados a contar con apoyo técnico para la estructuración, asignación y ejecución de dichos contratos.
Cualquiera sea el estatuto jurídico que se utilice, el Fondo deberá comparecer personalmente en la suscripción de los contratos. Con todo, los contratos señalados anteriormente no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado. 

Artículo 6°.- Una vez adjudicada la licitación, los concesionarios deberán constituirse en Chile como sociedad anónima de giro exclusivo, cualquiera que sea el número de sus accionistas, y se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas. Su objeto será la construcción, desarrollo, mantención y explotación de la concesión respectiva.

Dichas sociedades podrán relacionarse en los términos que señala el Título XV de la ley Nº 18.045, de mercado de valores, con otras sociedades concesionarias que desarrollen, construyan, conserven o exploten concesiones dentro de la misma región. Un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas determinará los requisitos que al efecto deban cumplir dichas sociedades concesionarias.

Artículo 7°.- Las concesiones que el Fondo podrá otorgar tendrán el plazo de duración que determine el contrato, sin que en ningún caso éste pueda ser superior a 50 años. El Fondo podrá convenir con el concesionario las adecuaciones a los contratos de concesión que resulten imprescindibles, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, velando siempre por mantener o incrementar el valor económico del Fondo.

El derecho de concesión otorgado es transferible únicamente al que reuniere los requisitos que la presente ley, las bases y el contrato respectivo establezcan para ser concesionario, debiendo cederse como un todo, comprendiendo el conjunto de derechos y obligaciones de dicho contrato. 

El Fondo autorizará dicha transferencia siempre que en ella se dé cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior. La transferencia hecha en contravención al presente artículo es nula de pleno derecho, siendo juez competente para declarar la nulidad el del domicilio del Fondo.

Concluida la vigencia de una concesión, el Fondo podrá licitar nuevamente, manteniendo, disminuyendo o aumentando los bienes y derechos comprendidos en la nueva licitación. Ésta deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista interrupción en la prestación de servicios en el periodo que medie entre el término de una concesión y el comienzo de la siguiente.

Artículo 8°.- La enajenación de cualquier porcentaje que, separada o conjuntamente, sea superior al 15% de las acciones en la propiedad de la sociedad concesionaria, deberá contar con la aprobación del Fondo.

Artículo 9°.- El Fondo desarrollará su giro, en lo referente al financiamiento parcial o total de proyectos, directamente o por intermedio de sociedades anónimas en las cuales tenga participación, las que podrán ser constituidas con personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras las que para todos los efectos legales posteriores a su constitución se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas.

Párrafo 3°

De la constitución y del patrimonio del Fondo de Infraestructura S.A.

Artículo 10.- En la constitución de la sociedad anónima “Fondo de Infraestructura S.A.”, corresponderá al Fisco una participación del 99% del capital social y a la Corporación de Fomento de la Producción una participación del 1%.

En ningún caso la suma de las acciones del Fisco y de la Corporación de Fomento de la Producción podrá ser inferior al 100% del total de las acciones de la sociedad respectiva.

Artículo 11.- El patrimonio del Fondo estará constituido por:

a) El capital inicial que suscribirán y pagarán el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción, en proporción a la participación accionaria de ambos. El Fisco podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de bienes fiscales y nacionales de uso público, valorados económicamente, operación que en todo caso se encontrará exenta de impuesto.
La Corporación de Fomento de la Producción podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de recursos o activos financieros.

Los aportes del Fisco serán individualizados y valorizados económicamente en los instrumentos administrativos que correspondan;
b) Las utilidades que obtenga en el desarrollo de sus actividades financieras comerciales, cuya capitalización haya sido autorizada por la junta de accionistas; y

c) En general, toda clase de bienes que adquiera a cualquier título, inclusive donaciones.

El Fondo podrá ampliar su capital mediante el aporte de nuevos bienes por parte del Fisco, en los mismos términos establecidos en la letra a) del presente artículo.

Artículo 12.- Los actos, contratos, publicaciones, inscripciones y subinscripciones que tengan por objeto o sean originados por la constitución de la sociedad anónima a que se refiere esta ley, o los posteriores aportes de capital, estarán exentos de todo impuesto o derecho.

Las inscripciones y anotaciones existentes a nombre del Fisco sobre los bienes que se aporten al capital social, se entenderán hechas en favor de la sociedad anónima a que se refiere esta ley por el solo ministerio de la ley. Los Conservadores de Bienes Raíces y el Servicio de Registro Civil e Identificación deberán practicar las inscripciones y anotaciones que procedan con el solo mérito del decreto que asigne dichos bienes a la referida sociedad anónima.

Artículo 13.- Aplícase lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 116 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a las obras de infraestructura derivadas directamente del objeto del Fondo. 

Artículo 14.- Decláranse de utilidad pública los bienes inmuebles necesarios para ejecutar obras derivadas directamente del objeto del Fondo, quedando facultado el Ministerio de Obras Públicas para ordenar las expropiaciones correspondientes por cuenta y para dicha entidad, a petición de ésta.

El valor de las indemnizaciones y demás gastos que se originen de la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior serán de cargo del Fondo.

El Fondo reembolsará a la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas el monto de los gastos en que incurra proveniente de la tramitación de las expropiaciones. Estos dineros ingresarán directamente a esa Fiscalía para financiar los respectivos gastos.

TÍTULO II

DEL FUNCIONAMIENTO DEL FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.

Párrafo 1°

De la administración y organización del Directorio

Artículo 15.- La administración del Fondo estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas del Título IV de la ley N° 18.046 sobre administración de sociedades anónimas y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere este párrafo, las que prevalecerán respecto de aquellas.

La administración la ejercerá un Directorio que estará compuesto por cinco miembros, designados de la siguiente forma:

a) Dos directores nombrados por el Presidente de la República, elegidos de una nómina de cinco candidatos propuesta por el Ministro de Obras Públicas. El Presidente de la República designará de entre estos directores al Presidente del Directorio. 

b) Tres directores nombrados por el Presidente de la República de entre personas de reconocido prestigio profesional o académico por su experiencia y conocimiento en materias referidas al giro del Fondo, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas deberán definir los perfiles profesionales, de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos a los cargos de directores y enviarlos al Consejo de Alta Dirección Pública. Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo. Para la confección de las ternas, el Consejo de Alta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director. Dicho procedimiento podrá contemplar la participación de una empresa de reconocido prestigio internacional en materia de selección de directivos, la que deberá proponerle al Consejo de Alta Dirección Pública una nómina de posibles candidatos a director.

Los directores designados de conformidad con lo dispuesto en la letra b) tendrán el carácter de independientes, entendiendo por éstos, aquellos que no mantengan vinculación alguna con el Fondo, las empresas que formen parte del mismo grupo empresarial del que éste forme parte en los términos del artículo 96 de la ley N° 18.045, de mercado de valores, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de éstas, ni que se encuentren en alguna de las circunstancias contempladas en el inciso tercero del artículo 50 bis de la ley N°18.046 sobre sociedades anónimas, que pueda generarle un potencial conflicto de interés de conformidad a lo establecido en el artículo 44 del mismo cuerpo legal. 

En caso de sobrevenir alguna de las situaciones referidas en el inciso anterior, el director implicado cesará automáticamente en su cargo, sin perjuicio de su responsabilidad frente a los accionistas. 

Los directores nombrados de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) durarán cuatro años en sus cargos, y aquellos nombrados según lo establecido en la letra b) durarán cinco años. Todos los directores podrán ser designados por nuevos periodos. El Directorio se renovará por parcialidades. 

Si alguno de los directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el periodo respectivo, se procederá a designar, por el periodo restante, a el o los nuevos directores que corresponda en la misma forma prevista en este artículo, para lo cual deberá seguirse el procedimiento de designación correspondiente según si el director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se refieren las letras a) o b) del inciso segundo. En el caso de los directores a que se refiere la letra b), el Consejo de Alta Dirección Pública deberá presentar al Presidente de la República la respectiva terna, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo.

Artículo 16.- Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida y revisada por el  Ministro de Hacienda, con una periodicidad no superior a dos años. En la determinación de las remuneraciones y sus revisiones, la o el Ministro de Hacienda considerará la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda, de Director de Presupuestos, de director o gerente general de la Empresa, o profesionales que se hayan desempeñado como directivos de la Dirección Nacional del Servicio Civil. La comisión deberá formular propuestas de determinación o revisión de remuneraciones, según corresponda, considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado. Asimismo, en las remuneraciones que propongan podrá incluir componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño del Fondo. Los directores no podrán recibir remuneraciones u honorarios del Fondo por servicios profesionales distintos de los contemplados en la propuesta de la comisión antes señalada.
Artículo 17.- Sólo podrán ser nombrados directores del Fondo las personas que cumplan, a lo menos, con los siguientes requisitos:

a) Ser mayor de edad; 

b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, reconocido o validado de acuerdo a la normativa vigente, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos cinco años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas públicas o privadas, o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en servicios públicos; 

c) No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios, por delitos de cohecho, soborno, por los delitos establecidos en el inciso sexto del artículo 39 bis y en el artículo 62 del decreto con fuerza de ley N° 1,  del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, o por los contemplados en la ley N° 18.045, de mercado de valores;

d) No haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o por delitos concursales, o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas o condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o por delitos concursales, y si lo hubieren sido, encontrarse rehabilitados;

e) No tener dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que se justifique su consumo por tratamiento médico; 

f) No haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas; y

g) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.

El director que deje de cumplir con alguno de los requisitos señalados en los literales anteriores, se considerará inhábil para desempeñar dicho cargo. Con todo, si alguno de los directores hubiere sido acusado de alguno de los delitos señalados en el literal c) del inciso anterior, quedará suspendido de su cargo hasta que concluya el proceso por sentencia firme. En este caso, se entenderá también suspendido el derecho del director acusado a la totalidad de la remuneración que corresponda en razón de su cargo.
Artículo 18.- La calidad de director del Fondo, así como de sus filiales o coligadas, será incompatible con los siguientes cargos:

a) Senador, diputado, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

b) Ministro de Estado, subsecretario, y demás funcionarios de exclusiva confianza del Presidente de la República.

c) Jefe de servicio, directivo superior que deba subrogarlo y aquellos que sean equivalentes.

d) Intendente y gobernador; alcalde y concejal; consejero regional; miembros del cuerpo diplomático o consular; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembro de los demás tribunales creados por ley.

e) Funcionario público de la Administración del Estado, con exclusión de los cargos docentes.

f) Presidente, vicepresidente, secretario general o tesorero de las directivas nacionales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos.

g) De elección popular y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.

La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales, la incompatibilidad regirá, asimismo, hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en el cargo de dirigente gremial o sindical, según correspondiere.

h) Director, administrador, gerente, subgerente o ejecutivo principal de una empresa cuyo giro se relacione con el objeto del Fondo. 

Si una vez designado en el cargo sobreviniere a un director alguna de las incompatibilidades o inhabilidades señaladas en el artículo anterior o en el inciso precedente, deberá informarlo inmediatamente al Presidente del Directorio, cesando automáticamente en el cargo de director. 

Con todo, los directores del Fondo, podrán desempeñar labores docentes en instituciones públicas o privadas reconocidas por el Estado. Además, deberán contar con un suplente, los que serán nombrados de conformidad a la letra a) o b) del inciso segundo del artículo 15 de la presente ley, según corresponda.

Para efectos de lo dispuesto en este artículo y en el anterior, las personas que hayan sido designadas para desempeñarse como directores deberán presentar una declaración jurada que acredite el cumplimiento de los requisitos antes dispuestos y que no se encuentran afectos a las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en este párrafo. Tratándose de los directores a que se refiere el literal b) del inciso segundo del artículo 15 de la presente ley, dicha declaración deberá presentarse al Consejo de Alta Dirección Pública.

Todos los directores del Fondo deberán presentar las declaraciones de patrimonio e intereses a que se refiere el Título II  de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses.

Artículo 19.- Serán causales de cesación en el cargo de director las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;

b) Renuncia notificada al Presidente del Directorio;

c) Incapacidad física o síquica para el desempeño del cargo;

d) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad; y

e) Falta grave al cumplimiento de sus obligaciones como director. Serán faltas graves al cumplimiento de sus obligaciones, entre otras, la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a cuatro sesiones del Directorio, ordinarias o extraordinarias, durante un semestre calendario; el haber incluido maliciosamente datos inexactos u omitido información relevante en la declaración de intereses o patrimonio, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo anterior; el haber intervenido o votado en acuerdos que incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un interés de carácter patrimonial; el haber infringido alguna de las prohibiciones y deberes a que se refiere la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas; y el haber votado favorablemente acuerdos del directorio que redunden en el incumplimiento de la obligación de elaborar y presentar cada año el Plan de Negocios Quinquenal ante el Ministerio de Obras Públicas en la fecha requerida y/o ante la Junta de Accionistas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 24 de la presente ley; o incurrir en un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal o reglamentaria aplicable al Fondo; o que impliquen causarle un daño patrimonial significativo a éste. 

Los directores que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c) o d) anteriores cesarán automáticamente en sus cargos, sin perjuicio de que deberán comunicar de inmediato dicha circunstancia al Directorio o al gerente general del Fondo. De igual forma, cesará en su cargo el director cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Directorio.

La remoción del director que hubiere incurrido en algunas de las causales descritas en el literal e) anterior se efectuará, fundadamente, por el Presidente de la República.

Párrafo 2°

De las juntas de accionistas

Artículo 20.- Los accionistas se reunirán en juntas ordinarias o extraordinarias, a las que el Fisco concurrirá representado por los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, y la Corporación de Fomento de la Producción por quien designe el Consejo Directivo del Sistema de Empresas Públicas o quien lo sustituya en la administración y representación de sus derechos, acciones y cuotas en el Fondo.

Artículo 21.- Las juntas serán convocadas por el Directorio de la sociedad de oficio o a requerimiento del Ministro de Obras Públicas. En el último caso, el Ministro deberá expresar en su solicitud las materias a tratar.

Párrafo 3°

Del proceso de evaluación de proyectos de infraestructura que requieren especial aprobación

Artículo 22.- En el caso de que el Directorio acuerde financiar o invertir en proyectos de infraestructura que puedan requerir aporte fiscal, se deberá cumplir con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación, de manera previa a su materialización:

1) Un comité de directores, que deberá estar conformado sólo por aquéllos que tengan el carácter de independientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 de esta ley, deberá pronunciarse respecto de las implicancias y condiciones financieras de los proyectos, así como evaluar si se está dando cumplimiento a los mecanismos de neutralidad competitiva que resulten aplicables de acuerdo con los principios generalmente aceptados.

2) Dicho comité de directores deberá designar al menos un evaluador independiente para informar tanto al Directorio, como a los accionistas y al público en general, respecto de las condiciones de la operación, sus efectos, su potencial impacto para el Fondo, las condiciones financieras del proyecto y el cumplimiento con los mecanismos de neutralidad competitiva señalados en el número anterior. En su informe, los evaluadores independientes deberán también pronunciarse acerca de los puntos que el comité de directores, en su caso, haya solicitado expresamente que sean evaluados. Sin perjuicio de lo anterior, el Directorio podrá designar un evaluador independiente adicional.

El comité de directores deberá pronunciarse respecto de la conveniencia de la operación para el interés social, dentro de los cinco días hábiles siguientes desde la fecha que se recibió el último de los informes de los evaluadores.

3) Cuando el Directorio del Fondo deba pronunciarse respecto de proyectos señalados en este Párrafo, deberán hacerse cargo de la conveniencia de dichos proyectos para el interés social, que consideren criterios de equidad territorial y los intereses de cada región del país, de los reparos u objeciones que hubiese expresado el comité de directores, en su caso, así como de las conclusiones de los informes de los evaluadores independientes. Cada director deberá fundar su voto de manera individual, dejando constancia en acta del razonamiento y antecedentes que respaldan su decisión.

Los informes de los evaluadores independientes, así como el pronunciamiento del comité y los acuerdos de Directorio correspondientes serán comunicados al mercado como hecho esencial. Junto con su comunicación, todos los antecedentes anteriores serán puestos a disposición del público en el sitio web del Fondo por un plazo mínimo de quince días hábiles.
En caso que la Administración del Estado solicite o requiera al Fondo incorporar obras o realizar modificaciones a proyectos en ejecución que provoquen impacto negativo en su patrimonio, deberá observarse el procedimiento señalado en los incisos anteriores. Asimismo, y previo a su materialización, se deberá contar con la autorización que corresponda en la ley de Presupuestos del Sector Público, según lo señalado en el artículo 27 de esta ley.
TÍTULO III

DE LA ADMINISTRACIÓN FINANCIERA DEL FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.

Párrafo 1°

De la administración financiera, de la contabilidad y del personal

Artículo 23.- De conformidad a lo preceptuado en la presente ley, el Fondo estará sujeto a las mismas normas financieras, contables y tributarias que rigen para las sociedades anónimas abiertas. Sus balances y estados de situación financiera deberán ser sometidos a auditorías de firmas auditoras externas, de acuerdo al procedimiento que establezcan las referidas normas.

Artículo 24.- El Directorio deberá elaborar un Plan de Negocios Quinquenal. Este Plan deberá, previamente, ser puesto en conocimiento del Ministerio de Obras Públicas a más tardar el 31 de marzo del año que corresponda, el que emitirá un informe técnico dentro de los noventa días siguientes a su recepción, pronunciándose sobre su contenido. En dicha instancia el Ministerio de Obras Públicas podrá proponer al Directorio la realización de proyectos de infraestructura contemplados en su Programa de Concesiones. Sin perjuicio de lo anterior, el Plan de Negocios Quinquenal podrá ser objeto de adecuaciones, modificaciones y actualizaciones anuales que el Directorio deberá presentar en los mismos términos señalados anteriormente. 

Una vez recibido el referido informe o transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior y revisado el Plan, el Directorio deberá presentarlo ante la junta de accionistas para su aprobación o rechazo. 

El Plan deberá considerar, al menos, lo siguiente:

a) Los objetivos y metas de rentabilidad de la sociedad y los planes de inversión y desarrollo;

b) La política y necesidad de endeudamiento;

c) El programa de disposición de activos y de unidades de negocios no esenciales;

d) La política de traspasos o de capitalización de utilidades, si los hubiere;

e) Los planes de asociación y expansión de la sociedad;

f) Los requerimientos de transferencias fiscales si fueren necesarias; 

g) Los proyectos de infraestructura a desarrollar, señalando la modalidad y el procedimiento de licitación pública a utilizar de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley; y

h) El cronograma de los llamados a licitación para el otorgamiento de nuevas concesiones. 

En caso de contemplar operaciones que impliquen, directa o indirectamente, requerimientos de aportes fiscales, cada una de las operaciones deberá, además de someterse al procedimiento de evaluación a que se refiere el Párrafo 3° del Título II de la presente ley, contar con la autorización del Ministerio de Hacienda, otorgada por medio de un informe técnico que se refiera a los fines, objetivos e instrumentos a utilizar.

El Plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas, sujeto a las restricciones operacionales y de rentabilidad del Fondo.

Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley, al Fondo le serán aplicables las normas contenidas en el inciso segundo del artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, en el artículo 44° del decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, en el artículo 11 de la ley N° 18.196 que establece normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria, y en el artículo 24 de la ley N° 18.482, relativa a las precitadas materias.

Artículo 26.- El Fondo no podrá, en caso alguno, obtener créditos, fianzas o garantías del Estado o de cualquiera de sus organismos, entidades o empresas. 

Artículo 27.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, la ley de Presupuestos del Sector Público de cada año sólo podrá contemplar transferencias de capital destinadas a proyectos específicos a ser desarrollados por el Fondo, siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones:

a) Se haya dado cumplimiento al procedimiento señalado en el artículo 22;

b) El proyecto se encuentre incluido en el Plan de Negocios Quinquenal aprobado por la junta de accionistas, de acuerdo a lo indicado en el artículo 24;

c) El proyecto se encuentre evaluado y recomendado por el Ministerio de Desarrollo Social, conforme a su normativa y a lo señalado en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de administración financiera del Estado;

d) El proyecto se encuentre debidamente identificado, previo a su ejecución, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 25; y

e) El monto máximo de las transferencias al proyecto, en el periodo que dure la concesión respectiva, no exceda al monto necesario para que el Fondo registre variaciones patrimoniales por efecto de la ejecución del proyecto beneficiado.

Artículo 28.- El Fondo quedará sujeto a la fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero.

Sin perjuicio de lo preceptuado en el inciso anterior, la Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 16° del decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, respecto de los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley.

Artículo 29.- Los trabajadores del Fondo quedarán sujetos, de manera exclusiva, a las disposiciones contenidas en el Código del Trabajo y en su normativa complementaria.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Para los efectos de la renovación parcial del Directorio a la que se refiere el artículo 15 de la presente ley, los miembros del primer Directorio, durarán en sus cargos el número de años que a continuación se indica, sin perjuicio de que podrán ser designados por nuevos periodos sucesivos y completos:

a) Los directores que corresponda nombrar de conformidad a la letra a), del inciso segundo del artículo 15, serán elegidos en sus cargos por un periodo de dos años.

b) Los directores que corresponda nombrar de conformidad a la letra b) del inciso segundo del artículo 15, serán elegidos por un período de tres años.

El Presidente de la República, en el decreto de nombramiento que corresponda, deberá indicar la calidad de los directores nombrados en cada caso.

Artículo segundo transitorio.- Autorízase al Ministerio de Hacienda para que mediante decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro de los cinco años siguientes a la constitución del Fondo, los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley, los que incluirán todas aquellas rutas y carreteras cuya explotación se encuentre regulada por el decreto ley N° 900, de 1996, facultándose a éste para explotarlas una vez finalizado el período de la respectiva concesión.
Con todo, los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, de forma conjunta y fundadamente, podrán decidir no aportar algunos de los bienes a que se refiere el inciso anterior. Dicha decisión deberá informarse a las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda de ambas cámaras del Congreso Nacional.
Artículo tercero transitorio.- En tanto no se determinen las remuneraciones para los directores del Fondo de conformidad a lo establecido en el artículo 16, ellos percibirán: 

a) Una remuneración mensual bruta equivalente a 30 unidades tributarias mensuales, por concepto de su participación en sesiones del directorio. El presidente del directorio percibirá una remuneración mensual bruta única e incompatible con la anterior, equivalente a 60 unidades tributarias mensuales.

Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en el párrafo anterior, se requerirá la asistencia del director como mínimo a una reunión de directorio durante el mes respectivo. 
b) Los directores que deban integrar un comité de directores, sea que se trate del establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 o de cualquier otro que se constituya por acuerdo del directorio, recibirán una remuneración mensual bruta adicional equivalente a 10 unidades tributarias mensuales por su participación en éstos. 

c) Quien presida el comité de directores establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 recibirá una remuneración mensual bruta equivalente a 20 unidades tributarias mensuales, incompatible con la señalada para sus demás integrantes. 

Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en las letras b) y c) precedentes, se requerirá la asistencia del director a una reunión de comité durante el mes respectivo, como mínimo. No se pagará por la asistencia a más de una sesión de directorio o comité en el mes.”.
---

Acordado en sesiones celebradas los días 17 y 18 de abril, 2, 9 y 30 de mayo, 20 de junio, 1, 7 y 8 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot (Baldo Prokurica Prokurica), Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 11 de agosto de 2017.

ROBERTO BUSTOS LATORRE

Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UNA SOCIEDAD ANÓNIMA DEL ESTADO DENOMINADA “FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.”.

(boletín nº 10.647-09)
I.
OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: proporcionar una institucionalidad que permita al Estado utilizar de manera adecuada sus activos, incorporar a su haber los flujos financieros que aquellos generen y potenciar la inversión en infraestructura  por medio de concesiones. Para ello se crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”, que tendrá por objeto financiar e invertir en proyectos de infraestructura y sus servicios anexos, y delegar en terceros la construcción, ampliación, reparación, conservación, explotación y desarrollo de las obras respectivas.
II.
ACUERDOS:
Artículo 1°. Aprobado por unanimidad (3x0).
Artículo 2°. Aprobado por unanimidad (3x0).
Artículo 3°. Aprobado por unanimidad (3x0).
Artículo 4°. Aprobado por unanimidad (3x0).
Indicación número 1 recaída en artículo 5°. Aprobada por unanimidad (5x0).
Artículo 6°. Aprobado por unanimidad (5x0).
Indicación número 2 recaída en artículo 7°. Aprobada por unanimidad (5x0).
Artículo 8°. Aprobado por unanimidad (3x0).
Artículo 9°. Aprobado por unanimidad (4x0).
Artículo 10. Aprobado por unanimidad (4x0).
Indicación número 3 recaída en artículo 11. Aprobada por mayoría de votos, tres a favor y dos en contra (3x2).
Artículo 12. Aprobado por unanimidad (4x0).
Artículo 13. Aprobado con una enmienda por unanimidad (3x0).
Artículo 14. Aprobado por unanimidad (3x0).
Indicación número 4 recaída en artículo 15. Aprobada por unanimidad (4x0).
Indicación número 5 que intercala nuevo artículo 16. Aprobada por mayoría de votos, tres a favor y uno en contra (3x1).
Indicación número 6 recaída en artículo 16, que pasa a ser 17. Aprobada por unanimidad (4x0).
Indicación número 7 recaída en artículo 17, que pasa a ser 18. Aprobada por unanimidad (4x0), a excepción de la letra f) aprobada por mayoría de votos, tres a favor y uno en contra (3x1).
Indicación número 8 recaída en artículo 18, que pasa a ser 19. Aprobada con una adecuación formal por unanimidad (4x0).
Artículo 19. Rechazado por mayoría de votos, cuatro en contra y una abstención (4x1).
Artículo 20. Aprobado por unanimidad (5x0).
Artículo 21. Aprobada por mayoría de votos, tres a favor y dos abstenciones (3x2).
Indicación número 9 recaída en artículo 22. Aprobada por unanimidad (4x0).
Artículo 23. Aprobado por unanimidad (4x0).
Indicación número 10 recaída en artículo 24. Aprobada por unanimidad (4x0). Resto del artículo fue aprobado con enmiendas con la misma unanimidad (4x0).
Artículo 25. Aprobado por unanimidad (4x0).
Artículo 26. Aprobado por unanimidad (4x0).
Artículo 27. Aprobado por unanimidad (5x0).
Indicación número 11 recaída en artículo 28: Letra a), aprobada por unanimidad (5x0). Letra b), aprobada por mayoría de votos, tres a favor y dos en contra (3x2).
Artículo 29. Aprobado por unanimidad (5x0).
Artículo 30. Rechazado por unanimidad (4x0).
Artículo primero transitorio. Aprobado por unanimidad (4x0).
Indicación número 12 recaída en artículo segundo transitorio: Letra a), aprobada por unanimidad (5x0). Letras b)y c), aprobadas por mayoría de votos, tres a favor y dos abstenciones (3x2).
Indicación número 13 que agrega nuevo artículo tercero transitorio. Aprobada por unanimidad (5x0).
III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de veintinueve artículos permanentes y tres disposiciones transitorias. 

IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: el proyecto es materia de ley de quórum calificado, al tenor de lo que dispone el párrafo segundo del ordinal 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por lo que su aprobación en Sala requiere el voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, según establece el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental. 

Asimismo, las letras a), d) y f) del artículo 18, son de carácter orgánico constitucional, según los artículos 19, numeral 15°, 55, 77, 84, 92, 95, 99, inciso final, 105, 108, 113, 118 y 119 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. El inciso quinto del mismo artículo reviste carácter orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto por el artículo 8°, inciso tercero, de la Carta Fundamental. Ello, además, en concordancia con lo resuelto por el Tribunal Constitucional en su sentencia rol N° 3312-17.
Además, el inciso segundo del artículo 28 presenta la naturaleza de orgánico constitucional, en atención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 98 y en el inciso final del artículo 99 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
V.
URGENCIA: suma.
VI.
ORIGEN INICIATIVA: Senado. Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.
VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primero.

VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 4 de mayo de 2016.
IX.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: informe de la Comisión de Hacienda.

X.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 
- Constitución Política de la República, artículo 19, N° 21°.

- Ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.

- Decreto N° 702, del Ministerio de Hacienda, de 2012, nuevo reglamento de sociedades anónimas.

- Decreto N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas.

- Decreto N° 956, del Ministerio de Obras Públicas, de 1999, reglamento de la Ley de Concesiones.

- De la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, el Título XV, De los grupos empresariales, de los controladores y de las personas relacionadas.

- Del decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Obras Públicas, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones, el artículo 116, inciso tercero, que exime del permiso de la Dirección de Obras Municipales a las obras de infraestructura que ejecute el Estado.

- Ley N° 19.882, que regula Nueva Política de Personal a los funcionarios públicos que indica y crea el Consejo de Alta Dirección Pública.

- Del Código Penal, el párrafo 7 del Título IX,  De los delitos concursales y de las defraudaciones.

- Ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses.

- Del decreto ley N° 1056, de 1975, el inciso segundo del artículo 3°, sobre autorización para que los servicios, instituciones y empresas del sector público puedan efectuar aportes de capital a sociedades o empresas de cualquiera naturaleza o hacer depósitos o adquirir instrumentos en el mercado de capitales.

- Del decreto ley N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado, el artículo 44, sobre autorización para comprometer el crédito público.

- De la ley N° 18.196, normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria, el artículo 11.

- De la ley N° 18.482, también normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria, el artículo 24.

- Decreto con fuerza de ley N° 1,  del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973.

- Del decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, de 1964, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, el artículo 16, sobre fiscalización de sociedades del Estado por el órgano Contralor. 

- Decreto N° 34, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 2015, que creó la Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio.

- Decreto N° 475, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1995, que creó la Comisión Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral.





          Valparaíso, a 11 de agosto de 2017.

ROBERTO BUSTOS LATORRE
Secretario de la Comisión
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